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—El señor Senador Lacalle Herrera solicita 
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resolución por el que solicita al Poder 
Ejecutivo se sirva remitir al Poder Legis- 
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—Aprobado. Vuelve a la Cámara de Repre- 
sentantes. 


15) y 18) Doctor Luis Antonio Pacheco Car- 
ve. Designación como Fiscal Letrado 


InSpPectoON covcrcuinindiaio noventas ció nee 101 y 119 

—Solicitud de venia remitida por el Poder 
Ejecutivo. 

—Concedida. 


1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
«Montevideo, 17 de mayo de 2013. 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en se- 
sión extraordinaria, el próximo martes 21 de mayo, a 
la hora 9:30, a fin de informarse de los asuntos entra- 
dos y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DÍA 


1.2 Exposición del señor Senador Francisco Galli- 
nal, de conformidad con lo establecido en el artículo 
171 del Reglamento del Senado, por el término de 
cuarenta minutos, sobre el tema “La CIDE. Historia 
y aportes al futuro de nuestro país”. 

Carp. n.* 1151/2013. 


Discusión general y particular de los siguientes 
proyectos de ley: 


2.%) por el que se autoriza al Banco Central del 
Uruguay, al Banco de la República Oriental del Uru- 
guay y al Banco de Seguros del Estado para que en 
conjunto, ingresen un total de ciento cincuenta em- 
pleados del Banco Bandes Uruguay S.A. 

Carp. n.* 1178/2013 — Rep. n.* 818/2013. 


3.2) por el que se faculta al Banco de la República 
Oriental del Uruguay a conceder préstamos o avales 
a República Microfinanzas S.A. 

Carp. n.” 1066/2012 — Rep. n.* 819/2013. 


4,2) por el que se faculta al Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas a aplicar sanciones a los infractores 
de las normas legales y reglamentarias en materia de 
Régimen de Origen Mercosur. 

Carp. n.” 420/2010 — Rep. n.* 820/2013 — Rep. n.* 
820/2013 Anexo l. 


5.) Informe de la Comisión de Asuntos Administra- 
tivos relacionado con la solicitud de venia remitida por 
el Poder Ejecutivo, de conformidad con lo establecido 
por el numeral 13 del artículo 168 de la Constitución 
de la República, a fin de designar en el cargo de Fiscal 
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16) Solicitudes de venia del Poder Ejecuti- 


vo para destituir de sus cargos a varios 


funcionarios públicos.........oocooccooncnm..»*.... 116 
—Concedidas. 
19) Levantamiento de la sesión.................. 119 


Letrado Inspector (Escalafón “N”), al doctor Luis 
Antonio Pacheco Carve. 
Carp. n.? 1171/2013 — Rep. n.* 815/2013. 


6.) Informes de la Comisión de Asuntos Admi- 
nistrativos relacionados con los Mensajes remitidos 
por el Poder Ejecutivo, por los que solicita la venia 
correspondiente a fin de destituir de su cargo: 


- aun funcionario del Ministerio de Economía 
y Finanzas, “Dirección General Impositiva”. (Plazo 
constitucional vence el 13 de junio de 2013). 

Carp. n.* 1158/2013 — Rep. n.* 816/2013. 


— aun funcionario del Ministerio de Industria, 
Energía y Minería, “Dirección Nacional de Energía”. 
(Plazo constitucional vence el 20 de junio de 2013). 

Carp. n.* 1166/2013 — Rep. n.* 813/2013. 


- aun funcionario del Ministerio de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca, “Dirección General de Servicios Gana- 
deros”. (Plazo constitucional vence el 7 de julio de 2013). 

Carp. n.* 1169/2013 — Rep. n.* 814/2013. 


Gustavo Sánchez Piñeiro 
Secretario 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario». 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Abdala, Agazzi, 
Amorín, Antognazza, Baráibar, Bayardi, Borda- 
berry, Chiruchi, Conde, Couriel, Da Rosa, Ga- 
llinal, Gallo Imperiale, Heber, Larrañaga, Mar- 
tínez, Michelini, Moreira (Carlos), Nin Novoa, 
Pasquet, Pintos, Rondeau, Rosadilla, Saravia, 
Tajam, Topolansky y Viera; y, a partir de las 12 y 
30 horas, el señor Senador Fernández. 


FALTAN: con aviso, los señores Senadores Abreu 
y Lacalle Herrera; con licencia, los señores Sena- 
dores Lorier, Moreira (Constanza), Penadés y 
Rubio, y a partir de las 12 y 30 horas, el señor Sena- 
dor Martínez. 
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3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 9 y 37 minutos). 
—Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “La Presidencia de la Asamblea General destina 
Mensajes del Poder Ejecutivo a los que acompañan 
los siguientes proyectos de ley: 


— por el que se aprueban las condiciones para ser 
designado Cónsul Honorario de la República en el 
exterior. 


— por el que se aprueba el Acuerdo entre la Repú- 
blica Oriental del Uruguay y Canadá sobre Intercam- 
bio de Información Tributaria, firmado en la ciudad 
de Montevideo, República Oriental del Uruguay, el 5 
de febrero de 2013. 

-A LA COMISIÓN DE ASUNTOS INTERNACIONALES. 


— por el que se autoriza al Poder Ejecutivo a esta- 
blecer el reintegro de impuestos abonados en opor- 
tunidad de la compra de gasolina (nafta) por los ti- 
tulares de permisos para la prestación de servicio 
de transporte de personas en automóviles con taxí- 
metro. 

-A LA COMISIÓN DE HACIENDA. 


El Poder Ejecutivo remite los siguientes Mensajes: 


— por el que solicita la venia correspondiente, de 
conformidad con lo establecido en el numeral 13 del 
artículo 168 de la Constitución de la República, para 
designar como Fiscales Adscriptos (Escalafón “N” 
Magistrados), a varios abogados. 

-A LA COMISIÓN DE ASUNTOS ADMINISTRATIVOS. 


— por los que solicita la venia correspondiente, de 
acuerdo a lo dispuesto por el numeral 12 del artículo 
168 de la Constitución de la República, a los efectos 
de designar: 


- en calidad de Embajador Extraordinario y Pleni- 
potenciario de la República ante los Estados Unidos 
Mexicanos, al señor Jorge Alberto Delgado. 


- en calidad de Embajador Extraordinario y Ple- 
nipotenciario de la República ante el Reino de Arabia 
Saudita, al doctor Carlos Mora. 

-A LA COMISIÓN DE ASUNTOS INTERNACIONALES. 
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— por el que comunica la promulgación del proyec- 
to de ley por el que se eleva a la categoría de ciudad 
a la actual villa Ecilda Paullier, sita en la 5.? Sección 
Judicial del departamento de San José, y se declara 
feriado no laborable el día jueves 16 de mayo de 2013, 
con motivo de conmemorarse el 130. aniversario de 
su fundación. 

-AGRÉGUESE A SUS ANTECEDENTES Y ARCHÍ- 
VESE. 


El Ministerio de Economía y Finanzas remite res- 
puesta del Banco de la República Oriental del Uru- 
guay a un pedido de informes solicitado por el señor 
Senador Carlos Moreira, referido a las operaciones 
crediticias de la empresa Buquebús S.A. con el citado 
banco. 

“OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA AL SE- 
ÑOR SENADOR MOREIRA. 


La Suprema Corte de Justicia remite: 


- copia del Oficio n.” 455, de 10 de mayo de 2013, 
comunicando la sentencia dictada en autos caratu- 
lados: “LOS EUCALIPTOS S.A. C/PODER LEGIS- 
LATIVO - ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 
— ARTS. 1.%, 2.9, 7.2, 10 y 11 de la Ley n.” 18.876”, 
de 29 de diciembre de 2011, Impuesto a la Concen- 
tración de Inmuebles Rurales. 


— copia del Oficio n.” 460, de 13 de mayo de 2013, 
comunicando la sentencia dictada en autos caratu- 
lados: “PARALLADA MENDI, ILKA GRAZIELA O 
GRACIELA C/PODER LEGISLATIVO Y OTRO -— 
ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD - ARTS. 
1.9, 2.9, 7.2, 10 y 11 de la Ley n.” 18.876”, de 29 de 
diciembre de 2011, Impuesto a la Concentración de 
Inmuebles Rurales. 

—A LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN Y LEGIS- 
LACIÓN. 


La Cámara de Representantes remite aprobados 
los siguientes proyectos de ley: 


— por el que se designa con el nombre de “Maestra 
Diva Florio de Martinelli” el Jardín de Infantes Es- 
cuela n.” 116 de la ciudad de Dolores, departamento 
de Soriano, dependiente del Consejo de Educación 
Inicial y Primaria, Administración Nacional de Edu- 
cación Pública. 


— por el que se designa con el nombre de “María 
Nila Larrosa Martínez” la Escuela n.” 97 del departa- 
mento de Rocha, dependiente del Consejo de Educa- 
ción Inicial y Primaria, Administración Nacional de 
Educación Pública. 


— por el que se designa con el nombre de “Salvador 
Bello” la Escuela n.* 74 del departamento de Treinta 
y Tres, dependiente del Consejo de Educación Inicial 
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y Primaria, Administración Nacional de Educación 
Pública. 
-A LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA. 


— por el que se establece el Estatuto del Funciona- 
rio del Poder Ejecutivo. 

-A LA COMISIÓN DE HACIENDA INTEGRADA 
CON PRESUPUESTO. 


— por el que se designa con el nombre de “Funda- 
dor Don Francisco Piria” la ruta n.* 37, departamento 
de Maldonado, que une las ciudades de Piriápolis y 
Pan de Azúcar. 

-A LA COMISIÓN DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚ- 
BLICAS. 


La Comisión de Asuntos Administrativos eleva in- 
formadas las siguientes solicitudes de venia remitidas 
por el Poder Ejecutivo: 


—- a fin de designar en el cargo de Fiscal Letrado 
Inspector (Escalafón “N”) al doctor Luis Antonio Pa- 
checo Carve. 


—- a fin de destituir de su cargo a un funcionario 
del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, a 
un funcionario del Ministerio de Economía y Finan- 
zas y a un funcionario del Ministerio de Industria, 
Energía y Minería. 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social eleva informado un proyecto de ley por el que 
se autoriza al Banco Central del Uruguay, al Banco 
de la República Oriental del Uruguay y al Banco de 
Seguros del Estado para que, en conjunto, ingresen 
un total de ciento cincuenta empleados del Banco 
Bandes Uruguay S.A. 


La Comisión de Hacienda eleva informados los si- 
guientes proyectos de ley: 


— por el que se faculta al Ministerio de Economía 
y Finanzas a aplicar sanciones a los infractores de las 
normas legales y reglamentarias en materia de régi- 
men de origen Mercosur. 


— por el que se faculta al Banco de la República 
Oriental del Uruguay a conceder préstamos o avales 
a República Microfinanzas S.A. 

-HAN SIDO REPARTIDOS Y ESTÁN INCLUIDOS 
EN EL ORDEN DEL DÍA DE LA SESIÓN DE HOY. 


La Comisión de Transporte y Obras Públicas eleva 
informados los siguientes proyectos de ley: 


— por el que se designa con el nombre de 
“Guyunusa” la ruta nacional n.” 24, en el tramo que 
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une a las rutas nacionales n.* 2, Grito de Asencio, y 
n.” 3, General José Artigas. 

—REPÁRTASE E INCLÚYASE EN EL ORDEN DEL 
DÍA DE LA PRÓXIMA SESIÓN ORDINARIA. 


— por el que se designa con el nombre de “Dr. Ma- 
rio Carminatti” el puente sobre el arroyo Yaguareté, 
ubicado en el kilómetro 38 de la ruta nacional n.* 2, 
Grito de Asencio, departamento de Río Negro. 


La Comisión de Asuntos Internacionales eleva in- 
formadas las siguientes solicitudes de venia remitidas 
por el Poder Ejecutivo, de acuerdo a lo dispuesto por 
el numeral 12 del artículo 168 de la Constitución de 
la República, a los efectos de designar: 


- en calidad de Embajador Extraordinario y Ple- 
nipotenciario de la República ante Rumania, al señor 
Manuel Gonzalo Vieira Mérola. 


- en calidad de Embajador Extraordinario y Ple- 
nipotenciario de la República ante la República de 
Chile, al señor Rodolfo Camarosano Bersani. 


- en calidad de Embajador Extraordinario y Ple- 
nipotenciario de la República ante la República de 
Nicaragua, al señor Carlos Martín Silva Aparicio. 

-REPÁRTANSE E INCLÚYANSE EN EL ORDEN 
DEL DÍA DE LA PRÓXIMA SESIÓN. 


La Junta Departamental de Montevideo remite 
nota adjuntando copia de la versión taquigráfica de la 
exposición realizada por el señor Edil Dari Mendion- 
do, referida al tema “Creación musical del Maestro 
Federico García Vigil, Ópera uruguaya”. 

—TÉNGASE PRESENTE». 


4) PEDIDOS DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un pedi- 
do de informes. 


(Se da del siguiente:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “El señor Senador Tabaré Viera, de conformi- 
dad con lo establecido en el artículo 118 de la Cons- 
titución de la República, solicita se curse un pedido 
de informes con destino al Ministerio de Educación 
y Cultura y, por su intermedio, al Consejo Directivo 
Central de la Administración Nacional de Educación 
Pública (ANEP), relacionado con el conflicto laboral 
de los funcionarios del Impuesto de Enseñanza Pri- 
maria”. 


OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO. 
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(Texto del pedido de informes: ) 
“Montevideo, 14 de mayo de 2013. 


Sr. Presidente del Senado 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


En ejercicio de las facultades atribuidas por el ar- 
tículo 118 de la Constitución de la República, solici- 
to a usted tramite ante el Ministerio de Educación y 
Cultura el siguiente pedido de informes con destino 
al Consejo Directivo Central: 


Desde hace varios meses se ha generado una si- 
tuación de conflicto por parte de los Funcionarios del 
Impuesto a Primaria debido a la rebaja salarial que ha 
puesto en práctica el Codicén, así como la implemen- 
tación de un sistema tercerizado del servicio. 


Por medio de dos actos administrativos conse- 
cutivos dictados por el Codicén, los funcionarios se 
han visto afectados por una evidente rebaja salarial, 
y además tienen una profunda preocupación por la 
tercerización del servicio como se expresa de forma 
reiterada en las Resoluciones n.” 64 Acta 78 de 12 de 
diciembre del año 2012 y Acta n.” 11 Resolución 74 
del 26/03/2013. 


En virtud de la situación antes planteada se solici- 
ta se informe respecto a los siguientes puntos: 


1) ¿Qué funciones cumple la gerencia de recursos 
propios y con cuántos funcionarios cuenta? 


2) ¿Con qué cantidad de funcionarios cuenta en 
cada departamento del país y qué régimen de trabajo 
está establecido? 


3) ¿Qué motiva la rebaja salarial que sufrirán los 
funcionarios del Impuesto de Primaria y qué argu- 
mentos esgrime el Codicén? 


4) ¿Qué alcance tiene la propuesta de implemen- 
tar un sistema por el cual la cobranza del Impuesto se 
realice a través de un servicio tercerizado? 


5) ¿Cuál es el régimen de trabajo de los funcionarios 
del Impuesto de Primaria y qué peculiaridades tiene? 


6) ¿Durante qué período trabajan en un régimen 
especial y cómo está reglamentado? 


7) ¿Cuáles son los montos de recaudación del Im- 
puesto de Primaria de los años 2008-2012 y cuál es la 
proyección de los años siguientes? 
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8) En virtud de que las partidas que se pretenden 
quitar a los funcionarios tienen carácter salariar, 
¿evaluó la Administración la posibilidad de que los 
mencionados funcionarios accionen judicialmente 
contra ella y los montos a los que se vería obligado a 
desembolsar en caso de un fallo negativo? 


9) ¿Con qué recaudadores externos cuenta el Co- 
dicén para llevar a cabo el cobro del Impuesto? 


10) ¿Cuál es la comisión que cobran los mismos? 
Tabaré Viera. Senador”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otro pe- 
dido de informes. 


(Se da del siguiente: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “El señor Senador Luis Alberto Lacalle Herrera, 
de conformidad con lo establecido en el artículo 118 
de la Constitución de la República, solicita se curse 
un pedido de informes con destino al Ministerio de 
Industria, Energía y Minería y, por su intermedio, a la 
Administración Nacional de Usinas y Transmisiones 
Eléctricas (UTE), relacionado con la repotenciación 
de las represas hidroeléctricas. 

OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO”. 


(Texto del pedido de informes: ) 
“Montevideo, 20 de mayo de 2013. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 


De mi consideración: 


Al amparo de lo dispuesto en el artículo 118 de la 
Constitución de la República, solicito a Ud. elevar el 
presente pedido a UTE a fin de informar acerca del 
tema repotenciación de las actuales represas hidro- 
eléctricas. Habiéndose planteado el tema en el Sena- 
do, con fecha 7 de setiembre de 2010, (cuya copia se 
adjunta) se pide que se informe si el tema fue consi- 
derado y si se adoptó alguna resolución. 


Sin otro particular, saludo a Ud.atentamente. 


Luis Alberto Lacalle Herrera. Senador”. 
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S.O. 
Tema: energía renovable 


día 7 de setiembre 2010 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Señor Presidente: el tema de la energía nos 
precenpa por encima de cualquier otra consideración partidaria, por lo que en el día de 
hoy vamos a formular una propuesta cue nos han transmitido quienes saben sobre 
generación eléctrica y que nos parece que puede contribuir a su aumento. 

La base de nuestra generación eléctrica proviene de las represas —siempre 
sometidas a la incertidumbre e provoca la ocurrencia o no de las lluvias- y para ello 
tenemos un sistema integrado por las represas de Río Negro y —compartiendo con la 
Argentina- de Salto Grande. Al punto, ingenieros técnicos nos señalan que podria haber 
e aumento de hasta un 20% o un 25% de la generación en las represas mencionadas 
mediante un cambio en las turbinas que la tecnología actual permite. Hasta ahora, esas 
turbinas se construyen de metal pero, con el avance de los materiales sintéticos, los 

álabes —dicho en términos más comprensibles, las hélices— podrían realizarse con fibra 
de carbono —que hoy se utiliza en la tecnología espacial y aérea—- que, por ser más 
liviana, permitiría una mayor generación eléctrica, De esta manerí, con la misma obra 
de ingenieria civil y sustituyendo esta parte de la maquinaria, nuestras represas - 
incluida la que compartimos con la República Argentina— podrían aumentar su | 


generación. 
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Nos parece que el país está encarando correctamente el tema de la energía 
eléctrica; va avanzando en la eólica y en la biomasa y algún día tendremos que 
animarnos a experimentar con la energín atómica. No obstante, creo que no debemos 
dejar de explorar en esta, que es la tradicional desde la construcción de la represa de 
Gabriel Terra en adelante, La idea es que la UTE o el Ministerio de Industria, Energía y 
Minería, que está por detrás de esta empresa estatal, exploren la posibilidad de sustituir 
obviamente, esto debería hacerse mediante un llamado a interesados- estas antiguas 
formas de generación mecánica por otr: más moderna. Entendemos que esta es una 
oportunidad que tiene el pais y, como ny debemos temer a las innovaciones, sugeriría 
que se estudie la posibilidad y, si técnicamente es correcto lo que 3e nos ha informado, 
que se la utilice para beneficio de todo el país. 

Por lo tanto, solicito que la versión taquigráfica de mis palabras, a través de las 
cuales pido que se realicen los estudios para la copoteniiación de las represas mediante 
estas transformaciones, sea enviada a la Presidencia de la República, al Ministerio de 
Industria, Energía y Minería, a la Comisión Técnica Mixta de Salto Grande y a la UTE. 
Nos parece que son los protagonistas eventuales de estos episodios técnicos que, repito, 
redundarían en un gran beneficio para nuestro pais. 


Muchas gracias, 


21 de mayo de 2013 


21 de mayo de 2013 


5) PROYECTOS PRESENTADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un pro- 
yecto de resolución presentado. 


(Se da del siguiente:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “El señor Senador Gustavo Penadés presenta, 
con exposición de motivos, un proyecto de resolución 
por el cual solicita al Poder Ejecutivo se sirva remitir 
al Poder Legislativo un proyecto de ley por el que se le 
conceda una pensión graciable al señor Omar Varela. 

-A LA COMISIÓN DE ASUNTOS LABORALES Y 
SEGURIDAD SOCIAL”. 


(Texto del proyecto de resolución presentado:) 
«Montevideo, 16 de mayo de 2013. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito se curse al Poder Ejecutivo 
el siguiente proyecto de resolución según los funda- 
mentos que se exponen: 


Proyecto de resolución 


Según lo prescripto por la Constitución de la Re- 
pública y por la Ley n.” 16.301, es aspiración del sus- 
crito que el Poder Ejecutivo eleve a consideración 
del Poder Legislativo un proyecto de ley por el que se 
conceda una pensión graciable al señor Omar Varela. 


Omar Varela nació en el año 1957, egresando en 
1981 de la Escuela Municipal de Arte Dramático Mar- 
garita Xirgú; y obtuvo la Licenciatura en Artes Escéni- 
cas por la Universidad de Río de Janeiro en el año 1987. 


Ha desarrollado una intensa actividad como actor en 
la Comedia Nacional y en el teatro independiente. Cabe 
destacar entre otras Artigas Sol de América con la direc- 
ción de Jaime Yavitz en 1979; El Burlador de Sevilla en 
1981 con Eduardo Schinca; El Rabino Jonás, con Luis 
Vidal en 1988 y Amigos de Mario Morgan en el 2000. 


Por otra parte Omar Varela cumplió una intensa 
y fructífera labor como director. Entre las más de 
cincuenta obras que dirigió caben destacar: Ópera 
de Malandro en El Galpón en 1993; Violinista en el 
tejado, también en El Galpón en 1995; la inolvidable 
Quién le teme a Italia Fausta en el Teatro del Anglo; 
Mi bella dama en teatro de la Alianza Uruguay-Esta- 
dos Unidos; por citar solamente alguno de los títulos. 
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Junto a la Compañía Italia Fausta realizó giras por 
Argentina, Paraguay, Estados Unidos y Venezuela. 


La crítica especializada premió la actuación de 
Omar Varela en reiteradas oportunidades. Así obtuvo 
el premio Florencio en 1988, por Quién le teme a Italia 
Fausta; en 2001, por Arrabalera, un musical de tango; 
en 2002 por La bien pagá, un musical apasionado y en 
2011 como mejor autor nacional por Un poco de suerte. 


Pero, además de su actuación como actor y director 
teatral, Omar Varela fue Secretario General de la 
Asociación General de Autores del Uruguay (AGADU); 
docente y director de la Escuela de Formación Actoral 
Italia Fausta; conductor de televisión, autor y director 
de programas televisivos. 


En estos momentos Omar Varela se encuentra 
aquejado de una grave enfermedad que le impide de- 
sarrollar su trabajo y a la vez atraviesa por una muy 
difícil situación económica. 


Entendemos por tanto que es justo reconocer la 
extensa trayectoria y compromiso con la cultura na- 
cional de este estimado compatriota. 


Sin otro particular, saludamos al señor Presidente 
muy atentamente. 
Gustavo Penadés. Senador». 


6) INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a 
lo que establece el artículo 53 del Reglamento de la 
Cámara de Senadores, dese cuenta de las inasisten- 
cias a las anteriores convocatorias. 


(Se da de las siguientes: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- En la sesión ordinaria del 15 de mayo no se re- 
gistraron inasistencias. 


A la sesión de la Comisión de Defensa Nacional 
del 13 de mayo faltaron, con aviso, los señores Sena- 
dores Gallo Imperiale, García Costa, Peña, Topolans- 
ky y Viera. 


A la sesión de la Comisión de Salud Pública del 14 
de mayo faltó, con aviso, el señor Senador García Costa. 


A la sesión de la Comisión de Educación y Cultura 
del 15 de mayo faltaron, con aviso, los señores Sena- 
dores Amorín y Lorier. 


Y a la sesión de la Comisión de Asuntos Interna- 
cionales del 16 de mayo faltaron, con aviso, los seño- 
res Senadores Lacalle Herrera y Larrañaga. 
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7) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRA- 
CIÓN DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una solicitud de 
licencia. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 20 de mayo de 2013. 


Cámara de Senadores 

Sr. Presidente 

Danilo Astori 

De mi mayor consideración: 

Por la presente y amparado en la Ley n.* 17.827, 
de 14 de setiembre de 2004, solicito al Cuerpo me 
conceda licencia por razones personales los días 21 y 
22 del corriente. 

Sin más, saluda atte. 


Eduardo Lorier. Senador”. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-14 en 15. Afirmativa. 


Queda convocada la señora Alicia Pintos, a quien 
ya se ha tomado la promesa de estilo. 


—Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 16 de mayo de 2013. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 
De mi mayor consideración: 

Por intermedio de esta, solicito al Cuerpo me con- 
ceda licencia por motivos personales entre los días 10 
al 14 de junio del corriente año. 


Sin más, aprovecho para saludar atte. 


Luis José Gallo Imperiale. Senador”. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 


de la licencia solicitada. 
(Se vota:) 
-14 en 16. Afirmativa. 


Queda convocado el señor Ruben Obispo, a quien 


ya se ha tomado la promesa de estilo. 
Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 16 de mayo de 2013. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 


De mi mayor consideración: 


De acuerdo a lo establecido en el literal C) del 
artículo 1. de la Ley n.” 17.827, de 14 de setiem- 
bre de 2004, solicito al Cuerpo me conceda licencia 
por el período comprendido entre el 4 y el 8 de junio 
del corriente año, para concurrir a la reunión de la 
Comisión de Salud del Parlatino, que se realizará en 
Cuba los días 6 y 7 de junio de 2013. 


Se adjunta convocatoria. 
Sin más, aprovecho para saludarle atte. 
Luis Gallo Imperiale. Senador”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar esta nueva 
solicitud de licencia presentada por el señor Senador 


Gallo Imperiale. 
(Se vota:) 
-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda convocado, también en este caso, el señor 
Ruben Obispo, a quien ya se ha tomado la promesa 


de estilo. 
Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee:) 


21 de mayo de 2013 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 20 de mayo de 2013. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Danilo Astori 


De mi mayor consideración: 


De acuerdo a lo establecido en la Ley n.” 17.827, 
de 14 de setiembre de 2004, solicito al Cuerpo que 
tan dignamente preside, se sirva concederme el uso 
de licencia el día miércoles 22 de mayo del corriente 
a partir de la hora 16, por motivos personales. 


Sin más, lo saludo atentamente. 
Luis Rosadilla. Senador”. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-16 en 17. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Carlos Gamou, Pablo 
Álvarez, Javier Salsamendi y Juan Souza han presen- 
tado notas de desistimiento, informando que por esta 
vez no aceptan la convocatoria a integrar el Cuerpo, 
por lo que queda convocado el señor Hebert Clavijo, a 
quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 21 de mayo de 2013. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 


De mi mayor consideración: 

Por intermedio de la presente solicito al Cuerpo 
se me otorgue licencia por motivos personales el día 
23 de mayo, y se convoque a mi suplente correspon- 
diente. 

Sin otro particular, lo saludo muy atentamente 


Carlos Baráibar. Senador”. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 
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(Se vota:) 
-16 en 17. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Alejandro Echeve- 
rría, Héctor Lescano, Gustavo Guarino, Humberto 
Ruocco y Felipe Michelini han presentado notas de 
desistimiento, informando que por esta vez no acep- 
tan la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocado el señor Antonio Gallicchio, a quien 
ya se ha tomado la promesa de estilo. 


8) “LA CIDE. HISTORIA Y APORTES AL FU- 
TURO DE NUESTRO PAÍS” 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la 
consideración del primer punto del Orden del día: 
“Exposición del señor Senador Francisco Gallinal, de 
conformidad con lo establecido por el artículo 171 del 
Reglamento del Senado, por el término de 40 minu- 
tos, sobre el tema “La CIDE. Historia y aportes al fu- 
turo de nuestro país”. (Carp. n.? 1151/2013)”. 


Tiene la palabra el señor Senador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- Agradecemos al señor Pre- 
sidente y al Cuerpo por habilitarnos esta instancia, 
que nos planteamos cuando comenzó la Legislatura. 
Sentíamos que teníamos una deuda pendiente con el 
Partido Nacional, con Wilson Ferreira Aldunate y con 
parte de nuestra historia, en esa doble necesidad de 
profundizar en ella para poder mirar hacia el futuro, 
y entendimos que el año más apropiado para reali- 
zar una exposición de estas características era este, 
2013. ¿Por qué? Porque en la segunda mitad del siglo 
pasado tuvieron lugar una serie de hechos importan- 
tes que en este año serán motivo de conmemoración 
y recuerdo: se cumplen los veinticinco años de la 
desaparición física de Wilson Ferreira Aldunate y los 
cuarenta años del golpe de Estado del 27 de junio de 
1973, que serán recordados en la sesión solemne de 
la Asamblea General que, a instancias del Partido Na- 
cional y con las firmas de los representantes de todos 
los partidos políticos, vamos a celebrar, si Dios quiere, 
el próximo jueves 27 de junio. Así lo hemos hablado 
con el señor Presidente y con los representantes de 
todos los partidos. 


También en este año 2013 se cumplen cincuenta 
años de la presentación del primer estudio económi- 
co del Uruguay, realizado en mayo de 1963, elaborado 
por la Comisión de Inversiones y Desarrollo Econó- 
mico. 


Quiero saludar muy especialmente la presencia en 
la Barra de compañeros de nuestro partido, de muy 
larga y destacada trayectoria, que constituyen pun- 
tos de referencia permanente en todas y cada una de 
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las definiciones que nuestra colectividad va tomando 
y asumiendo día a día, como es el caso del profesor 
Carlos Julio Pereyra y del doctor Guillermo García 
Costa, a quienes invitamos especialmente, puesto 
que fueron ellos —en especial el doctor Guillermo 
García Costa desde la Subsecretaría del Ministerio 
de Ganadería y Agricultura, acompañando a Wilson 
Ferrerira Aldunate- protagonistas principales de un 
hecho que vamos a recordar y sobre el que tendremos 
oportunidad de referir dónde encontramos nosotros 
esa importancia y esa jerarquía. 


También agradecemos la presencia del contador 
León Morelli, quien nos honra como suplente en la 
Cámara de Senadores; del profesor Romeo Pérez An- 
tón y del doctor Ernesto Lorenzo, que tuvieron parte 
importante en la elaboración de este documento, que 
es producto del estudio, la lectura y el asesoramiento 
porque, evidentemente, no teníamos mucho uso de 
razón en las circunstancias en que se producían estos 
hechos tan importantes. 


De la misma manera, agradecemos la presencia 
de todos aquellos que en el día de hoy nos hacen el 
honor de acompañarnos. 


La CIDE representa, a nuestro juicio, ese tipo de 
episodios, de hechos en la vida del país, que hacen 
que los uruguayos de las más diversas generaciones 
y vamos intentando con el correr del tiempo que 
las que vienen recorran el mismo camino- guarde- 
mos nostalgia y reconocimiento, y añoremos —-muy 
uruguayo- que se repitan, aun cuando no termina- 
mos de definir muy claramente si son propios de 
su tiempo o si efectivamente se pueden aggiornar, 
actualizar y repetir. Creemos que la CIDE es un 
fenómeno de esas características. Nunca hemos 
escuchado hablar mal de la CIDE ni hemos visto 
que se haya escrito nada malo sobre ella; por el 
contrario: prácticamente todo el material que se ha 
elaborado a lo largo de estos más de cincuenta años 
desde su creación y de realizado este estudio de ca- 
rácter económico, habla en forma positiva de aquel 
trabajo tan intenso que se desarrolló. Es más, mu- 
chos de quienes en algún momento levantaron una 
voz disonante respecto a la idea y a su ejecución, 
han cambiado su posición. 


La CIDE se crea por decreto el 27 de enero de 
1960, y luego se amplía por uno posterior del 17 de 
marzo. Tenía como cometidos: “Formular planes or- 
gánicos de desarrollo económico; proyectar y buscar 
su financiación interna y externa; coordinar toda la 
labor tendiente a aumentar la productividad nacional 
y vigilar la ejecución de los planes que se aprobaran”. 
Era la época de los colegiados de mayoría nacionalis- 
ta, que gobernaron entre 1959 y 1967, bajo la vigen- 
cia de la Constitución de 1952. 
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Si nos ubicamos en la realidad de la época, en el 
plano internacional, la llegada del gobierno de Ken- 
nedy abrió las puertas a un diálogo abierto y cordial 
de los Estados Unidos con la región, e impulsó un 
esquema de cooperación —la Alianza para el Progre- 
so- que se inspiró, no en poca medida, en ideas y 
políticas que la Cepal había anunciado en la década 
precedente. Para bien o para mal, el “humor” de las 
relaciones internacionales de la gran nación del nor- 
te tiene un impacto en las opciones políticas de la 
región. En aquellos tiempos la programación econó- 
mica fue santificada como un instrumento de política 
en América. 


En el plano interno, la política económica del go- 
bierno del Partido Nacional, en las manos hábiles del 
contador Juan Eduardo Azzini, supo conciliar las re- 
formas liberales que marcaron un hito en la historia 
económica del país, con un esfuerzo de planificación 
de las inversiones, para apoyar y acelerar el desarrollo 
económico. 


Tres estadistas deben ser reconocidos, en una 
primera aproximación, por sus esfuerzos, por su te- 
són, por sus visiones políticas, por sus vínculos con 
los actores políticos, por sus experiencias y por el 
apoyo técnico que prestaron a la tarea que deman- 
dó la CIDE: Wilson Ferreira Aldunate, Ministro de 
Ganadería y Agricultura, acompañado —como decía- 
mos- en la Subsecretaría por el doctor García Costa; 
Juan Pivel Devoto, Ministro de Instrucción Pública 
y Previsión Social; y un dirigente político que, en su 
condición de Consejero del Gobierno, apoyó con inte- 
ligencia la iniciativa y le dio un impulso clave para su 
supervivencia política: el doctor Washington Beltrán. 


Justamente, una de las virtudes que tuvo todo este 
proceso es que no se agota en esos nombres ni en un 
partido político. En la Universidad de la República, 
un hombre visionario supo negociar algo que hasta 
entonces era casi inimaginable: la colaboración de la 
Universidad con el Gobierno; el contador Israel Won- 
sever, Decano de la Facultad de Ciencias Económicas 
y de Administración. Su contribución llevó precisa- 
mente a que el contador Enrique Iglesias —ese gran 
compatriota que ha ocupado cargos de enorme rele- 
vancia en la vida nacional e internacional- realizara 
su aporte a la Secretaría Técnica de la CIDE, desde 
el Instituto de Economía. 


La tarea del Instituto de Economía de la Facultad 
de Ciencias Económicas fue muy importante en la 
década previa a la institucionalización de la planifica- 
ción en Uruguay. Allí se estudió el enfoque “cepalino” 
y se hicieron las primeras investigaciones sobre pro- 
blemas estructurales del desarrollo económico en el 
Uruguay. Desde allí se irradió el enfoque desarrollista 
hacia las nuevas generaciones de estudiantes univer- 
sitarios que integrarían, durante el primer lustro de 
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la década del sesenta, los equipos técnicos que pre- 
pararon el Plan Nacional de Desarrollo, en el marco 
del fuerte impulso recibido desde la Alianza para el 
Progreso. 


Entre las premisas que presidían el espíritu de la 
CIDE, se destaca aquella que creía que un Programa 
Nacional de Gobierno, para promover el desarrollo 
económico y social, era una opción posible además de 
deseable. Y, quizás con un poco de ingenuidad de la 
mayoría de los jóvenes que intervinieron, se pensaba 
que la idea podría captar el apoyo de una amplia ma- 
yoría de la población del país. La movilización volun- 
taria y admirable de decenas de expertos nacionales, 
el diálogo con todas las fuerzas políticas y con grupos 
de empresarios y sindicatos, y la comunicación con la 
opinión pública a través de la televisión, no defrau- 
daron sino más bien fueron un gran impulso. Varias 
de las recomendaciones fueron luego recogidas por 
la reforma constitucional que el Uruguay aprobó en 
1966. 


La segunda convicción que guiaba el accionar de 
la CIDE era que para concebir un plan se debía cono- 
cer el país. Y así se hizo, poniendo a disposición del 
análisis técnico y del público en general —fíjense los 
señores Senadores- el Censo General de Población 
realizado en 1963 —que no tenía lugar desde 1908-, 
estudios económicos y sociales, conceptos y cifras de 
las cuentas nacionales. Esto no habría sido posible 
sin el invalorable apoyo de un equipo de técnicos in- 
ternacionales liderados por Ángel Monti, cuya dedi- 
cación y profesionalismo merecen un justo reconoci- 
miento del país. 


La tercera convicción era que un plan con estas 
bases tan amplias debería sensibilizar a la dirigencia 
política y a la opinión pública sobre los problemas del 
país. Nosotros creemos —ya han pasado unos cuantos 
años- que, en buena medida, esto se logró. Lo demás 
era la viabilidad real de avanzar con las propuestas de 
políticas y de reformas del Plan. 


La Comisión de Inversiones y Desarrollo Econó- 
mico ha cobrado una singular relevancia histórica en 
medios académicos y en niveles de dirección partida- 
ria y gremial. También en el juicio de amplios sectores 
de la ciudadanía prevalece una opinión netamente 
positiva —como decíamos al comienzo- respecto a lo 
que representó su establecimiento y la labor de diag- 
nóstico y planeamiento que llevó a cabo. A tal punto 
es así, que en este tiempo está cobrando impulso la 
iniciativa de inspirar en la CIDE la constitución de 
foros de percepción del conjunto de los desafíos que 
el país enfrenta, de discusión rigurosa y ajena a sec- 
tarismos, de intercomunicación de diversos quehace- 
res y tradiciones nacionales. No se trata, como lo han 
precisado el contador Enrique Iglesias —proponente 
inicial- y los que han secundado la idea, de repetir o 
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de imitar lo que nuestro país hizo a través de la CIDE 
cincuenta años atrás. Se procura obtener nuevamen- 
te aquello que, dentro de parte del desconcierto y la 
superficialidad con la que muchas veces nos encon- 
tramos, parece casi imposible: descubrir futuros me- 
jores y profundizar en ellos; identificar fines acordes 
con los valores irrenunciables de nuestra comunidad; 
afirmar acción autónoma transformadora; definir 
rumbos conducentes a las metas valiosas. 


Todo esto seguramente parecía también imposible 
cuando se instauró la CIDE, cuando se ampliaron sus 
propósitos, cuando se designó para encabezarla a un 
joven docente y profesional de la actividad económi- 
ca, cuando se decidió pasarle el diagnóstico al primer 
Plan Nacional de Desarrollo Económico y Social de 
la historia uruguaya, y cuando el plan presentado en 
1965 fue aprobado por el Poder Ejecutivo en los pri- 
meros meses de 1966. 


Para llegar a la situación actual —opinión favora- 
ble a todo aquel ciclo y eficacia inspiradora que él 
proyecta sobre tareas hoy pendientes- mucho debió 
indagarse acerca de la fecundidad de la CIDE; muy 
radicalmente debió revisarse una primera sensación 
de fracaso que existió. 


Hablaremos solo de algunas de las aristas de la 
resignificación alcanzada, las que nos parecen más 
aleccionadoras en relación con las responsabilidades 
que los uruguayos debemos cumplir en el presente: 
primero, “del desconocimiento al autoexamen”; se- 
gundo, “de la improvisación al planeamiento” y, ter- 
cero, “de los técnicos en la política”. 


Seguramente sería muy frívolo si nosotros califi- 
cáramos a la actuación de la CIDE como la primera 
convocatoria en el Uruguay de especialistas y técni- 
cos para la elaboración de medidas de gobierno así 
como la inauguración de prácticas de asociarse Le- 
gisladores y gobernantes con universitarios y exper- 
tos internacionales. Pero más allá de no incurrir en 
esa frivolidad —pese a que a veces se habla tanto de 
que nunca antes había sucedido y de que “esto re- 
cién empieza”—, nos complace, en cambio, reconocer 
antecedentes que, contemplados en su conjunto por 
otra parte y sin mengua de su mérito, harían inne- 
gable esta otra afirmación: la conformación y poten- 
ciación de la CIDE representó un salto de calidad de 
la gestión gubernamental respecto de todo lo que la 
precedió. Y para efectuarlo, se decidió introducir un 
actor colectivo con el que el país nunca había experi- 
mentado: un encuentro sistemático, estable. 


Seis años, señor Presidente, funcionó la CIDE 
encargada de desempeñarse como el generador de 
un genuino plan democrático, indicativo, enérgico 
e integral. Los dos Colegiados de mayoría naciona- 
lista se comprometieron con la audaz iniciativa. El 
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organismo se estableció en enero de 1960, y en 1962 
Enrique Iglesias fue designado al frente de un Secre- 
tariado Técnico de la Comisión. Ese mismo año se 
incorporaron masivamente universitarios y expertos 
de distintas áreas —así como asesores extranjeros-, 
destacándose —desde ya pedimos disculpas si come- 
temos el error, involuntario, por supuesto, de olvidar- 
nos de alguno, además de Azzini y Enrique Iglesias, 
el actual Presidente del Cuerpo, Danilo Astori, Ce- 
lia Barbato, Alberto Bensión, José Luis Bruno, Oscar 
Bruschera, Mario Buchelli, Agustín Canessa, Valentín 
Arismendi, Miguel Cecilio, el actual Senador Alber- 
to Couriel, Ariel Davrieux, Luis Faroppa, Julio Fitti- 
paldo, José María Gimeno, José Gil Díaz, Samuel Li- 
chtensztejn, Walter Lusiardo Aznárez, Luis Macadar, 
Daniel Hugo Martins, Alicia Melgar, Yamandú Patrón, 
Antonio Pérez García, Juan Pivel Devoto, José María 
Puppo, Germán Rama, Aldo Solari, Juan Pablo Terra, 
Alberto Tisnés, Alejandro Végh Villegas, José Claudio 
Williman, Raúl Ybarra San Martín y Ricardo Zerbino, 
que se suman a los nombres que ya hemos referido. 


¡Qué plantel! Si tuviéramos que hacer una selec- 
ción de técnicos de primer nivel para colaborar en la 
recuperación de una nación, aquí tendríamos dos o 
tres cuadros titulares. Y estos ciudadanos convocados, 
autoconvocados, motivados por su propia pasión o vo- 
cación, comenzaron a trabajar en un estudio económi- 
co del Uruguay que, como ya dijimos, fue publicado en 
1963, ya en ejercicio de su segundo mandato el Con- 
sejo de Gobierno, conducido por el Partido Nacional y 
respaldado por mayoría parlamentaria blanca. 


En 1963 ya se aplicaron las dos primeras entre 
las grandes innovaciones provenientes de la CIDE: el 
Censo Nacional de Población y Vivienda y la elabora- 
ción de las cuentas nacionales, tan elementales como 
el cálculo preciso de la evolución del Producto Bruto 
Interno, inexistentes hasta entonces. 


Inmediatamente después, el 7 de enero de 1964, 
las autoridades de Gobierno encomendaron a la CIDE 
la producción de un Plan Nacional de Desarrollo Eco- 
nómico y Social, lo que supuso agregar personal ca- 
lificado a la ya rica dotación del organismo. Más de 
trescientos especialistas llegaron a prestar servicios, 
lo que permitió la presentación, en 1965, de un plan 
estructurado en tres etapas: una inmediata, de dura- 
ción anual, una segunda que se debía cumplir en tres 
años y, comprendidas las dos anteriores, una final que 
se ejecutaría entre 1965 y 1974. 


A comienzos de 1966, el Plan recibió la aprobación 
del Consejo Nacional de Gobierno. Para compaginar 
los planes sectoriales, la Secretaría Técnica designó, 
en su momento, a Alberto Couriel, a Germán Rama 
y a Juan Pablo Terra, y el trabajo último de redacción 
recayó en Ángel Monti. El resultado final fueron once 
kilos de papel distribuidos en seis enormes tomos. 
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¿Cuáles fueron, señor Presidente, las principales 
recomendaciones sectoriales del Plan Nacional de 
Desarrollo Económico y Social? En el sector agrope- 
cuario —aquí nos parece que corresponde destacar 
algo que nos comentaba ayer el doctor Guillermo 
García Costa- se trabajó, en alguna medida, con un 
grado de independencia de la CIDE en su conjunto, 
mayor al resto, y se le otorgó al Ministro y al Sub- 
secretario la responsabilidad de hacerse cargo de la 
marcha de esos trabajos. 


Cuando tuvimos la oportunidad de homenajear a 
Wilson Ferreira Aldunate en ocasión de la Asamblea 
General celebrada el pasado 15 de marzo, el señor Se- 
nador Agazzi, que hablaba en nombre de su colectividad 
política, hizo especial hincapié, precisamente, en este 
aspecto y en la importancia que le cupo a Wilson en esa 
elaboración. A tal punto Wilson se había entusiasmado 
con la iniciativa -y quienes tuvimos la fortuna de cono- 
cerlo sabemos lo que eso significaba y cómo encaraba 
Wilson las cosas cuando se entusiasmaba—, que durante 
su pasaje por el Ministerio de Ganadería y Agricultura, 
dedicaba la mañana a la CIDE —que se ubicaba en Colo- 
nia y Convención-, y la tarde, a las funciones propias de 
ese Ministerio. Y lo que no podía hacer en la tarde se lo 
pasaba a García Costa para que se encargara él también 
de dar los “empujones” correspondientes. 


Y así fue que en el presupuesto del Ministerio de 
Ganadería y Agricultura se empiezan a definir, por 
primera vez y antes de la reforma constitucional de 
1966 —que es la que introduce el presupuesto por pro- 
grama-, las pautas de un presupuesto por programa. 


¿Cuáles fueron las principales recomendaciones 
sectoriales del Plan Nacional de Desarrollo Econó- 
mico y Social? En el sector agropecuario —fíjense los 
señores Senadores que estamos hablando de 1965-— 
se instrumentó un paquete de siete leyes: “reforma 
agraria, forestación, semillas, suelos y aguas, coope- 
rativas, fertilizantes, procedimientos. Tecnificación 
del MGA. Prohibición de sociedades anónimas para la 
explotación agropecuaria”. 


En el sector de la industria: “Ley de Promoción 
Industrial: promoción selectiva. Participación no mo- 
nopólica del Estado en la industria azucarera, side- 
rúrgica, fertilizantes. Banco de Fomento. Reforma del 
Ministerio. 


Energía. Modernización de UTE, Ancap. Tarifas 
realistas. Subsidios racionales y explícitos. 


Transporte. Creación del Ministerio de Transporte 
y Comunicaciones. 


Comunicaciones. Integración de redes. Reformas 
institucionales: creación del Ministerio de Transporte 
y Comunicaciones, y de Antel. 
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Turismo. Promoción del turismo extranjero. Crea- 
ción de la Dirección Nacional de Turismo dentro del 
Ministerio de Industria y Comercio”. Fíjense los seño- 
res Senadores que estamos hablando de la promoción 
del turismo extranjero. 


Continuamos con las principales recomendacio- 
nes de la CIDE. «Educación. Coordinación y raciona- 
lización de la política educativa, fortalecimiento de la 
enseñanza técnica, extensión de enseñanza preesco- 
lar, racionalización del ingreso a la Universidad. 


Vivienda. Plan Nacional de Viviendas-Ley de Vi- 
viendas. Reforma institucional: Dinavi, Ministerio de 
Vivienda y Urbanismo. 


Planeamiento territorial. Creación de la Dirección 
de Planeamiento Territorial dentro del Ministerio de 
Vivienda y Urbanismo. 


Agua y servicios sanitarios. Extensión de los servi- 
cios. Fortalecimiento de OSE. Tarifas realistas. 


Salud. Servicio Nacional de Salud. Seguro Nacio- 
nal de Salud. 


Administración Pública. Fortalecimiento de la ca- 
pacidad técnica del Estado. Racionalización, coordi- 
nación y planificación. Nuevos Ministerios. Institu- 
cionalización del planeamiento. Servicio Civil. Ley de 
Contabilidad. Presupuesto por Programas. 


Tributario. Redistribución y aumento de la presión 
tributaria. Impuestos finalistas. Fortalecimiento del 
Impuesto a la Renta. Impuesto a la baja productivi- 
dad del agro. 


Seguridad Social. Prevenir colapso del sistema. 
Modificar edad de retiro, suprimir beneficios. 


Comercio exterior. Creación del Instituto de Co- 
mercio Exterior y de Oficina para certificar calidad 
de producción nacional. Estímulos a la exportación. 
Mayor presencia en la Alalc. Rebaja selectiva de aran- 
celes (contra el “proteccionismo indiscriminado”). 


Financiero. Banco Central. Banco de Fomento. 
Banca privada al servicio del interés público. 


Precios. Estabilización gradualista y concertada. 
Acuerdo social». 


Todo esto, señor Presidente, prueba que la con- 
sustanciación de gobernantes y técnicos resultó muy 
significativa y que no faltó voluntad política de poner 
en práctica medidas y planes hondamente transfor- 
madores. Junto con ello, es de destacar que no solo 
Iglesias aportaba juventud al nuevo actor desarrollis- 
ta; el promedio de edad de todo aquel grupo numero- 
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so de técnicos a que hemos hecho referencia —fíjense 
los señores Senadores, y disculpen si reiteramos que 
estamos hablando de 1965- estaba por debajo de los 
35 años. Algunos de sus componentes eran todavía 
estudiantes universitarios, aunque destacados ya en 
sus respectivas especializaciones. El Gobierno, que 
no solo saltaba un grado de autoexamen que el país 
necesariamente debía experimentar en el planea- 
miento, en la incorporación de técnicos a la gestión 
política y en el otorgamiento de confianza a las gene- 
raciones más nuevas, consiguió una respuesta entu- 
siasta. Según los testimonios que han brindado en su- 
cesivas organizaciones, quienes participaron de aquel 
esfuerzo coinciden en que se trabajó con excepcional 
intensidad, todos imbuidos de una mística particular. 


Ya hicimos referencia a la dedicación que algunos 
integrantes de los Ministerios prestaban al trabajo de 
la CIDE, y Juan Pivel Devoto fue uno de los que tam- 
bién le dirigió su mirada, su esfuerzo y su atención en 
profundidad. Hablando en términos generales, debe 
admitirse que los políticos habilitaron a los universi- 
tarios y expertos, y estos actuaron solos, divididos en 
Comisiones y Subcomisiones, tras lo cual elevaron al 
Consejo de Gobierno los resultados de sus tareas. 


El estudio y el plan. Aprobado por aquel órgano, el 
plan, dividido en proyectos de ley, pasó recién enton- 
ces a la órbita parlamentaria y a las Direcciones de los 
Partidos. Estábamos en plena campaña electoral de 
1966. Las campañas electorales, las turbulencias de 
la época, hacen que los productos de la CIDE —qui- 
zás en esa campaña- no hayan sido defendidos con la 
trascendencia que el tema merecía. Más aún: en al- 
gún momento comenzaron a aparecer algunas voces 
de partidismo estrecho o de críticas que solamente 
podían encontrar un estribo en el hecho de que se 
estuviera sucediendo una campaña electoral. Tenía 
que pasar el tiempo, quizás, para que aprendiéramos 
de las lecciones que se recibían como consecuencia 
de un trabajo tan intenso. 


Sin pretender hacer una mención exhaustiva, de 
la CIDE provienen: el ya referido Censo de Población 
y Vivienda y su rutinización cada diez años, conforme 
actualmente, ahora, a compromisos internacionales; 
las cuentas nacionales, establecidas en ese mismo 
año antes de la conclusión del estudio económico del 
Uruguay; el Banco Central; la Oficina de Planeamien- 
to y Presupuesto, que es una forma de institucionali- 
zar a la propia CIDE, según la Disposición Transito- 
ria O del texto constitucional; el Banco de Previsión 
Social; la Oficina Nacional del Servicio Civil —orga- 
nismos todos creados en virtud de la reforma consti- 
tucional sancionada en 1966-; la considerable flexi- 
bilización del régimen de las expropiaciones, cuando 
estuvieran dirigidas a permitir la aplicación de planes 
y programas de desarrollo, lo que quedó consagrado 
constitucionalmente a partir de la reforma de 1966, 
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en su artículo 231; la modificación de las estructu- 
ras de las políticas macroeconómicas para pasar de 
un dirigismo a una apertura hacia los mercados con 
enérgica intervención orientadora del poder público; 
la reforma del sistema jubilatorio y pensionario, a 
fin de establecer uno de carácter mixto con un pilar 
contributivo y otro solidario —repitámoslo: de la CIDE 
surge la reforma del sistema jubilatorio y pensionario 
a fin de establecer uno de carácter mixto, contributi- 
vo y solidario; la creación de Antel, vale decir, de un 
servicio descentralizado de las comunicaciones, tema 
sobre el cual seguramente los de la época no preveían 
el desarrollo impactante que iba a tener en la vida 
universal; la reestructuración del régimen impositi- 
vo; la aprobación de leyes sectoriales desarrollistas, 
especialmente en materia forestal, de exportaciones 
y de pesca; la Ley de Vivienda de 1968 y el posterior 
Plan Nacional de Viviendas, que la puso en práctica 
en ese año, y también en 1973 en lo que representó el 
último esfuerzo sistemático y de alcance integral que 
el país ha hecho para atender la aguda problemática 
habitacional; las reformas educativas de 1972, 1990, 
2000 y 2007; el presupuesto por programa —al que ya 
hemos hecho referencia=; la nueva organización de 
algunos Ministerios; la admisión de capitales priva- 
dos en la constitución o ampliación de las empresas 
públicas, mediante el artículo 188 de la Constitución 
de la República, que era una idea original, que era 
una buena idea y que aún no ha sido implementada, 
por lo menos en la aplicación en la que se concibió 
cuando se aprobó aquella reforma. 


Y si nos detuviéramos, señor Presidente, a hacer 
referencia a la relación entre la CIDE y la Universi- 
dad de la República, y entre la CIDE y la necesidad 
de reformar, o por lo menos de cambiar la concepción 
que en aquellos años fundaba o primaba en la Uni- 
versidad de la República, creo que tendríamos que 
dedicar una sesión exclusivamente al tema. Por eso 
nos permitimos soslayarlo, porque creemos que es un 
tema de una dimensión, de una magnitud y de una 
importancia tal en el Uruguay, que necesita una mi- 
rada diferente por parte de todos —esto forma parte 
también de un proceso de autocrítica—, por lo cual 
preferimos, simplemente, hacer una mención. 


La creación de la CIDE, señor Presidente, la de- 
signación de Iglesias y la composición de su plantel 
se dirigió contra esa fosa que empezaba a dividir a los 
uruguayos y que tendía a ensancharse. Complemen- 
tarias entre sí, esas decisiones buscaban neutralizar 
los núcleos de disfunciones; la genialidad a la politi- 
zación; traían los especialistas a la elaboración de las 
políticas públicas; exigían una superior calidad de la 
gestión de legislación y gobierno; propiciaban los diá- 
logos entre las ciencias y los representantes de la ciu- 
dadanía; favorecían el realismo de los investigadores 
y docentes. Querían -sin duda- reducir o eliminar los 
recelos o estereotipos que incentivaban los cultores 
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del elitismo o de la partidización, o viejas tradiciones 
muy arraigadas en la vida del país, que hacían que de 
política solo hablaran los políticos, cuando este tipo 
de integración es la que, en definitiva, se ajusta mejor 
a las realidades y a las necesidades. Hubo un gran 
esfuerzo de acercar a todos los orientales, que pareció 
quedar sin consecuencias -según dice Adolfo Garcé 
en una excelente obra sobre este tema-; llevó a cam- 
bios estructurales positivos y continúa marcando los 
rumbos de nuestro auténtico desarrollo. Esto también 
lo dice Adolfo Garcé en su obra. 


La tarea de planificación desplegada por la CIDE 
dejó un legado muy importante en diversos planos: 
generó un volumen de información sin precedentes, 
el Uruguay pudo finalmente saldar viejas deudas, 
como la actualización de su censo y la elaboración 
de sus cuentas. En segundo lugar, la propia magni- 
tud en información producida y la gravedad de los 
problemas que puso de manifiesto matizó profunda y 
perdurablemente la agenda política del país. A partir 
de la publicación del estudio, las nociones de estan- 
camiento productivo y crisis estructural arraigarán 
profundamente en el debate público. Y, como corola- 
rio de la conmoción generada por muchas de las reve- 
laciones de la CIDE, tanto los grupos de presión como 
los Partidos Políticos serán ganados por la obsesión de 
reformar las estructuras del país. Las propuestas de 
reformas estructurales de la CIDE serán adoptadas 
en mayor o menor medida, con mayor o menor fervor, 
por los principales actores políticos del país. 


Finalmente, el análisis de los cambios en las polí- 
ticas públicas y en las instituciones desde 1963 hasta 
1973, demuestra que numerosas iniciativas de refor- 
mas propuestas alcanzaron a ser incorporadas, como 
ya lo hemos dicho, a través de la reforma constitucio- 
nal de 1966. 


A Wilson Ferreira Aldunate lo marcó definiti- 
vamente su participación tan intensa en la CIDE, y 
cuando su figura política emerge en el liderazgo desde 
el Partido Nacional, uno de los aportes más innova- 
dores que hace al debate público en su condición de 
candidato a la Presidencia de la República es “Nuestro 
compromiso con usted”, que también ahora en la nos- 
talgia del nacionalista forma parte de aquellos valores, 
de aquellos hechos que todos recordamos con singular 
afecto y que de alguna manera cada tanto se quieren 
reactualizar, como si ello fuera posible. Nunca nadie 
piensa en poner arriba de la mesa “Nuestro compro- 
miso con usted”, con el contenido de entonces, pero 
sí que “Nuestro compromiso con usted”, repetido a lo 
largo de los años, con un formato y con un contenido 
diferente es condición sustancial para quien aspire a 
conducir seriamente los destinos del país. 


Para llevar adelante una nueva CIDE, se precisa 
un talante similar al original: liberal, abierto, pluralis- 
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ta, integrador de los que disienten, con participación 
del Gobierno, de los partidos políticos, de las organi- 
zaciones sociales, de la Academia, para tener, en un 
breve plazo, un nuevo plan, a pesar del sobrediag- 
nóstico que existe en nuestro país. Como dirigentes 
políticos tenemos esa esperanza, y desde esta Banca, 
señor Presidente, convocamos hacia el futuro. 


Muchas gracias. 
SEÑOR COURIEL.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR COURIEL.- Señor Presidente: agradez- 
co al señor Senador Gallinal la oportunidad de hacer 
referencia a una institución de la cual formé parte 
prácticamente desde su fundación; una institución 
que nos marcó, que nos dio una especial formación 
como economistas y, desde ese punto de vista, tengo 
la emoción y el mejor recuerdo de aquella estupen- 
da tarea en equipo que se realizó en la Comisión de 
Inversiones y Desarrollo Económico, que es de esas 
cosas que marcan para toda la vida. 


Voy a dar una visión desde adentro, compartiendo 
plenamente todo el análisis desarrollado por el señor 
Senador Gallinal. 


Creo que el origen de la CIDE tiene un aspecto 
de carácter internacional y otro de carácter nacio- 
nal. Desde el punto de vista internacional, sin duda 
cabe señalar la Alianza para el Progreso, que es la 
propuesta del Gobierno del Presidente Kennedy de 
los Estados Unidos, una especie de Plan Marshall en 
el cual se otorgarían US$ 20.000:000.000 a América 
Latina en diez años y que, en esencia, era una res- 
puesta a un hecho relevante en la región, que era el 
entusiasmo que estaba generando la revolución cu- 
bana de 1959. La respuesta a la revolución cubana 
es la Alianza para el Progreso que, entre otras cosas, 
exigía a los Gobiernos la necesidad de formular pla- 
nes de desarrollo para recibir préstamos. A partir de 
la formulación de esos planes de desarrollo, se fue- 
ron creando en la región una serie de instituciones 
como la CIDE, organismos de planificación que lle- 
varon adelante esos planes para que las instituciones 
financieras internacionales pudieran otorgar los prés- 
tamos correspondientes. Muchas de esas medidas de 
la Alianza para el Progreso -como bien decía el señor 
Senador Gallinal- provenían del pensamiento de la 
Cepal, y se instauraba, nada más y nada menos que 
en la Alianza para el Progreso, la reforma agraria que 
propugnaba la propia Cepal. 


Desde el punto de vista nacional, desde nuestro 
punto de vista y tal vez mirado desde adentro de la 
CIDE, lo más importante para nosotros es la exis- 
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tencia en el país, la fuerza en el país del contador 
Enrique lglesias. Ya en la Conferencia de la Alianza 
para el Progreso fue una figura extraordinariamente 
destacada. Para mí tenía un destaque muy especial, y 
voy a aprovechar para contar una anécdota. 


En 1961, junto con un grupo de estudiantes fui- 
mos a Punta del Este, a la Conferencia de la Alianza 
para el Progreso, con el objetivo de ver al Che Gue- 
vara y hablar con él. Conseguimos unos documentos 
para poder entrar a la Conferencia de delegados uru- 
guayos. Conseguimos hacerlo, y en determinado mo- 
mento pedí por el Ministro de Planificación de Cuba, 
a quien conocía, pero un amigo, Juan de Barbieri, se 
me iba. Entonces lo fui a buscar. Había mucha gen- 
te que me miraba, no sabía por qué; sin duda eran 
policías de civil. Cuando quise entrar nuevamente, 
me pidieron la cédula de identidad, pero esta no co- 
incidía con el documento con el cual yo entraba a la 
Conferencia, y me llevaron preso. Mis compañeros, 
estudiantes de Facultad, ¿a quién recurrieron? Por 
supuesto que a Enrique Iglesias, que era la persona 
más cercana que teníamos en la Facultad. Y Enrique 
Iglesias dijo: ¿A quién llevaron preso? ¿A Alberto? No 
voy nada; siempre está armando líos. Por lo tanto, 
fue el contador Ybarra San Martín —también profesor 
mío- a la Comisaría de Punta del Este y me liberó. 
Por suerte, en la noche pudimos ver nada menos ni 
nada más que al Che Guevara, y hablar con él. 


Enrique Iglesias armó los equipos nacionales y 
extranjeros. Tenía enormes contactos en el plano 
internacional, ya desde 1957, 1958, cuando empezó 
a organizar las primeras reuniones internacionales 
con técnicos de la Cepal. Él también eligió a todos 
los técnicos nacionales; algunos pasamos en comisión 
y otros fueron contratados. Lo hizo con una enorme 
amplitud ideológica, con mucha flexibilidad, a los 
efectos de poder generar un equipo que, según él 
creía, era del mejor nivel que se podía considerar en 
ese momento en el país. 


Enrique daba mucha libertad para trabajar y lo ha- 
cíamos, diría yo, hasta con alegría. Trabajábamos de 
mañana y tarde; a veces nos pedían que hiciéramos un 
tercer turno -luego voy a hacer referencia a esto-, que 
fuéramos a trabajar de noche, pero a nadie se le ocu- 
rría que fuéramos a pedir una remuneración extra o 
especial ni mucho menos. En realidad, nos estábamos 
formando, y lo hacíamos con mucha libertad y alegría. 


Decía muy bien el señor Senador Gallinal: “Esta- 
mos cumpliendo cincuenta años del primer diagnós- 
tico del Uruguay”. Sin duda, este tenía como base el 
censo de población y una estimación que se hizo para 
el diagnóstico y el censo posterior para los planes y 
la elaboración de las cuentas nacionales, en la que 
participó un extranjero excepcional, que nos enseñó 
a todos: Alberto Fracchia. 
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Realmente hoy pensaba hablar de Alberto Frac- 
chia, y ahora lo estoy haciendo con una emoción muy 
especial, porque ayer me llamaron de Buenos Aires 
para comunicarme su fallecimiento. Alberto Fracchia 
fue de los asesores internacionales que más tiempo 
estuvo en el Uruguay, que nos enseñó y que fue como 
una especie de padre de todos nosotros. En mi exilio 
en Lima, trabajaba en un organismo internacional; 
cuando volvía, como no podía venir al Uruguay, viaja- 
ba a Buenos Aires e iba a la Cepal para ver a Alberto 
Fracchia. Él me preguntaba: “¿Cómo está? ¿Dónde 
está trabajando?” Yo le respondía: “Estuve trabajan- 
do en la Unctad y ahora voy a trabajar en la OIT”. Y 
Fracchia me decía: “Todo lo hace mal, como siem- 
pre. Se va de la Unctad, donde está Estados Unidos 
y la Unctad va a ser permanente. Se va a la OIT, de 
donde Estados Unidos acaba de retirarse. Va a tener 
problemas en el futuro. De todas maneras: ¿Ahorró?” 
Y yo le decía: “Sí”. Él me preguntaba: “¿Dónde tiene 
la plata?”. Yo le respondía: “En el banco en el que 
me paga Naciones Unidas, en el Chemical Bank”. Y 
él me decía: “¡Todo al revés hace! ¡A cero de interés! 
¡Vamos a invertir esa plata!”. 


Era verdaderamente un profesor y un padre para 
cada uno de nosotros. Quiero aprovechar esta situa- 
ción para rendir el más grande homenaje a un que- 
ridísimo profesor, amigo y padre de nosotros: Alberto 
Fracchia. 


El informe central fue redactado por Ángel Monti 
otro espléndido profesor argentino- con una inter- 
pretación basada fundamentalmente en los obstácu- 
los estructurales que planteaba el pensamiento de la 
Cepal de la época. 


El estudio del diagnóstico tuvo, sin duda, un im- 
pacto muy grande en los partidos políticos, en los me- 
dios políticos universitarios, empresariales y sindica- 
les. Enrique Iglesias hacía un esfuerzo para que no 
hubiera ningún sesgo político-partidario. Él mismo 
no quiso ser contratado; pasó en comisión desde el 
Instituto de Economía de la Facultad a la Secretaría 
Técnica de la CIDE. 


Personalmente, en esa oportunidad participé en 
el diagnóstico del sector educativo porque estábamos 
haciendo una monografía para recibirnos —la termi- 
namos estando nosotros ya en la CIDE- junto con Ri- 
cardo Zerbino, José Enrique Santías y Danilo Astori. 
Tuve la enorme suerte de participar en el diagnósti- 
co educativo nada más ni nada menos que con Aldo 
Solari -un extraordinario sociólogo-, Germán Rama 
-de excelente nivel en el plano educativo- y Ricardo 
Zerbino. 


Al año siguiente apareció el Plan Nacional de De- 
sarrollo Económico y Social 1965-1974, con múlti- 
ples planes sectoriales. Nuevamente aparece mucho 
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del pensamiento estructuralista de la Cepal, porque 
allí se plantea la reforma agraria, la financiera, la tri- 
butaria, la administrativa, el apoyo a la industriali- 
zación y a las exportaciones no tradicionales. Como 
decía el señor Senador Gallinal, sin duda es muy 
importante el “CIDE agropecuario”, que trabajó con 
autonomía en aquel momento. Es verdad que cuando 
se elaboraron los planes, el propio Wilson Ferreira se 
arremangaba, se sentaba y se juntaba para escribir 
los proyectos correspondientes junto con los técnicos 
nacionales y extranjeros. 


En los planos sociales también había cierto grado 
de autonomía en el sector educativo, donde estaba el 
apoyo de Pivel Devoto, y en vivienda, la tarea de Juan 
Pablo Terra, que sin duda era extraordinariamente 
importante. 


En aquel momento, a las reformas estructurales 
y a los planes sectoriales se agregó un plan antiinfla- 
cionario de corto plazo, que era menos “cepalino” y 
que tenía más que ver con la influencia del econo- 
mista norteamericano Rostow, donde se planteaba el 
acuerdo social. En realidad, uno tenía la sensación 
de que en esa época y hasta esa época el Uruguay 
había vivido un verdadero acuerdo social implícito no 
institucionalizado. La década de los sesenta fue de 
muchos conflictos e Iglesias impulsaba ese acuerdo 
social con múltiples reuniones informales que hacía 
con empresarios, con dirigentes sindicales como José 
D'Elía y Héctor Rodríguez, con universitarios como 
Faroppa y Bucheli, y que luego se intentaban concre- 
tar en el Plan Anual de Desarrollo. 


Recuerdo que a nosotros no nos tocó participar 
en ese Plan Anual, pero un día Iglesias nos llamó a 
un grupo de jóvenes que estábamos trabajando en 
la CIDE —en cuanto a nuestra tendencia, éramos un 
poquito más de izquierda que “cepalinos”— para de- 
cirnos: “Les quiero dar el Plan Anual para que el fin 
de semana lo lean y lo discutamos acá adentro, así 
conozco las ideas de ustedes directamente, antes de 
que lo escriban en el diario Época”, que era el dia- 
rio más de izquierda que había en aquel momento. 
Allí estábamos con Alberto Bensión, Pedro Seré, Raúl 
Bianchi, Raúl Trajtenberg, Benito Roitman y Luis 
Macadar, con quienes tuvimos la chance de discutir 
directamente ese Plan Anual. 


Fui a estudiar a Chile; cuando volví, venía como 
Planificador General, quería trabajar como tal. Sin 
embargo, Enrique Iglesias me dijo: “i¡No, no! ¡Nada 
de planificación generall Me tenés que ayudar. 
Tenemos que trabajar en una propuesta para la 
industria frigorífica, para la industria de la carne”. 
Yo le respondí: “No tenemos el tiempo para hacer los 
estudios”. Entonces, me dijo que me hiciera una serie 
de preguntas y que fuera a hablar con los presidentes 
y gerentes de cada frigorífico uruguayo. Así lo hice. 
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Recuerdo que fui a ver a Ferrando, un gerente de 
un frigorífico extranjero, quien me dijo que quería 
hacer la Ancap de las carnes. También recuerdo una 
conversación que mantuve con el entonces Director 
del Plan Agropecuario, Benito Mederos, quien me dijo: 
“Ustedes, los técnicos, no se van a animar a presentar 
medidas de fondo”. Traigo esto a colación a propósito 
de que, luego de esas instancias, la conversación final 
para redactar el informe tenía que hacerla con el 
entonces Ministro de Ganadería y Agricultura, Wilson 
Ferreira Aldunate. A Iglesias no le pareció correcto que 
yo fuera solo a hablar con Wilson Ferreira Aldunate, de 
manera que lo invitó. Junto con Enrique Iglesias, nos 
sentamos Jesús González, que era el técnico extranjero 
que estaba en la OPYPA —o CIDE agropecuario-, y 
Antonio Pérez García, que era el Director Nacional del 
CIDE agropecuario. Llegó Wilson, entró, nos saludó y, 
como era su característica, empezó a hacer un cuento 
y una anécdota. Hizo el primer cuento y todos se reían; 
todos nos reíamos. Luego hizo un segundo cuento, 
después un tercero; no paraba de hacerlos. Yo no sabía 
qué hacer, cuándo iba a tener la posibilidad de hacerle 
alguna pregunta porque Wilson seguía haciendo 
anécdotas permanentemente. En determinado 
momento, en lugar de hacerle las preguntas que yo 
tenía pensado, le hice otra que pensé que me la iba 
a tener que contestar. Le dije: “Ministro, ¿qué piensa 
usted que hay que hacer con el Frigorífico Nacional?”. 
Aclaro que estamos hablando del año 1965. Wilson 
me contesta: “¡M'hijo querido, se lo damos a la Cepal, 
que sabe todo!”. Y siguió haciendo su anecdotario, 
que a todos nos conmovía, que a todos nos gustaba, 
pero, lógicamente, ya no tuve oportunidad de hacerle 
ninguna pregunta sobre la industria frigorífica. Creo 
que es lindo el cuento de Wilson Ferreira que estoy 
haciendo para aprovechar este homenaje que el señor 
Senador Gallinal quiere hacer a aquel que fue un gran 
Ministro de Ganadería y Agricultura. 


La CIDE trabajaba con total autonomía de los 
partidos políticos y del propio Gobierno. Después se 
presentaron los planes, pero era tal la autonomía y 
el prestigio que tenía la CIDE que, en un momen- 
to determinado, en 1965, Enrique Iglesias armó una 
misión refinanciadora por los problemas financieros 
que tenía el país y fue presidida por Wilson Ferreira 
Aldunate. En un momento en que la misión refinan- 
ciadora estaba en Estados Unidos, llegaron a la CIDE 
el Ministro de Hacienda, Daniel Hugo Martins, y el 
Subsecretario, Héctor Lorenzo Ríos. Ellos venían a 
pedirnos los trabajos que estábamos elaborando en la 
CIDE y creo que, en el fondo —y este era el prestigio 
de la CIDE-, lo hacían porque pensaban que si to- 
mábamos esos documentos —estoy hablando del año 
1965- teníamos ganada la elección de 1966. Monti 
recibió a Daniel Hugo Martins y a mí me tocó recibir 
a Héctor Lorenzo Ríos, a quienes les explicamos que 
no estábamos en condiciones de entregar los docu- 
mentos. Pero digo esto para demostrar la indepen- 
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dencia de la CIDE y la importancia que tenía en esa 
situación nacional que se estaba viviendo. 


Sin duda, hubo consecuencias políticas múltiples. 
Nosotros sentíamos que no había un sector social ca- 
paz de llevar adelante el conjunto de los planes de 
desarrollo y que tampoco había una situación política 
que lo permitiera. Pero sin duda la CIDE tuvo mucho 
que ver con la reforma constitucional de 1966 por 
la creación de la Oficina de Planeamiento y Presu- 
puesto, con el informe de la reforma administrativa 
por la creación del Banco Central e, incluso, con el 
programa “Nuestro compromiso con usted” elaborado 
por Wilson en 1971. Al respecto, me gustaría marcar 
la participación de un asesor extraordinariamente 
importante en ese momento para Wilson Ferreira, el 
contador Mario Bucheli. 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 
SEÑOR PRESIDENTE. Disculpe, señor Senador. 
SEÑOR COURIEL.- Voy cerrando mi exposición. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, la Presidencia 
acepta con flexibilidad que vaya redondeando el final 
de su exposición. 


SEÑOR COURIEL.- Muchas gracias, señor Pre- 
sidente. 


Con Alberto Bensión también nos tocó plantear 
las ideas de la CIDE. Las izquierdizamos un poquito, 
las estatizamos en el Congreso del Pueblo de 1965; 
incluso, influyeron en el programa del Frente Amplio 
de 1971. 


Para culminar mi exposición, quiero volver a ex- 
presar mi emoción por el hecho de poder hablar de 
una institución que, sin ninguna duda, para nosotros 
fue extraordinariamente de vida, de formación, de 
alegría. ¡Ojalá los jóvenes puedan volver a tener insti- 
tuciones de esta naturaleza porque le hicieron mucho 
bien al país y sirvieron para la formación de muchas 
generaciones! 


Muchas gracias, señor Presidente. 
SEÑOR AGAZZI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR AGAZZI.- Señor Presidente: me parece 
importante resaltar la importancia que tuvo esta me- 
todología de ver el Uruguay que surgió en estos años. 
En el conjunto de las creaciones que se produjeron 
en estos años, sobre todo a partir de la nueva política 
exterior de los Estados Unidos, la CIDE tuvo una pat- 
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ticularidad, ya que se creó antes de la formación de 
la Alianza para el Progreso en 1961. Como dijo muy 
bien el señor Senador Gallinal, en octubre de 1959 se 
decretó la creación de la Comisión; después se for- 
malizó en enero de 1960 y se modificó en marzo. 


En la visión que había de esta herramienta incidía 
mucho el ambiente “cepalino” —como se le llama ge- 
neralmente-—, que se había instalado en los años cin- 
cuenta en América Latina, sobre todo por un pedido 
del Gobierno de Brasil al Gobierno de Fisenhower, en 
lo que se llamó la “Operación Panamericana”. Ese 
pedido de que se necesitaba un Plan Marshall para 
América Latina recogía las ideas de planificación que 
habían sido tan importantes en Estados Unidos, in- 
cluso antes de la Segunda Guerra Mundial. Los mo- 
mentos de crisis hacen discutir las herramientas y en 
el Uruguay de los años cincuenta estábamos en una 
crisis económica de tanta importancia que, después 
de noventa años de Gobierno del Partido Colorado, 
por primera vez fue asumido por el Partido Nacional. 
Cuando hay cambios tan drásticos es porque hay pro- 
blemas importantes en la sociedad. 


El nuevo Gobierno tuvo una feliz coincidencia, 
que fue la presencia del contador Azzini —no voy a 
describirlo porque ya fue mencionada su importan- 
cia en la conducción ideológica de estos procesos-, y 
al mismo tiempo el ascenso del Presidente Kennedy 
en los Estados Unidos sustituyendo a Eisenhower. 
Entonces, coincidió una visión estratégica de los Es- 
tados Unidos, que se plasmó en la Reunión de Pun- 
ta del Este con una herramienta que se construyó 
en el Uruguay para dar respuesta a los problemas 
de nuestro país. Creo que fue una feliz coinciden- 
cia para el Uruguay porque permitió la construcción 
de la Comisión de Desarrollo, aunque haya sido un 
poco anterior a la Alianza para el Progreso. Muchas 
veces, mecánicamente se dice que es una derivada 
de esta Alianza, pero creo que fue paralela y que 
tuvo su independencia de criterio, como voy a je- 
rarquizar luego. En mi opinión, esto no tenía ante- 
cedentes en el Uruguay. En realidad, nuestro país 
se caracterizaba por un determinismo político en el 
funcionamiento de la sociedad y de los partidos po- 
líticos que históricamente fueron los constructores 
de la nación; en los mecanismos que se utilizaban, 
tanto en el orden político como en el institucional, 
el empresarial y el de las organizaciones, se distin- 
guía una adhesión subjetiva a los partidos políticos, 
con un fuerte compromiso de las tradiciones. Por 
eso, introducir la idea de una política que se defi- 
niera por factores objetivos, conocer cuáles eran los 
problemas y discutir cómo hacerles frente, fue una 
novedad. Pero fue una novedad derivada del con- 
cepto de planificación, cualquiera sea la familia de 
la planificación que se tome en cuenta. En realidad, 
el concepto de planificación que impulsaba la Cepal 
o el que se siguió aquí, que fue una planificación in- 


CÁMARA DE SENADORES 


21 de mayo de 2013 


dicativa, con un rol de los organismos políticos y un 
rol del mercado, de los actores privados, igualmente 
estaba imbuido de esa idea de racionalidad. La intro- 
ducción del concepto de planificación, con su racio- 
nalidad, fue una novedad en el Uruguay y despertó 
muchísimas expectativas, sobre todo en gente joven, 
lo que dio lugar a la formación de contingentes de 
cientos de técnicos que se juntaron a pensar, aun 
proviniendo de distintas vertientes. 


Este concepto también llegó al sector empre- 
sarial, al punto tal que se formó una coordinadora 
de los distintas Cámaras y sectores empresariales, 
que depositaban su confianza en salir de la crisis a 
partir de conocer los problemas reales del Uruguay 
y de planificar cómo enfrentarlos. Asimismo, tuvo 
que ver con los movimientos obreros, que estaban 
muy fragmentados. El Congreso del Pueblo fue una 
instancia en la que se juntaron los sectores de em- 
pleados, obreros e intelectuales y, desde el punto de 
vista orgánico, estuvo vinculado con el trabajo or- 
ganizativo de la CIDE; dicho de otra manera, hubo 
funcionarios de esta Comisión que tomaron contac- 
to con el Congreso del Pueblo, y en la discusión de 
su plataforma, por lo menos, hubo un intercambio. 
Aunque no llegaron a coincidir con los planteos de 
la CIDE, es evidente que tuvieron un contacto, y ello 
está demostrado históricamente, tal como señaló el 
señor Senador Couriel. 


A mi juicio, este fue un esfuerzo importantísimo, 
en torno al cual se conjuntaron los ámbitos académi- 
cos con el político y el social. 


Esto tenía un centro. El señor Senador Gallinal 
refirió muy bien cuáles fueron las recomendaciones 
sectoriales. Eso fue imponente, y no hay anteceden- 
tes en la historia del Uruguay, ni antes ni después. 


Ahora bien, el primer Plan tuvo un freno muy 
fuerte —después hubo un segundo Plan-, pero tenía 
que tenerlo. En primer lugar, existía un problema 
estructural: se trataba de hacer esta construcción 
desde lo académico y lo político, cuando en la socie- 
dad había problemas acuciantes, graves e importan- 
tes, con un sistema de disconformidad social cre- 
ciente —caracterizado por confrontaciones entre los 
trabajadores de los sindicatos y las patronales, y los 
trabajadores públicos con el Estado-, manifestado 
de mil maneras. Al mismo tiempo, en paralelo, se 
estaba tratando de construir una respuesta racional; 
pero un plan de salida de una situación de crisis, si 
no incluye a los sectores sociales en la construcción 
del camino, no funciona. Pienso que esto no inclu- 
yó a los actores sociales como parte del Plan, sino 
que se dio en paralelo con una crisis de la sociedad 
uruguaya. 
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En segundo término, esta propuesta contenía al- 
gunos problemas de contenido, que nos acompaña- 
ban desde mucho antes y nos siguen acompañando 
hoy: el Plan no tenía sentido si no había una refor- 
ma agraria. Creo que la libertad de acción que tuvo 
la CIDE Agropecuaria en lo que refiere al trabajo, al 
análisis y a la convocatoria se debió, sobre todo, a los 
actores, al peso político del entonces Ministro Wilson 
Ferreira Aldunate. Por cierto, no se lo dio nadie; lo 
tomó, y fue audaz. 


Ahora bien; todo el Plan caía si la reforma agra- 
ria no se podía hacer. De los siete proyectos de ley 
en los que se incluía al sector agropecuario -que 
enumeró el señor Senador Gallinal—, el primero era 
el de la reforma agraria, que no pudo salir de los ca- 
jones. Aunque se aprobaron leyes como las relativas 
a semillas, a suelos y agua, a la forestación, a las 
cooperativas, a fertilizantes y a procedimientos de 
tecnificación, el Plan falló en lo que lo estaba apun- 
talando o apalancando: si no se contemplaba el de- 
sarrollo de la económica nacional, si no se tenía en 
cuenta la expansión económica, si no se producía 
un aumento de la producción y de la productividad, 
no caminaba. 


En definitiva, considero que este Plan no fraca- 
só. Por supuesto, mucha gente que tenía expectativas 
desmedidas pudo sentir que este primer Plan Nacio- 
nal de Desarrollo Económico y Social fracasó, pero se 
debe tener en cuenta que, cuando se proponen cam- 
bios tan importantes en la estructura de un país —en 
lo económico, en lo social, en las repercusiones que 
estos puedan implicar—, quizás las transformaciones 
no se den de una sola vez. El trabajo de la CIDE siguió 
caminando; la metodología de analizar objetivamente 
y planificar la salida siguió funcionando en aspectos 
parciales, aunque no en algunos medulares. 


Recuerdo que los documentos -de 11 kilos de 
peso, que para mí no son de papel, sino de trabajo-, 
en realidad, sirvieron para mucho en los años poste- 
riores. Hemos tenido discusiones que se originaron 
en esos trabajos, como por ejemplo las que tienen re- 
lación con el fortalecimiento del Impuesto a la Renta 
y con la propiedad de la tierra por acciones nomina- 
tivas. Quizás, algunas de las ideas que surgieron en 
aquellos años se seguirán discutiendo por la impor- 
tancia que tuvo ese trabajo. 


Aunque ese primer Plan no tuvo los resultados 
que se planteó, pienso que fue la oportunidad de 
juntar fuerzas para sembrar, y en eso fue muy bue- 
no. Seguramente después, la estructura política y 
los problemas del Uruguay se cruzaron con este tra- 
bajo de la CIDE. 
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El segundo Plan se elaboró en plena dictadura; 
aun en ese período, no era un plan neoliberal, sino 
simplemente un plan, pero tuvo el descrédito de to- 
das las cosas que se originaron en ese período y la 
idea se diluyó. 


Me parece muy apropiado recordar la propuesta 
de la CIDE y tratar de aprender de las enseñanzas 
que nos ha dejado, porque es importante que cuando 
un país hace esfuerzos de esta naturaleza los aprove- 
chemos para seguir construyendo en el futuro. 


Es cuanto quería manifestar. Muchas gracias. 
SEÑOR DA ROSA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR DA ROSA.- Señor Presidente: quiero fe- 
licitar especialmente al señor Senador Gallinal, por 
haber traído hoy este punto a consideración del Sena- 
do, pues nos da la posibilidad de dedicar un instante 
a la reflexión acerca de temas que hacen a la vida 
del país —a la historia, pero también al presente y al 
futuro—, que van más allá de las batallas coyunturales 
o de los distintos problemas políticos, sociales y eco- 
nómicos sobre los que nos enfrentamos y debatimos 
diariamente. 


Sin duda, el caso de la CIDE es una experiencia 
única en la vida del Uruguay; una experiencia de 
esas que se dan, como dijo el señor Senador Couriel, 
cuando se producen determinadas circunstancias 
críticas, extremas, que llevan a que todos los parti- 
dos políticos tomen conciencia de que hay temas que 
están más allá de lo coyuntural, de lo circunstancial, 
del lleva y trae de todos los días y del pensar: “Esto 
me puede dar tantos votos o hacer perder tantos otros 
votos”. Esas circunstancias hacen que los actores y 
los partidos políticos, reitero, tomen conciencia de la 
necesidad de conocer a fondo ciertos problemas. Juan 
Domingo Perón siempre decía que primero hay que 
conocer los problemas, diagnosticarlos, acercarse a 
ellos, estudiarlos, para después decidir y, finalmente, 
ejecutar. Esto es lo que, de alguna forma, se preten- 
dió con la CIDE: tener un acercamiento en profun- 
didad a los problemas del país al más alto nivel téc- 
nico y profesional, buscando un perfil esencialmente 
técnico, no comprometido con posturas partidarias 
ni ideológicas, aunque sí inspirado e influido por las 
corrientes que en aquel momento estaban de moda 
en el pensamiento latinoamericano. Me refiero, por 
ejemplo, a la Cepal y su concepción estructuralista, 
y a la nueva visión que desde los Estados Unidos se 
impulsaba en América Latina a través de la llamada 
Alianza para el Progreso. 
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En ese aspecto el Uruguay vivía una etapa muy 
difícil. Había finalizado ya el período de auge —fun- 
damentalmente basado en las exportaciones de los 
productos primarios- que se vivió desde la Segunda 
Guerra Mundial, desde los años 1942, 1943, hasta 
1945, que fuera nuevamente impulsado por la llama- 
da Guerra de Corea. En ese período hubo una muy 
fuerte expansión de los productos de exportación 
y un importante crecimiento de la economía, a tal 
punto que quienes pertenecemos a las generaciones 
más nuevas nos acostumbramos a oír a nuestros pa- 
dres y a nuestros abuelos hablar del Uruguay de las 
vacas gordas o de la bonanza. Sin embargo, a pat- 
tir del cierre de mercados y de las dificultades que 
el país empieza a vivir a mediados de la década de 
los cincuenta, ingresamos en una crisis económica 
seria, muy profunda; comienza a agravarse conside- 
rablemente el problema del gasto del Estado y de la 
generación de recursos para poder financiarlo, lo que 
influye muy fuertemente en que se produzca un cam- 
bio político: en 1958, por primera vez en el siglo XX 
cambia el partido de Gobierno y obtiene el triunfo el 
Partido Nacional. 


Cuando se convoca a esa Comisión del más alto 
nivel técnico universitario por parte del primer Go- 
bierno del Partido Nacional, claramente se persigue 
el objetivo de acercarse a la realidad y hacer un diag- 
nóstico, para saber hacia dónde dirigir las baterías 
y para poder definir la orientación de gobierno ten- 
diente a superar las dificultades que el país tenía. 
Por eso, cuando se discutían estos temas en la CIDE, 
se ponía tanto énfasis en los problemas de la produc- 
tividad y en la necesidad de mejorar nuestra capa- 
cidad exportadora. Nosotros teníamos en esa época 
una situación derivada de la caída de precios en los 
mercados internacionales y de las barreras protec- 
cionistas que Europa y Estados Unidos habían co- 
menzado a aplicar en las relaciones comerciales, en 
particular con los países productores de alimentos, 
pero, fundamentalmente, teníamos un problema en 
cuanto a productividad, a capacidad de generación 
de riqueza y de producción. Ese era un tema que 
estaba encima de la mesa y en las discusiones que 
se daban en los distintos ámbitos en el plano de la 
CIDE. 


En este marco, tal como ha sido reconocido aquí, 
es indudable que jugó un papel muy importante 
Wilson Ferreira Aldunate como Ministro de Gana- 
dería y Agricultura. Es más, creo que no se puede 
entender el pensamiento de Wilson Ferreira en mu- 
chos aspectos, si no se conocen los antecedentes y 
los estudios de la CIDE y el Plan Nacional de Desa- 
rrollo Económico planteado en 1965, cuando efecti- 
vamente era el Ministro de Ganadería y Agricultura 
del país. 
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Muchas de las conclusiones de esa Comisión al 
más alto nivel técnico fueron ejecutadas. La Cons- 
titución de 1967, como lo acaba de expresar el se- 
ñor Senador Gallinal con absoluta claridad, incluye 
en varios de sus artículos formulaciones y proyec- 
tos teóricos que emanaron de la CIDE: la creación 
del Banco Central del Uruguay y de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, la instalación del pre- 
supuesto por programas y otra serie de proyectos e 
ideas que fueron reconocidos o recogidos en el pla- 
no de los hechos históricos posteriores. Sin embar- 
go, algunos de ellos quedaron por el camino, lo que 
generó en algunos analistas que se dedicaron a es- 
tudiar cuál fue el papel de la CIDE y las consecuen- 
cias de sus trabajos, una especie de sensación de 
frustración. Pero creo que si se analiza en términos 
históricos lo que ocurrió en ese aspecto, se llega a 
la conclusión de que fueron la llamada Guerra Fría 
y las radicalizaciones ideológicas las que dieron por 
tierra con algunas de esas iniciativas. Ese fue, en 
definitiva, el motivo por el que esos proyectos fue- 
ron dejados de lado o simplemente tomados como 
un recuerdo del pasado. 


Naturalmente, a lo largo de cuatro o cinco 
décadas el país cambió y hoy tiene una realidad 
bastante diferente a la que se vivía en los años 
cuarenta o cincuenta. De cualquier manera, la 
lección que debemos recoger es que hay temas en 
los cuales se debe actuar con políticas a largo plazo 
y que no es bueno que para hacerlo esperemos a 
que llegue otra crisis de la magnitud, la profundidad 
y las consecuencias de la que vivimos en los años 
cincuenta, porque no se pueden ejecutar coyuntural 
o circunstancialmente por un gobierno que dura 
cinco años. Me refiero, por ejemplo, a los problemas 
que tienen que ver con la distribución poblacional, 
no solamente territorial, sino además etaria. Son 
temas que tienen que hacernos pensar a todos que 
no debemos esperar a que determinadas situaciones 
coyunturales hagan crisis o a que, como se dice 
vulgarmente, la sangre llegue al río, para entonces 
salir a tratar de armar equipos, estudios, acuerdos 
políticos a mediano y largo plazo. 


Esto probablemente ya no estará planteado en 
este período de Gobierno, que de alguna manera 
está terminando, pero serán temas para los próxi- 
mos, sea quien sea el que los ejerza. Hay temas 
en la vida del país que son consecuencia directa 
de problemas que vemos a diario en la realidad de 
nuestra sociedad, que si no se encaran al más alto 
nivel técnico y con criterios que tengan que ver con 
plazos largos y compromisos asumidos por partidos 
políticos, más allá de quien esté en el Gobierno, nos 
pueden llegar a sorprender en situaciones como la 
que se dio en la década de los cincuenta. En aquel 
momento, insisto, el país vivió una gran crisis, una 
situación tremendamente complicada, que llevó, 
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por primera vez, en el siglo XX, a que el país cam- 
biara el partido que ejercía el Gobierno, a pensar 
en los problemas del país al más alto nivel técnico y 
académico, y a que los partidos políticos asumieran 
el compromiso de poner en práctica a mediano o 
largo plazo muchas de las conclusiones a las que se 
llegaron en la CIDE. 


Ese es el deseo, la conclusión que uno puede 
extraer de una experiencia de este tipo, que fue 
extraordinaria y única en la vida del Uruguay. En 
1985, a la salida de la dictadura, se intentó hacer 
algo similar con la llamada Conapro, pero final- 
mente no llegó a los mismos términos, a las mismas 
conclusiones, ni tuvo la misma dimensión, la misma 
profundidad que el trabajo de la CIDE. Creo que esa 
experiencia de la CIDE, el trabajo elaborado por los 
técnicos, el rigor científico y técnico con el que se 
encaró, el tratar de quitar -como decía hoy el señor 
Senador Couriel- ese “tufillo político-partidario” 
que siempre pretendemos poner a los distintos te- 
mas o problemas en la vida del país, es algo que vale 
la pena tener presente. 


Por lo tanto, ha hecho muy bien el señor Senador 
Gallinal en traer hoy a Sala este tema, encarándolo 
no solo como el recuerdo de una figura o un partido 
político, sino como el trabajo de un equipo, un gru- 
po de gente que pensó en el Uruguay a largo plazo, 
a través de muchas alternativas e ideas, algunas de 
las cuales después fueron puestas en práctica —otras 
no- a lo largo de sucesivos Gobiernos. En definitiva, 
eso constituyó la base para reflexionar y enfocarse en 
la realidad del Uruguay, luego de la crítica situación 
vivida a mediados de los años cincuenta. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


9) EMPLEADOS DEL BANCO BANDES URU- 
GUAY S.A. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar 
el asunto que figura en segundo término del orden 
del día: “Proyecto de ley por el que se autoriza al 
Banco Central del Uruguay, al Banco de la Repú- 
blica Oriental del Uruguay y al Banco de Seguros 
del Estado para que, en conjunto, ingresen un to- 
tal de ciento cincuenta empleados del Banco Ban- 
des Uruguay S.A. (Carp. n.? 1178/2013 — Rep. n.* 
818/2013)”. 
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(Antecedentes:) 


“Carp. n.” 1178/2013 
Rep. n.* 818/2013 


CÁMARA DE SENADORES 


Comisión de Asuntos Laborales 
y Seguridad Social 


Proyecto de ley sustitutivo 


Artículo 1.”.- Se autoriza al Banco Central del 
Uruguay, al Banco de la República Oriental del Uru- 
guay y al Banco de Seguros del Estado para que en 
conjunto, ingresen un total de 150 (ciento cincuenta) 
empleados del Banco Bandes Uruguay S.A. 


Los empleados que podrán ser considerados para 
ingresar de acuerdo con lo previsto en el inciso ante- 
rior, deberán haber figurado en la plantilla del Banco 
Bandes Uruguay S.A. al 31 de marzo de 2013 y no 
haber configurado causal jubilatoria a la fecha de la 
promulgación de la presente ley. 


Artículo 2.”.- Quienes ingresen en virtud de lo 
previsto en la presente ley, tendrán la condición de 
funcionarios públicos presupuestados. 


Artículo 3.”.- A los efectos de lo previsto en los 
artículos anteriores, no será de aplicación lo dispues- 
to por los artículos 1.” y 5.* de la Ley n.* 16.127, de 7 
de agosto de 1990, y modificativa. 


Sin perjuicio de ello, las tres Instituciones quedan 
habilitadas para realizar a los empleados a ingresar 
evaluaciones psicolaborales a fin de determinar su 
ajuste a los perfiles requeridos por cada Institución. 


Artículo 4.”.- Los ingresos que se produzcan al 
amparo de la presente ley deberán efectuarse con an- 
terioridad al 31 de diciembre de 2013. 


Se faculta a las tres Instituciones a ajustar la es- 
tructura de cargos y los créditos presupuestales a fin 
de permitir dichos ingresos. Tales ajustes deberán 
contar con la previa aprobación e informe favorable 
de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y del 
Tribunal de cuentas. 


Sala de la Comisión, 16 de mayo de 2013. 
Milton Antognazza, miembro informante; Eber 


Da Rosa (con salvedades), Francisco Gallinal 
(discorde), Eduardo Lorier, Héctor Tajam”. 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 


Montevideo, 15 de abril de 2013. 


Sr, Presidente de la Asamblea General 
Cr. Danilo Astori. 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de 
dirigirse a ese alto Cuerpo, a fin de remitir para su consideración el 
proyecto de ley que se acompaña, por el cual se autoriza la coutratación 
por parte de la Banca Oficial de hasta 150 (ciento cincuenta) funcionarios 
provenientes del Banco Bandes Uruguay $S.A.. 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


Recientemente, se suscribió un acuerdo tripartito entre los Bancos 
oficiales (República, Central y de Seguros), el Banco Bandes del Uruguay 
S.A. y la Asociación de Empleados Bancarios del Uruguay (A.E.B.U.). . 


El motivo de dicho acuerdo es que el banco Bandes del Uruguay 
S.A. ha tomado la decisión de reorientar su negocio en el territorio 
nacional, esperando focalizar sus operaciones en otro segmento de 
mercado. Como consecuencia de ello una parte importante de su red fisica, 
logística y recursos humanos le resultan excedentarios. 


Se advierte también que el Banco de la República Oriental del 
Uruguay está interesado en hacerse cargo de esos negocios porque ello le 
permitiría entre otros, tener presencia fisica en algunas localidades del 
interior del país donde no está presente, captar nuevos negocios y clientes, 


21 de mayo de 2013 


CÁMARA DE SENADORES 


reformar sus oficinas ya instaladas en otros lugares y consolidar cada día 
más su liderzgo en plaza. 


Asimismo dentro de este acuerdo no debe dejar de visualizarse su 
plan de expansión, asi como el creciente número de negocios existentes 
con la República Bolivariana de Venezuela. Extremos estos que lo llevan a 
comenzar a considerar instalarse en forma concreta o a través de un 
corresponsal en dicha nación, asi como tonificar la realización de negocios 
con dicha nación a través de la sucursal existente en Nueva York. 


Se explora asimismo entre ambos bloques negociadores la 
posibilidad de extender cooperación en diferentes materias entre los 


pactantes. 


El Banco República posee interés en hacerse cargo de estos recursos 
humanos, en la medida que se trata de trabajadores en su mayoria de larga 
trayectoria en el sector bancario y cuya incorporación al B.R.O.U evitará 
prácticamente el proceso de capacitación. 


Para hacerse cargo de estas operaciones el Banco de la República 
Oriental del Uruguay recibirá nueve sucursales del Banco Bandes Uruguay 
S.A., así como ciento cuarenta y cinco trabajadores que se desempeñan 
en diferentes dependencias de la institución. 


Como es sabido el ingreso de personal a un Ente Autónomo debe 
realizarse de conformidad a los procedimientos indicados en la Ley N” 
16.127 de 7 de agosto de 1990, por lo cual para evitar esta dilación y lograr 
una inmediata respuesta a la operativa bancaria se propone exonerar a los 
entes autónomos involucrados del mencionado requisito, 
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Del acuerdo han participado también los Bancos Central y de 
Seguros del Estado en la medida que para el hipotético caso de que el 
Banco República no tenga la necesidad de absorber la totalidad de los 
ciento cuarenta y cinco trabajadores, esta mano de obra especializada 
pueda ser absorbida por el sector banca oficial. 


Se estima, que mediante este proyecto se establece un marco legal 
adecuado para cerrar el acuerdo definitivo dentro de un marco legal 
apropiado, quedando siempre abierta la posibilidad de que los trabajadores 
involucrados puedan optar por el no pasaje a la banca oficial y el cobro de 
la totalidad de sus indemnizaciones. 


Saludamos a este Cuerpo con la más alta estima y consideración.- 
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PROYECTO DE LEY 


Artículo 1*.- Se autoriza al Banco Central del Uruguay, al Banco de la 
República Oriental del Uruguay y al Banco de Seguros del Estado para 
que en conjunto, ingresen un total de 150 (ciento cincuenta) empleados 
del Banco Bandes Uruguay S.A. 

Los empleados que podrán ser considerados para ingresar de 
acuerdo con lo previsto en el inciso anterior, deberán haber figurado en la 
plantilla del Banco Bandes Uruguay S.A. al 31 de marzo de 2013 y no 
deberán configurar causal jubilatoria antes del 31de diciembre de 2014. 
Artículo 2*. Quienes ingresen en virtud de lo previsto en la presente, 
tendrán la condición de funcionarios públicos presupuestados. 

Artículo 3”. A los efectos de lo previsto en los artículos anteriores, no será 
de aplicación lo dispuesto por los artículos 1* y 5* de la Ley N* 16.127 de 7 
de agosto de 1990 y modificativa. Sin perjuicio de ello, las .tres 
Instituciones quedan habilitadas para realizar a los empleados a ingresar 
evaluaciones psicolaborales climinatorias a fin de determinar su ajuste a 
los perfiles requeridos por cada Institución. 

Artículo 4*. Los ingresos que se produzcan al amparo de la presente Ley 
deberán efectuarse cor anterioridad al 31 de diciembre de 2013. 
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Disposición citada 


Ley N* 16127 
de 7 de agosto de 1990 


CAPITULO 1 
SELECCION Y DESIGNACION DE PERSONAL 


Artículo 1?. La designación de personal presupuestado o contratado del Poder Ejecutivo, 

Corte Electoral, Tribuna! de Cuentas, Tribunal de lo Contencioso Administrativo, Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados en los escalafones "A" (Técnico Profesional), "B" 
(Técnico), "C" (Administrativo), "D" (Especializado), "E" (Oficios), "F"(Servicios Auxiliares), 
y "R" (Personal no incluido en los escalafones anteriores), o similares, deberá realizarse 
cualquiera fuere el origen de los fondos empleados para ello, previo pronunciamiento 
favorable de la Oficina Nacional del Servicio Civil y recaer en personas que ya sean 
funcionarios públicos, con las excepciones prescriptas a continuación: 


Fuento: Ley N' 16,697, de 25 de abril de 1995 Artículo 30 


A) El organismo designante comunicará previamente a la Oficina Nacional del Servicio 
Civil las necesidades de personal que motivan la solicitud, asi como la descripción y 
requisitos del cargo o función a ser provisto; 


B) Dentro de los noventa días de recibida dicha solicitud, la Oficina Nacional del Servicio 
Civil informará si en el registro de personal a redistribuir existen funcionarios que reúnan 
los requisitos solicitados. En caso afirmativo, propondrá la redistibución de ese personal, 
la que se realizará de conformidad con las normas vigentes. Vencido dicho plazo sin que 
la Oficina Nacional del Servicio Civil se haya expedido o si ésta manifestara no contar en 
sus registros con personal apto, el organismo solicitante quedará en libertad de designar 
para ese caso a personas que no sean funcionarios públicos, a razón de una designación 
por cada dos vacantes generadas a partir del 31 de diciembre de 2005, requiriendo 
informe previo favorable del Ministerio de Economía y Finanzas. Los entes autónomos y 
servicios descentralizados podrán designar personas que no sean funcionarios públicos, 
sin limitación de vacantes efectivamente generadas, requiriéndose para ello el 
cumplimiento previo de proyectos de reformulación de sus estructuras organizativas, en la 
forma y condiciones previstas por el inciso primero del artículo 6* de la presente ley. 


Fuente: Ley N* 17.930.ce 19 de diciembre de 2005, Anículo 11 


C) Sin perjuicio de lo estipulado anteriormente, la Oficina Nacional del Servicio Civil podrá 
previamente realizar estudios para pronunciarse sobre el fundamento de necesidad que 
motiva la solicitud, informando su parecer al organismo solicitante y al Poder Ejecutivo, En 
este caso, lo comunicará al Organismo interesado y el plazo del apartado B) se extenderá 
a ciento ochenta días. 


D) DEROGADO 
Fuente: Ley N" 18.651 de 19 de diciemore de 2010 aniculo 93. 


E) No podrán realizarse designaciones de nuevos funcionarios dentro de los doce meses 
anteriores a la finalización de cada período de gobierno. 
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F) La Contaduría General de la Nación, las Contadurias Centrales de los Ministerios y 
demás organismos comprendidos por esta ley, no podrán incluir en las planillas 
presupuestales las erogaciones resultantes de las designaciones efectuadas, sin haber 
dado cumplimiento a lo dispuesto en la misma. 


G) DEROGADO 
Fuento: Ley N' 18.046 de 24 de octubre de 2006 articulo 42 


Artículo 2”. Las designaciones sólo podrán recaer en funcionarios de los organismos y 
escalafones mencionados en el inciso primero del artículo 1 así como los nombrados al 
amparo de las excepciones establecidas en el articulo 4 de la presente ley. 


Fuente: Ley N' 16.697, de 25 de abril de 1995.Artícuto 31 


Artículo 3%. A los efectos del artículo 1, las personas cuyos contratos de ingreso a la 
función pública se hubieran celebrado antes del 13 de marzo de 1990, serán 
consideradas funcionarios públicos toda vez que fueran renovados sus contratos. 


Artículo 4%. No regirán las exigencias del artículo 1 para las designaciones de nuevos 
funcionarios en los siguientes casos: 


Aj) Los cargos presupuestales o funciones contratadas del Ministerio de Salud Pública, 
del Instituto Nacional del Menor, del Hospital de Clinicas de la Universidad de la 
República y de la Central de Servicios Médicos del Banco de Seguros del Estado, salvo 
los correspondientes a los escalafones C Administrativo y F Servicios Auxiliares. No regirá 
esta salvedad para el escalafón F Servicios Auxiliares, dependientes de la Central de 
Servicios Médicos del Banco de Seguros del Estado. 


B) Las contrataciones de personal eventual o sorteado del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas que se rigen por lo dispuesto por el artículo 362 de la ley 15.809, de 8 de 
abril de 1986 y del Banco Hipotecario del Uruguay, según el artículo 615 de la ley 15.903, 
de 10 de noviembre de 1987, 


C) Las contrataciones de personal de la Dirección General de Infraestructura Aeronáutica, 
conforme al artículo 53 de la Ley 13.737, de 9 de enero de 1969 y de los Marineros de 
Playa de la Prefectura Nacional Naval de acuerdo al artículo 79 del Decreto-Ley 14.252, 
de 22 de agosto de 1974; 


D) Las contrataciones de personal para funciones técnicas o especializadas, 
correspondientes a programas con financiación externa, de organismos internacionales o 
similares, cuando sea imprescindible para su ejecución. 


E) Los cargos o funciones técnicas o especializadas, correspondientes a la ejecución de 
convenios entre la Universidad de la República y organismos nacionales públicos o 
privados. 


E) Los cargos y funciones originados por las vacantes existentes o las que se produzcan, 
para alender el quehacer artístico de la Orquesta Sinfónica, el Cuerpo de Baile y el Coro 
Oficial del Servicio Oficial de Difusión, Radiotelevisión y Espectáculos (SODRE). 
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F) Las asignaciones y contrataciones que realice el Banco de la República Oriental del 
Uruguay, al amparo de lo dispuesto por el articulo 39 de la Ley N* 16.002, de 25 de 
noviembre de 1988. 


G) Los cargos presupuestados o funciones contratadas de los Gobiernos 
Departementales que se provean con personas, que habiendo sido funcionarios de los 
mismos, fueron cesadas a partir del 15 de febrero de 1990. En todo caso de designación 
al amparo de estas excepciones, que suponga el ingreso de una persona que no reúna la 
calidad de funcionario público, será preceptivo el previo informe de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil. 


H) Las contrataciones de personal asimiladas al escalafón E Personal de Oficios, que 
efectúe la unidad ejecutora 072, "Comando General de la Armada", del Ministerio de 
Defensa Nacional. > 


H) Los cargos presupuestales o funciones contratadas de la Dirección Nacional de 
Sanidad de las Fuerzas Armadas correspondientes a los escalafones A, B, D, E, F. 


l) Los cargos presupuestados o funciones contratadas de la unidad ejecutora 133, 
"Servicios de Sanidad de las Fuerzas Armadas”, del Ministerio de Defensa Nacional. 


J) Las contrataciones de personal eventual del Ministerio de Turismo, que se rigen por lo 
dispuesto en el artículo 185 de la Ley N* 15,903 de 10 de noviembre de 1987, 


K) Las contrataciones de personal zafral que realice la unidad ejecutora 012, "Comisión 
Nacional de Educación Física", del programa 001, "Administración General", del Ministerio 
de Educación y Cultura, para la temporada estival. 


L) La contratación de personal por la vía de las excepciones contenidas en el presente 
artículo, no habilita su posterior designación en carácter permanente al amparo del 
artículo 1 de la Ley N* 16.127 de 7 de agosto de 1990. 


M) DEROGADO 


Fuente: Ley N* 18.719 de 27 de diciembre de 2010 artículo 54. 


M) Las contrataciones que realice el Instituto Nacional de Pesca del Personal destinado a 
atender las tareas de los buques de investigación a su cargo. El Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, a propuesta del Instituto Nacional de Pesca, aprobará las bases para 
las contrataciones de referencia. 


N) Las designaciones de personal en cargos de la Universidad de la República que 
requieren renovación permanente de conocimientos técnicos. 


N) Las contrataciones de personal zafral que realice la Dirección Nacional de Correos 
para dar cumplimiento al incremento de la demanda de los servicios postales que se 
produzcan en el período que va del 15 de octubre al 31 de marzo esté determinado por 
servicios postales especiales o por el cumplimiento de convenios con otros organismos 
públicos. 
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Ñ) Las contrataciones de personal eventual (zafral) que realice la administración de las 
Obras Sanitarias del Estado (OSE). En todo caso de designación al amparo de esta 
excepción, que suponga el ingreso de una persona que no reúna la calidad de funcionario 
público, será preceptivo el previo informe de la Oficina Nacional del Servicio Civil. La 
presente excepción no será de aplicación para los escalafones administrativos y de 
servicio, 


El presente articulo regirá a partir del 1? de diciembre de 1995. 


O) Los cargos presupuestados de los Escalafones "A" Profesional Universitario, Serie 
Licenciado en Meteorología, "B" Técnico Profesional, Serie Meteorólogo y "D" 
Especializado, Series Técnico en Meteorología Cuerpo de Observadores y Comunicación, 
Electrónica y Computación, de la unidad ejecutora 039 "Dirección Nacional de 
Meteorologia” y los cargos de los escalafones A, B, D y F del "Servicio de 
Construcciones, Reparaciones y Armamento" de la unidad ejecutora 018 Comando 
General de la Armada del Inciso 03 "Ministerio de Defensa Naciona”, Establécese a 
partir del 1? de enero de 2002, la no supresión de vacantes del último grado de los 
escalafones y series citadas precedentemente. 


Fuente. inciso 2*) derogado por Ley N* 18.046 de 24 de octubre de 2006 
articulo 126, 


Artículo 5”, El ingreso a la función pública en los escalafones A, B, C, y D, al amparo de 
las excepciones previstas en los articulos 1 y 4, sólo podrá realizarse mediante concurso 
de oposición y méritos, o de méritos y prueba de aptitud. 


Artículo 6*.- El Ministerio de Salud Pública estará eximido de la aplicación de lo dispuesto 
en el articulo 5%, excepto con relación al personal perteneciente a los escalafones C y F. 
Las designaciones de su personal se regirán por sus disposiciones especiales que exigen 
el concurso sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 74 de la Ley 16.002, de 25 de 
noviembre de 1988. 


Artículo 7*.- Las designaciones de nuevos funcionarios que se efectúen en contravención 
a las normas del presente capítulo, serán nulas de pleno derecho, sin perjuicio de la 
responsabilidad en que el jerarca designante haya incurrido 


CAPITULO !l 
ASCENSOS Y CALIFICACIONES 


Artículo 8%.- El ascenso es la promoción o edelanto en la carrera administrativa del 
funcionario consistente en la selección, para cada cargo, del que mejor cumple con los 
requisitos del mismo, determinados por su descripción técnica. 


Reunidos dichos requisitos, el derecho a ascender es la situación jurídica de interés 
legítimo consistente en la potestad de competir para probar que se es el más apto y, en 
tal caso, ser designado en el cargo a proveer, conforme a las reglas del derecho y de 
buena administración. 


Artículo 9%.- Los ascensos de los funcionarios públicos del Poder Ejecutivo, Poder 
Juoicial, Corte Electoral, Tribunal de Cuentas, Tribunal de lo Contencioso Administrativo, 


32-C.S. CÁMARA DE SENADORES 21 de mayo de 2013 


Entes Autónomos, Servicios Descentralizados y Gobiernos Departamentales, se 
realizarán por escalafón o grupo ocupacional y serie de clase de cargos sin necesidad de 
efectuarse de grado en grado, salvo lo dispuesto por leyes especiales. 


Artículo 10.- En la Administración Central, el Poder Ejecutivo, acemás de realizar los 
ascensos dentro de cada inciso y escalafón y con arreglo a artículo precedente, podrá 
disponer, con el asesoramiento de la Oficina Nacional del Servicio Civil, que se efectúen 
dentro de una o varias unidades ejecutoras, según lo justifique el menor o mayor número 
de funcionarios comprendidos en las mismas. 


Artículo 11.- Los ascensos se realizarán por concurso de méritos y antecedentes o 
concurso de oposición y méritos, según lo estableciere las respectiva reglamentación o 
estatuto. 


Se entiende por concurso de méritos y antecedentes aquel que establece el ordenamiento 
de los aspirantes en base al puntaje asignado en la calificación, la que se hará, por su 
orden, en función de los méritos, la capacitación y la antigúedad, ponderados de acuerdo 
con la reglamentación que cictará el Poder Ejecutivo con el asesoramiento de la Oficina 
Nacional! del Servicio Civil, así como cada órgano con competencia estatutaria. 


Se entiende por concurso de oposición y méritos el que computa, además, el puntaje 
pruebas de aptitud y otros elementos de juicio relevantes para la evaluación de los 
aspirantes, los que en cada caso deberán ser establecidos en forma previa al concurso. 


El Poder Ejecutivo y los órganos con competencia estatutara comunicarán a la Asamblea 
General los reglamentos que dictarán en esta materia. 


Artículo 12.- En cada concurso dictaminará un tribunal que estará integrado por un 
mínimo de tres personas de reconocida idoneidad. Una de ellas elegida por los 
funcionarios, actuará en representación de los mismos. El Poder Ejecutivo y los órganos 
con competencia estatutaria, reglamentarán la integración y el funcionamiento del tribunal. 


Artículo 13.- El Poder Ejecutivo y los órganos con competencia estatutaria reglamentarán 
el sistema de calificaciones, en función de criterios que permitan rechazar las 
evaluaciones primarias cuando se concentren en una escasa franja de puntos, no 
permitiendo una adecuada discriminación entre los desempeños de los funcionarios. 


Artículo 14.- El Poder Ejecutivo, con el asesoramiento de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil, reglamentará los sistemas de calificaciones y de ascensos en la Administración 
Central, en base a los criterios de la presente ley, en un plazo de ciento veinte “días. 
contados a partir de su vigencia, 


Los organismos del artículo 220 de la Constitución, con la excepción de los mencionados 
en el siguiente inciso, así como los Gobiernos Departamentales, proyectarán y aprobarán 
sus normas de calificaciones y ascensos, con el asesoramiento de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil y siguiendo los criterios de la presente ley, en un plazo de ciento veinte dias 
a partir de su vigencia, dando cuenta a la Asamblea General. 


Los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados comerciales e industriales 
reglamentarán sus sistemas de calificaciones y ascensos con el asesoramiento de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil, atendiendo a las características particulares de cada 
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organismos y los criterios generales de esta ley, en un plazo de ciento veinte días a partir 
de su vigencia, dando cuenta a la Asamblea General. 


Artículo 15.- DEROGADO. 

Fuente: Lay N* 18.719 de 27 de diciembre de 2010 articulo 36. 
Artículo 16.- DEROGADO. 

Fuente Ley N* 18.719 de 37 de diciembre de 2010 articulo 36 
Artículo 17.- DEROGADO. 

Fuente: Loy N* 18.719 de 27 de diciembre de 2010 articulo 36 
Artículo 18.- DEROGADO. 

Fuente: Loy N* 18,719 de 27 de diciembre de 2010 articulo 36 
Artículo 19.- DEROGADO. 

Fuente: Ley N* 18.719 de 27 de diciembre de 2010 articulo 36. 
Artículo 20.- DEROGADO. 

Fuento: Ley N' 18 719 de 27 de diciembre de 2010 artículo 36 
Artículo 21.- DEROGADO. 

Fuente: Lay WN 18 719 de 27 de dciembeo cs 2010 articulo 38 
Artículo 22.- DEROGADO. 

Fuente: Loy N" 18 719 de 27 de diciembre de 2010 articulo 36. 
Articulo 23.- DEROGADO. 

Fuente: Ley N' 17 555 de 18 de señersbra de 2002 articulo 4E 
Artículo 24.- DEROGADO. 

Fuente: Ley N' 17.558 de 18 de setiembre de 2002 articulo 46. 
Artículo 25,- DEROGADO, 

Fuento: Ley N' 18.719 de 27 de diciembre de 2010 artículo 36 
Artículo 26.- DEROGADO. 

Fuente: Loy N” 18.996 de 07 de noviembre de 2012 artículo 11 
Artículo 27.- DEROGADO. 

Fuento: Ley N* 18.719 de 27 de diciembre de 2010 artículo 38 
Artículo 28.- DEROGADO. 

Fuento: Ley N' 18 719 de 27 de diciembre de 2010 artículo 36 
Artículo 29.- DEROGADO. 

Fuente: Ley N' 18.719 de 27 de ácermbra de 2010 atícudo 36 
Artículo 30.- DEROGADO. 

Fuente; Ley N* 18.719 de 27 de dicembes de 2910 anículo 35 
Artículo 31.- DEROGADO. 


Fuente: Ley N* 18,719 de 27 de diciembre de 2010 artículo 36 
CAPITULO IV 
INCENTIVOS PARA LA RENUNCIA A LA FUNCION PÚBLICA 


Artículo 32.- Los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, la Corte Electoral, el Tribunal 
de Cuentas y el de lo Contencioso Administrativo, los Entes Autónomos, los Servicios 
Descentralizados y los Gobiernos Departamentales, atendiendo a las necesidades de sus 
servicios, podrán conceder a sus funcionarios que presenten renuncia dentro de los ciento 
ochenta días posteriores al de entrada en vigencia de la presente ley, los siguientes 
beneficios de retiro: 


1) A los funcionarios con derecho a jubilación, un subsidio mensual, por el plazo de dos 
años, equivalente al 25 % (veinticinco por ciento) de sus remuneraciones de naturaleza 
salarial y que será acumulable con el haber de pasividad. 


2) A los demás funcionarios, el equivalente a doce sueldos o, a opción del funcionario, un 
subsidio mensual por el plazo de dos años, equivalente al 75 % (setenta y cinco por 
ciento) de sus remuneraciones de naturaleza salarial. 
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Dichos subsidios se reajustarán en las fechas y montos en que se reajuste la 
remuneración del cargo que ocupaba el funcionario. 


Los beneficios referidos serán servidos por los organismos a que pertenecian los 
funcionarios renunciantes, con cargo a Rentas Generales. 


El funcionario que reingresara a la Administración Pública antes de los cuatro años de la 
aceptación de su renuncia, deberá restituir, previamente a su designación, el importe 
percibido por cualquiera de los beneficios instituidos, el que se actualizará conforme al 
decreto ley 14.500, de 8 de marzo de 1976, con más los intereses que éste preve. 


Los jerarcas que dispongan cualquier designación sin previo cumplimiento de lo 
establecido en el inciso anterior, serán solidariamente responsables de dicha obligación. 


Los funcionarios que no tuvieran derecho a jubilación pero que hubieran de configurar la 
correspondiente causal en un plazo de dos años a partir de la presentación de su 
renuncia, podrán acogerse a los beneficios instituidos, en las siguientes condiciones: 


A) Si optaren por percibir el equivalente a doce sueldos no podrán jubilarse hasta un año 
después de configurada la causal. 


B) Si optaran por percibir el subsidio mensual del 75 % (setenta y cinco por ciento) de su 
remuneración, éste será reducido al 25 % (veinticinco por ciento) desde la fecha de su 
jubilación. 

Artículo 33.- Cuando el funcionario renunciante no tenga derecho a jubilación el tiempo 
de duración del subsidio previsto precedentemente será considerado como periodo 
trabajado a los efectos jubilatorios. En tal caso, el subsidio estará sujeto a contribuciones 
de seguridad social que correspondan a los funcionarios en actividad. 


Artículo 34.- No tendrán derecho al beneficio de retiro o al subsidio creados por esta ley: 
A) Los funcionarios que ocupen cargos electivos, políticos o de particular confianza. 


B) Los funcionarios que tengan limitada la duración de sus mandatos o la edad por la 
Constitución de la República 


C) Los funcionarios militares, policiales, del Servicio Exterior o docentes. 


D) Los funcionarios integrantes del escalafón "N", los Secretarios Letrados de órganos 
jurisdiccionales, Actuarios y Alguaciles. 


E) Los funcionarios que tengan pendiente sumario administrativo. No obstante éstos 
podrán acogerse al beneficio de su retiro o al subsidio si como consecuencia de 
dicho sumario no recae destitución. 


Artículo 35.- Los cargos que queden vacantes o las partidas de contrataciones que 
queden liberadas por aplicación de esta ley serán suprimidos. 
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No obstante, la Administración podrá optar por efectuar promociones o modificaciones 
contractuales y suprimir cargos o liberar partidas que totalicen una asignación 
presupuestal equivalente a la de aquéllos. Dichos movimientos se realizarán dentro del 
año de la aceptación de la renuncia del funcionario. 


Artículo 36.- Las empresas que empleen a funcionarios públicos de cualquier órgano y 
organismo estatal, que renuncien para incorporarse a ía actividad privada, salvo los 
mencionados en el articulo 34 de esta ley, estarán exoneradas de las contribuciones 
patronales de seguridad social correspondientes a esos funcionarios por el plazo de un 


año. 


Si esos trabajadores se reintegran a la Administración Pública, cesará la exoneración 
dispuesta precedentemente y el empleador podrá dispones su despido sin tener que 
pagar indemnización de especie alguna. 


Lo dispuesto en el inciso precedente no regirá si el reingreso a la Administración se 
produce en alguno de los cargos mencionados en el artículo 34 de esta ley 


CAPITULO V 
CONTRATOS DE ARRENDAMIENTO DE OBRA 


Artículo 37.- Se entenderá como arrendamiento de obra el contrato que celebre la 
Administración con una persona física o jurídica, por el cual éstas asumen una obligación 
de resultado en un plazo determinado, contra el pago de un precio en dinero. 


Los contratos de arrendamiento de obra cualquiera sea su monto, que se realicen a 
partir de la publicación de la presente ley, deberán ser autorizados por el Poder Ejecutivo 
en el ámbito de la Administración Central y de los Servicios Descentralizados, o en su 
caso por el órgano jerarca del Poder Judicial, Corte Electoral, Tribunal de Cuentas, 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo y Entes Autónomos, siempre que existiera un 
crédito legal específico, 


Las contrataciones de tales características realizadas sin plazo o que se hubieren 
desnaturalizado por implicar la prestación de un servicio en relación de subordinación, 
caducarán a los sesenta días de la publicación de la presente ley. 


CAPITULO VI 
DEROGACIONES 
Artículo 38.- Deróganse los articulos 25, 58 y 64 de la Ley 15.809, de 8 de abril de 
1986; los artículos 8* a 25 de la Ley 15.851, de 24 de diciembre de 1986; los artículos 10 


y 29 a 36 y 637 ce la ley 15.903, de 10 de noviembre de 1987 y el artículo 80 de la Ley 
16.002, de 25 de noviembre de 1988. 


Comparativo entre el proyecto de ley del Poder Ejecutivo y el proyecto de ley sustitutivo de la Comisión 


EMPLEADOS DEL BANCO BANDES URUGUAY S.A. 


Se autoriza al Banco Central del Uruguay, al Banco de la 
República Oriental del Uruguay y al Banco de Seguros de! Estado 
a incorporar hasta 150 funcionarios 


0.- Se autoriza al Banco Central del Uruguay, al 
Banco de la República Oriental del Uruguay y al Banco de Seguros 
del Estado para que en conjunto, ingresen un total de 150 (ciento 
dncuenta) empleados del Banco Bandes Uruguay S.A. 


Los empleados que podrán ser considerados para ingresar 


- Quienes ingresen en virtud de lo previsto en 
" presente, tendrán la condición de funcionarios públicos 


Artículo 3% A los efectos de lo previsto en los artículos 
anteriores, no será de aplicación lo dispuesto por los artículos 1% y 
59 de la Ley NO 16,127, de 7 de agosto de 1990, y modificativa. 


Sin perjuicio de ello, las tres Instituciones quedan 
habilitadas para realizar a los empleados a ingresar evaluaciones 
tadas eliminatorias o fin de determinar su ajuste a los 


presente Ley deberán efectuarse con anterioridad al 31 de 
diciembre de 2013, 


EMPLEADOS DEL BANCO BANDES URUGUAY S.A. 


Se autoriza al Banco Central del Uruguay, al Banco de la 
República Oriental del Uruguay y al Banco de Seguros del Estado 
a incorporar hasta 150 funcionarios 


Artículo _19.- Se autoriza al Banco Central del Uruguay, al 
Banco de la República Oriental del Uruguay y al Banco de 
del Estado para que en conjunto, ingresen un total de 150 (ciento 
cincuenta) empleados del Banco Bandes Uruguay S.A. 


Los empleados que podrán ser considerados para ingresar 
de acuerdo con lo previsto en el inciso anterior, deberán haber 
figurado en la plantilla del Banco Bandes Uruguay S.A. al 31 de 
A O A A 

de la . 


Artículo 22- Quienes es ingresen en virtud de lo previsto en 
>. presente, tendrán la condición de funcionarios públicos 
puestados. 


9.- A los efectos de lo previsto en los artículos 
anteriores, no será de aplicación lo dispuesto por los artículos 19 y 
50 de la Ley N% 16.127, de 7 de agosto de 1990, y modificativa, 


Sin perjuicio de ello, las tres Instituciones quedan habilitadas 
para realizar a los empleados a ingresar evaluaciones psicolaborales 
a fin de determinar su ajuste a los perfiles requeridos por cada 


9.- Los Ingresos que se produzcan al amparo de la 
presente ley deberán efectuarse con anterioridad al 31 de diciembre 
de 2013. 


Se faculta a las tres Instituciones a ajustar | 
presupuestal 
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“CÁMARA DE SENADORES 


Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social 


ACTA n.* 59 


En Montevideo, el día dieciséis de mayo de dos 
mil trece, a la hora quince y diez minutos, se reúne la 
Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social de 
la Cámara de Senadores. 

Asisten sus miembros señores Senadores Milton An- 
tognazza, José Bayardi, Eber Da Rosa, Francisco Galli- 
nal, Eduardo Lorier, Ope Pasquet y Héctor Tajam. 

Preside el señor Senador Héctor Tajam, Presiden- 
te de la Comisión. 

Concurren: por el Banco de la República Orien- 
tal del Uruguay su Presidente, economista Fernan- 
do Calloia, el Secretario General doctor Roberto Bo- 
rrelli y el doctor Gustavo Igarza. Por la Federación 
de Obreros y Empleados Molineros y Afines señores 
Álvaro Macedo, Juan Silva y Dante Tortosa. Por fun- 
cionarios del Impuesto de Primaria señoras Patri- 
cia Casanyes, Graciela Cafferatta, Patricia Muñoz, 
Mabel Paternostro, Mónica Ramírez y Alejandra 
Rey. 

Actúan en Secretaría la señora Carla Buoncristia- 
no, Secretaria interina de la Comisión, y la señora 
Gillian Callorda, Prosecretaria. 

Abierto el acto se procede a la toma de versión 
taquigráfica, cuya copia dactilografiada luce en los 
Distribuidos n.” 2080 y 2081/2013, los que forman 
parte del presente documento. 

Asuntos entrados: 

1) El señor Presidente del Senado remite nota 
de la Junta Departamental de Paysandú, adjuntando 
copia de una moción presentada por el Edil Walter 
Duarte, relacionada con una propuesta del SUNCA 
para combatir la siniestralidad laboral. 

2) Exempleados de los Bancos: Comercial, Caja 
Obrera y Montevideo que no han podido reinsertar- 
se a la actividad bancaria, solicitan audiencia a la 
Comisión en relación al proyecto de ley Carpeta n.? 
1178/2013. 

La Comisión recibe a los representantes de la Fe- 
deración de Obreros y Empleados Molineros y Afines y 
funcionarios del Impuesto de Primaria. Sus interven- 
ciones figuran en el Distribuido n.” 2081/2013. 

Asunto considerado: 

La Comisión recibe a las autoridades del Banco 
de la República, en relación al proyecto de ley Car- 
peta n.* 1178/2013. Empleados del Banco Bandes 
Uruguay S.A. Se autoriza al Banco Central del Uru- 
guay, al Banco de la República Oriental del Uruguay 
y al Banco de Seguros del Estado, a incorporar hasta 
150 funcionarios. Mensaje y proyecto de ley del Poder 
Ejecutivo Distribuido n.* 2052/2013. 
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Retirados los invitados de Sala, se procede a votar 
el articulado del proyecto de ley a estudio. En consi- 
deración: 

Artículo 1.%. Se vota con modificaciones: 3 en 5. 
Afirmativa. 

Artículo 2.*. Se vota: 3 en 3. Afirmativa. 

Artículo 3.%. Se vota con modificaciones: 3 en 5. 
Afirmativa. 

Artículo 4.%. Se vota con modificaciones: 3 en 5. 
Afirmativa. 

Se designa miembro informante al señor Senador 
Milton Antognazza, quien lo hará en forma verbal. 

El texto del proyecto de ley sustitutivo aprobado 
por la Comisión es el siguiente: 

Artículo 1.”.- Se autoriza al Banco Central del 
Uruguay, al Banco de la República Oriental del Uru- 
guay y al Banco de Seguros del Estado para que en 
conjunto, ingresen un total de 150 (ciento cincuenta) 
empleados del Banco Bandes Uruguay S.A. 

Los empleados que podrán ser considerados para 
ingresar de acuerdo con lo previsto en el inciso ante- 
rior, deberán haber figurado en la plantilla del Banco 
Bandes Uruguay S.A. al 31 de marzo de 2013 y no 
haber configurado causal jubilatoria a la fecha de la 
promulgación de la presente ley. 

Artículo 2.”.- Quienes ingresen en virtud de lo 
previsto en la presente ley, tendrán la condición de 
funcionarios públicos presupuestados. 

Artículo 3.%.- A los efectos de lo previsto en los at- 
tículos anteriores, no será de aplicación lo dispuesto 
por los artículos 1.* y 5.” de la Ley n.” 16.127, de 7 de 
agosto de 1990, y modificativa. 

Sin perjuicio de ello, las tres Instituciones quedan 
habilitadas para realizar a los empleados a ingresar 
evaluaciones psicolaborales a fin de determinar su 
ajuste a los perfiles requeridos por cada Institución. 

Artículo 4.”.- Los ingresos que se produzcan al 
amparo de la presente ley deberán efectuarse con an- 
terioridad al 31 de diciembre de 2013. 

Se faculta a las tres Instituciones a ajustar la es- 
tructura de cargos y los créditos presupuestales a fin 
de permitir dichos ingresos. Tales ajustes deberán 
contar con la previa aprobación e informe favorable 
de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y del 
Tribunal de cuentas. 

Resoluciones: 

1) Convocar al Ministro de Trabajo y Seguridad So- 
cial y al empresario del Molino COCOMEN en relación 
a la audiencia concedida en el día de la fecha. 

2) Convocar al Codicén por el conflicto de los fun- 
cionarios del Impuesto de Primaria. 

A la diecisiete y veintitrés minutos se levanta la 
sesión. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una 
vez aprobada, firman el señor Presidente y la señora 
Secretaria de la Comisión. 


Héctor Tajam, Presidente; Carla Buoncristiano, 
Secretaria”. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee). 
—En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor Se- 
nador Antognazza. 


SEÑOR ANTOGNAZZA.- Señor Presidente: la 
Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social 
me ha designado para informar sobre un proyecto de 
ley sustitutivo por el que se autoriza al Banco Central 
del Uruguay, al Banco de la República Oriental del 
Uruguay y al Banco de Seguros del Estado a incor- 
porar hasta ciento cincuenta funcionarios del Banco 
Bandes Uruguay Sociedad Anónima. 


Lo primero a tener en cuenta es que el inicio de 
este proceso se configura en un acuerdo comercial 
entre el Bandes Uruguay y el BROU, por el que este 
último recibe nueve sucursales de aquel, dos en Mon- 
tevideo y siete en el interior. Como en cualquier otro 
negocio entre empresas, se traspasaron estas nueve 
sucursales —en algunos casos la propiedad de los lo- 
cales sin costo para el BROU, y en otros, los arren- 
damientos—, pero fundamentalmente, los activos, el 
negocio, que será captado por nuestro Banco estatal. 
También se pactaron líneas de crédito favorables para 
ambas instituciones, que permitirán la expansión de 
las posiciones del Banco venezolano; se harán trian- 
gulaciones en negocios de comercio exterior cada vez 
más relevantes en lo local y en lo regional. Además, 
existirá la posibilidad de que el BROU obtenga la pa- 
tente para operar en Venezuela, y con eso expandir su 
presencia fuera de fronteras, acompañando el creci- 
miento exportador de nuestro país. 


Este tipo de operaciones las vivimos en forma per- 
manente en nuestro país, en la región y en el mundo. 
Los casos de empresas que necesitan redimensionat- 
se y resuelven reestructurar sus activos apelando a 
ventas totales o parciales en la plaza, incluyendo en 
el negocio a un número concordante de trabajadores, 
forma parte del paisaje de la economía del mundo. En 
nuestro país y dentro del sistema financiero lo hemos 
visto entre el ABN AMRO Bank y el Grupo Santander, 
entre el francés Crédit Agricole y el Banco Bilbao de 
Vizcaya. Por estos días, el propio Citibank ha puesto en 
venta un segmento de su Cartera y con eso traspasará 
a unos setenta trabajadores. Por lo tanto, la única no- 
vedad que hay en esta operación es que participa un 
Banco estatal uruguayo. Sin embargo, si observamos 
bien la contraparte, más allá de que el Bandes Uru- 
guay sea un Banco privado en nuestro país, su único 
accionista es el Banco de Desarrollo Económico y So- 
cial de Venezuela, propiedad de aquel Estado latino- 
americano, miembro del Mercosur. Por ende, sin hacer 
mucho esfuerzo percibimos en esto una alianza estra- 
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tégica entre dos Estados que vienen incrementando en 
forma muy acelerada sus vínculos comerciales, lo que 
en nuestro país significa estabilidad para muchas em- 
presas y garantía de trabajo para miles de uruguayos. 


Esta operación otorga a la entidad venezolana un 
equilibrio económico que le permite continuar y me- 
jorar su posicionamiento en la plaza, cumpliendo sus 
objetivos originales de contribuir al desarrollo eco- 
nómico y fortalecer a nuestro Banco de la República 
en esta etapa formidable que está viviendo, captando 
gran parte del movimiento económico, pero necesita- 
da de más y mejores herramientas para brindar ma- 
yor calidad a su cada vez mayor número de usuarios. 


Por este acuerdo gana o mejora posiciones en dis- 
tintos puntos del país e ingresa recursos humanos 
experimentados, conocedores del negocio y de cada 
una de esas plazas, elemento imprescindible para que 
el acuerdo comercial se plasme inmediatamente en 
resultados para el Banco y mejores servicios para la 
población. 


Por consiguiente, la Comisión de Asuntos Labora- 
les y Seguridad Social aprobó por mayoría este pro- 
yecto de ley, que pone a consideración de los señores 
Senadores. 


Nada más, señor Presidente. 
SEÑOR GALLINAL.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: el día que 
recibimos este proyecto de ley del Poder Ejecutivo en 
la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad So- 
cial, lógicamente nuestra primera impresión frente a 
un planteamiento de estas características fue que si 
arregláramos los problemas de las instituciones o em- 
presas privadas que cierran sus puertas incorporando 
al Estado a quienes quedan desempleados —no creo 
que esa sea una política de ningún Gobierno- hoy 
tendríamos tantos empleados activos como funciona- 
rios públicos. Creo que tendría que ser compartido 
por todos que no hay presupuesto que sea capaz de 
financiar una situación de estas características. Si 
cada vez que alguien pierde su empleo, para evitar 
los problemas de desocupación, la injusticia que eso 
significa, el trauma social y el golpe para la familia 
=se trate de ciento cincuenta o de mil- vamos a resol- 
ver el problema diciendo: “El Estado incorpora”, poco 
tiempo vamos a durar. Esta es una primera reflexión 
que en un acto de sinceramiento me parece que to- 
dos tenemos que hacer. 


Hay una segunda reflexión que hicimos con el se- 
ñor Senador Da Rosa en el ámbito de la Comisión y 
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que en mi caso particular, además, está atada a la 
situación más compleja y difícil que me tocó enfren- 
tar a lo largo de mi vida parlamentaria: la crisis que 
vivió el país en los años 2001 y 2002. Fue una crisis 
económica, financiera y especialmente de carácter 
social, que tuvo uno de sus impactos más importan- 
tes en el sector bancario, en tanto golpeó a los clien- 
tes de esas instituciones —a nuestros compatriotas y a 
los extranjeros que habían hecho confianza en ellas y 
tenían depositados allí sus ahorros—, a los trabajado- 
res privados de esas instituciones —estamos hablando 
del Banco de Crédito, el Banco de Montevideo, Caja 
Obrera y el Banco Comercial- y, además, golpeó muy 
duramente a nuestra sociedad. 


En más de una oportunidad escuché al señor Se- 
nador Larrañaga relatar la experiencia que vivimos 
junto al señor Senador Heber, cuando el Ministro At- 
chugarry, que fue el Ministro al que recurrió —a nues- 
tro juicio, sabiamente- el Gobierno del Partido Colo- 
rado para enfrentar aquellas difíciles circunstancias, 
nos convocó a su despacho para poner claramente de 
manifiesto la enorme gravedad de la situación que es- 
tábamos viviendo, que tenía una base principalísima 
en el tema bancario pero que obviamente tendría re- 
percusiones en las distintas áreas de la vida del país. 


Han pasado más de diez años desde ese fin de se- 
mana en que el Parlamento nacional se encerró en 
el Anexo del Palacio Legislativo, sesionaron en for- 
ma conjunta las Comisiones de Hacienda y de Pre- 
supuesto de ambas Cámaras en forma permanente 
y aprobaron leyes —esas sí de emergencia y no en el 
sentido que le da la Constitución de la República— 
que necesariamente debían estar vigentes en la jor- 
nada del lunes para no tener que continuar con el 
feriado bancario que cada vez creaba mayor incer- 
tidumbre e iba profundizando la gravedad de la cri- 
sis que estábamos enfrentando. Traigo este tema a 
colación porque está directamente vinculado al que 
estamos considerando. 


En aquel entonces, a través de la ley, los acuerdos 
o las sugerencias ayudaron a aprobar un conjunto de 
instrumentos que aspirábamos a que se convirtieran 
en soluciones, aunque nadie tenía la convicción de 
que iba a ser efectivamente así; incluso, diría que 
existía una suerte de opinión generalizada de que era 
muy difícil lograr sortear la gravedad de la crisis que 
estábamos enfrentando, cualquiera fuera el instru- 
mento al que se recurriera. Si hoy, luego de diez años, 
tuviéramos que hacer una evaluación del efecto que 
produjeron las leyes, el balance sobre sus virtudes y 
defectos, por lo menos en lo personal, sería amplia- 
mente positivo. Por supuesto que las soluciones que 
se aprobaron no fueron respuestas inmediatas a todos 
los problemas, pero al momento de pasar raya diría 
que se ha logrado compensar, restañar heridas, esta- 
bilizar el sistema y, finalmente, encaminar al país en 
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una senda de progreso y desarrollo económico. Así, lo 
que era absolutamente impensable en los años 2001 
y 2002 cambió y cuando ya expiraba el mandato del 
Gobierno al que le tocó vivir esa crisis empezaron a 
verse las luces y los resultados por la seriedad con 
que se encaró la situación. 


Permítaseme destacar la actitud que tuvo el Par- 
tido Nacional acompañando al Gobierno. Cuando nos 
entrevistamos con el doctor Atchugarry junto a los 
señores Senadores Larrañaga y Heber—, cuando dis- 
cutimos el tema en el Directorio del Partido Nacional 
bajo la Presidencia del doctor Lacalle y cuando inter- 
cambiamos opiniones en la agrupación parlamenta- 
ria, éramos absoluta y plenamente conscientes de 
que el voto afirmativo a estas leyes significaba pagar 
un costo electoral. Ahora bien, al momento de optar 
entre pagar ese costo electoral al aprobar estas leyes 
o tomar distancia, hicimos lo que moralmente está- 
bamos convencidos de que teníamos que hacer. Así, 
se reprogramaron los depósitos y se pusieron en prác- 
tica no solo las leyes sino también los instrumentos 
y las sugerencias dentro de la banca pública y priva- 
da para dar una solución a los cientos de empleados 
que quedaban desocupados como consecuencia del 
cierre de estas instituciones bancarias. Con el correr 
del tiempo, se fue dando respuesta a lo que se pre- 
tendía a través de aquellas leyes: se devolvieron los 
depósitos a la vista, se reprogramaron los depósitos a 
plazo -que también fueron devueltos- y quedaron sin 
resolver algunas situaciones que están en la Justicia 
porque existían dudas respecto a si debían o no estar 
comprendidas por las normas. Asimismo, el país fue 
curando sus heridas desde el punto de vista social, 
aunque no sin pagar un alto costo económico y social 
como consecuencia de aquella situación. 


Por tanto, señor Presidente, el primer razona- 
miento que quiero hacer es que los problemas de des- 
ocupación no se resuelven con proyectos de ley como 
el que estamos considerando. 


La segunda conclusión a la que arribo es que te- 
nemos la responsabilidad de ser coherentes con el 
criterio que aplicamos en los años 2001 y 2002, que 
iba más allá del Gobierno de turno. Sin importar cuál 
es el Gobierno actual, si las soluciones que se apli- 
can para un problema similar son semejantes a las de 
aquel entonces, nuestra responsabilidad es estudiat- 
las por respeto a esa coherencia y, sobre todo, por el 
éxito que tuvieron las decisiones que se tomaron en 
aquellos tiempos, muchas de las cuales fueron muy 
cuestionadas por quienes hoy enviaron esta iniciati- 
va. Aclaremos que quienes hoy ponen a nuestra con- 
sideración este proyecto de ley, ayer adoptaron una 
actitud de radical oposición a muchas de las ideas 
que se manejaron para salir de la situación, e inclusi- 
ve, no votaron alguna de las leyes; esa es una verdad 
incontrastable. Como dije, las medidas que se imple- 
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mentaron desde el punto de vista laboral fueron en 
el sentido de encontrar una solución a todos y cada 
uno de los empleados bancarios que habían quedado 
sin trabajo y ello se logró. ¿Cómo? A través de una ley 
por la cual se adoptó el “tres por uno” que implicó 
que por cada tres funcionarios públicos que dejaban 
de ostentar esa condición —por jubilación, renuncia o 
fallecimiento- se incorporaba a un nuevo empleado 
que obligaba a reincorporar a la banca pública a todos 
los empleados del Banco de Crédito. A su vez, se llegó 
a un acuerdo promovido por el Gobierno, con acep- 
tación de AEBU y la Asociación de Bancos Privados 
del Uruguay, para ingresar a esas Instituciones —espe- 
cialmente, al nuevo Banco Comercial- al resto de los 
empleados. De esa manera se fueron solucionando 
prácticamente todas las situaciones que habían que- 
dado en desamparo como consecuencia del quiebre y 
cierre de las instituciones bancarias a las que hemos 
hecho referencia. 


Hoy, lo que el Gobierno trae a nuestra considera- 
ción constituye una derivación o una consecuencia 
de aquel problema de los años 2001 y 2002; por eso 
aludo a la necesidad de ser coherentes. Hubo institu- 
ciones que demoraron un tiempo mayor en dejar en 
evidencia la crisis financiera por la que estaban atra- 
vesando; ese fue el caso de Cofac, para la cual apa- 
reció una solución que fue, precisamente, Bandes. 
La Institución tomó la posición de Cofac y, a su vez, 
asumió la responsabilidad de quedarse con los em- 
pleados que pertenecían a la cooperativa. Ahora bien; 
actualmente es una realidad que Bandes -si no se va 
del país— no continuará llevando adelante buena par- 
te de los cometidos que asumió en aquel entonces. 


La solución para Cofac a través de Bandes fue de 
las primeras medidas que debió enfrentar el Gobier- 
no del Frente Amplio presidido por el doctor Taba- 
ré Vázquez, el cual aplicó la misma receta utilizada 
por el Gobierno anterior, a pesar de haberla criticado 
oportunamente. Y lo hizo, entre otras cosas, por una 
razón de lógica y de inteligencia, pues, aun cuando 
pudiera haberse discrepado con ella, si dio buenos 
frutos y resultados, lo menos que se podía hacer era 
reconocerlos y aplicarla ante una crisis de las mismas 
características. Se implementó muy rápidamente; no 
recuerdo con exactitud la fecha de la ley ni de la de- 
cisión pertinente, pero si el gobierno asumió el 1. 
de marzo de 2005, seguramente la ley debe corres- 
ponder al mismo mes. Se me acota que, efectivamen- 
te, fue así. Se trató de la primera ley aprobada bajo 
el mandato del doctor Tabaré Vázquez. A mi juicio, 
significó también un reconocimiento y un homenaje 
a quienes pergeñaron la solución en 2001, que —nos 
adelantamos a decir- no fue ninguno de nosotros; 
todavía no sé con exactitud de qué cerebro bendito 
nació aquella salida, pero los resultados están total- 
mente fuera de discusión. 
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El planteo que hoy nos hacemos es si esto es una 
consecuencia de la misma crisis, pues se preten- 
de aplicar a una crisis similar, derivada de aquella, 
una solución parecida que, además, resultó ser exi- 
tosa. Obviamente, es un caso de excepción, porque 
no se trata de que cada vez que haya una persona 
desocupada, vayamos a incorporarla a la banca pú- 
blica. Además, existe un acuerdo entre el Banco de 
la República y Bandes que, como todo acuerdo, supo- 
ne un intercambio de responsabilidades, una venta y 
compra de servicios y una incorporación de emplea- 
dos. En consecuencia, lo lógico sería que diéramos 
un voto afirmativo a este proyecto de ley que, en los 
hechos, pretende la incorporación de todos los em- 
pleados, puesto que se nos ha dicho que son 146, en 
tanto por él se autoriza la incorporación de hasta 150 
funcionarios del Bandes. 


Hasta aquí los hechos ocurridos y algunos razo- 
namientos que, a nuestro modo de ver, son de toda 
lógica. 


Ahora bien; ante la Comisión de Asuntos Labora- 
les y Seguridad Social del Senado comparecieron: el 
señor Ministro interino de Trabajo y Seguridad Social, 
doctor Loustaunau; el Presidente de AEBU, señor 
Gustavo Pérez, junto a sus asesores; y un delegado 
del Bandes. Quiere decir que tuvimos la posibilidad 
de dialogar in extenso con todos los actores directa- 
mente involucrados en esta temática. 


Tengo en mi poder la versión taquigráfica de lo 
actuado en esa reunión de la Comisión en la que, 
ciertamente, hablamos de todas estas cosas, de las 
dificultades por las que ha atravesado el sector y tam- 
bién de la carga impositiva adicional que hoy tienen 
los aportadores, los afiliados y los beneficiarios de la 
Caja, porque son los únicos en el país —repito: los úni- 
cos- que pagan tanto el Impuesto a la Renta de las 
Personas Físicas como el Impuesto a las Retribucio- 
nes Personales. ¿Por qué? Porque la situación de la 
Caja quedó en tal grado de debilidad que, para poder 
sostenerla y darle viabilidad a futuro, fue necesario 
aprobar un impuesto adicional, que todos votamos y 
sucesivamente fuimos prorrogando. Hoy ese tributo 
se mantiene vigente con el objetivo de que esa con- 
tribución extra de los beneficiarios de la Caja lleve a 
esta, en algún momento, a una situación de absoluta 
viabilidad. 


En la Comisión pregunté al señor Ministro interi- 
no si como consecuencia de la crisis de los años 2001 
y 2002, existía algún empleado bancario desocupado, 
cuya situación no hubiera sido contemplada, a dife- 
rencia de la de cientos de funcionarios, que sí lo fue. 
El señor Ministro interino me contestó lo siguiente: 
“Puedo chequear esos niveles, pero me parece que 
prácticamente no queda nadie o casi nadie en esa si- 
tuación”. 
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Luego, al comparecer el señor Presidente de 
AEBU, volví a formular la misma pregunta. En con- 
creto, expresé: “Si me permiten, quisiera plantear 
una pregunta al señor Presidente de AEBU. De lo 
que fue la crisis de 2001-2002, cuando quedaron una 
cantidad de empleados bancarios desocupados, que 
luego se acogieron al seguro de paro y de a poco se 
fueron reincorporando a distintas instituciones, ¿to- 
davía hay algunos que no hayan sido integrados a al- 
guna institución bancaria?”. El señor Pérez me con- 
testó: “De los trabajadores de la banca privada, al día 
de hoy, —-eran todos de la banca privada- felizmente, 
todos han ingresado, ya sea en empresas privadas o, 
en el caso de los trabajadores del Banco de Crédito, 
en virtud de lo que se conoce como convenio tres por 
uno, en la banca estatal. Por tanto, afortunadamen- 
te todos han ingresado en alguna institución; o sea, 
no hay situaciones pendientes”. Ante ello, planteo lo 
siguiente: “¿Quiere decir, entonces, que en el último 
año hubo incorporación de empleados de esas carac- 
terísticas? Pregunto porque el año pasado nosotros 
recibimos una delegación de empleados desocupados 
como consecuencia de la crisis a los que todavía no 
se les habían contemplado sus derechos. Para ser más 
preciso, eran 80 trabajadores”. Y el Presidente de 
AEBU me contesta: “Supongo que el señor Senador 
se refiere a trabajadores bancarios que no son afilia- 
dos a AEBU; por lo tanto, no conocemos su derrotero. 
Nosotros nos hacemos cargo de nuestros afiliados”. 


¡Pavada de respuesta, señor Presidente! Quiere 
decir que en el Uruguay hay un conjunto de aproxi- 
madamente 80 parias, 80 desgraciados. No son com- 
patriotas que estén en edad de jubilarse; no son com- 
patriotas que padezcan alguna enfermedad; no son 
compatriotas que hayan sido declarados incapaces. Sí 
son parias; sí son ciudadanos de segunda categoría. 
La dictadura militar dividió a los trabajadores en tres 
categorías: A, B y C. Acá tenemos dos categorías: la 
de todos los uruguayos y la de estos 80 parias -que no 
son B, sino Z-, y además tenemos la opinión del señor 
Presidente de AEBU —a quien mucho respeto porque 
conozco su trayectoria; y no fue esta la primera vez 
que dialogamos con él, puesto que lo hemos hecho en 
varias oportunidades, durante la crisis- para quien 
los sindicatos defienden los derechos de los trabaja- 
dores sindicalizados, no los derechos de los no sindi- 
calizados. Realmente, es una novedad. 


SEÑOR MICHELINI.- Es así en todo el mundo. 


SEÑOR GALLINAL.- ¿Es así en todo el mundo? 
No lo sabía. 


En realidad, no sé en qué mundo vive el señor 
Senador que me ha interrumpido; nunca lo supe y 
tampoco pretendo saberlo, así que no me voy a intro- 
ducir en eso. 
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Siempre entendí que los sindicatos defendían los 
derechos de los trabajadores y que las conquistas de 
los sindicatos eran para todos los trabajadores. Ahora 
se me señala que no es así y que vivo en otro mundo. 


Digo más: siempre creí —y sigo creyendo- que el 
1.2 de Mayo es el Día Internacional de los Trabaja- 
dores; sin embargo, el Presidente de AEBU me dio 
a entender -y escucho murmullos por ahí- que es el 
día del trabajador sindicalizado. ¡Vaya novedad! 


Reiteradas veces hemos dicho al Gobierno que en 
muchas circunstancias ha sido rehén de los sindica- 
tos. La verdad es que teníamos razón; en todo caso, si 
caben dudas, lo sabremos dentro de quince minutos, 
cuando los señores Senadores del oficialismo emitan 
su voto. ¿Qué van a votar: que el trabajador es el que 
está sindicalizado o que los trabajadores son todos? 
¿Que vivimos en una democracia y, en consecuencia, 
el trabajador puede estar sindicalizado o no, o que 
vivimos en una democracia limitada, en la que el tra- 
bajador que está sindicalizado tiene más derechos y 
hay que presionar a la gente mediante las leyes para 
que se sindicalice? Esa respuesta me la tienen que 
dar, y me la van a dar a través del voto. ¿Adhieren a lo 
que dice el señor Pérez? ¿El 1. de Mayo es el día del 
trabajador sindicalizado? ¿Los sindicatos defienden 
solamente los derechos de los trabajadores sindica- 
lizados o, por el contrario, creen en una democracia 
plena y defienden los derechos de todos los trabajado- 
res, estén o no sindicalizados? 


Por nuestra parte, defendemos los derechos de 
todos los trabajadores, sean blancos, colorados, fren- 
teamplistas, independientes, y así no tengan partido 
político. ¿Qué vamos a defender? En lo personal, sé 
lo que he defendido siempre y lo que ha defendido mi 
partido. Sin embargo, siempre hemos tenido dudas y 
hemos dicho, expresa y públicamente, tanto en este 
Cuerpo como fuera de él —o sea que no es una nove- 
dad-—, que más de una vez el Frente Amplio inclinó la 
balanza en favor de los sindicatos, cuando no le tocó 
ser rehén de las decisiones de ellos. 


Aquí llegó la hora de la verdad. Reitero: llegó la 
hora de la verdad. 


¿Vamos a definir a través de una ley la situación 
de estos ochenta trabajadores que hemos menciona- 
do? En realidad, ya no son ochenta, sino alrededor 
de cuarenta —lo sé porque pidieron audiencia a la 
Comisión y pude conversar con ellos en la anterior 
oportunidad y también en estos días—, porque algunos 
han fallecido, otros tienen causal jubilatoria y algunos 
otros se han ido a vivir al exterior. La pregunta es: 
¿van a seguir siendo parias? 


Dicho de otro modo, hay gente que tiene un pro- 
blema serio de carácter laboral. En menos de lo que 
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canta un gallo se lo vamos a resolver; no vamos a per- 
mitir que queden desocupados. Vamos a buscar una 
solución. Si bien consideramos que no siempre hay 
que incorporar al Estado a quienes quedan desocu- 
pados, también sabemos que esto es un coletazo de 
la crisis del año 2001, que se vivió en 2005 cuando 
asumió la Presidencia el doctor Tabaré Vázquez; en- 
tonces se encontró una salida a través de la incorpo- 
ración del Bandes, pero esto luego fracasó, por lo que 
hay que buscar una solución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Perdón, señor Senador, 
pero ha llegado a la Mesa una moción para que se 
prorrogue el término de que dispone. 


(Se vota:) 

-26 en 27. Afirmativa. 

Puede continuar el señor Senador Gallinal. 
SEÑOR GALLINAL.- Agradezco al Cuerpo. 


Como dije, ante la Comisión compareció el Pre- 
sidente del Banco de la República acompañado por 
sus asesores. Cuando propuse buscar una solución al 
problema al que hice referencia —porque no podíamos 
dejar libradas a la mano de Dios a cuarenta personas 
que son tan compatriotas, tan uruguayos, tan traba- 
jadores y tan merecedores de una solución como las 
más de mil a quienes hemos solucionado el problema 
durante este tiempo-, un miembro de la Comisión 
-un Senador oficialista con quien estamos unidos por 
un permanente respeto mutuo-, así como también 
el señor Ministro interino, me dieron un argumento 
que, confieso, tenía su peso. 


El señor Senador Da Rosa y quien habla dijimos 
que teníamos una solución: agregar un artículo aditi- 
vo -que, según creo, ya ha sido presentado a la Mesa, 
con la firma de los Senadores del Partido Nacional, 
y si no, seguramente se lo esté presentando en este 
momento; cabe agregar que lo mismo se hizo en Co- 
misión, como consta a sus miembros, aunque lamen- 
tablemente no figure en el acta— que dice: “Artículo 
3.2.- La autorización del Artículo 1.” de la presente 
ley incluye la incorporación de los exempleados de 
los Bancos de Crédito, Comercial, Caja Obrera y de 
Montevideo, que hayan quedado desempleados como 
consecuencia de la crisis que llevó al cierre de dichas 
instituciones. 


Los mismos no deberán haber generado, a la pro- 
mulgación de esta ley, causal jubilatoria en la Caja de 
Jubilaciones y Pensiones Bancarias”. 


De esta manera hacemos justicia: el artículo 1.” 
incorpora a 150 trabajadores y el artículo 3.” agrega a 
aproximadamente 40. 
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Como señalé antes, se me contestó con un argu- 
mento que me hizo reflexionar: “Este es un acuerdo 
entre el Banco de la República y el Bandes; no po- 
demos agregar 40 empleados más porque generamos 
un desequilibrio en el acuerdo y en el entendimiento. 
Por este acuerdo, el Banco de la República toma las 
responsabilidades del Bandes y también a sus em- 
pleados; le va a venir bien porque se va a expandir en 
un momento en que no hay tantas filiales en el inte- 
rior de la banca privada; pero no podemos introducir- 
nos en un acuerdo entre el Banco de la República y 
el Bandes para incorporar a 40 empleados más”. Con 
el señor Senador Da Rosa nos quedamos pensando 
y dijimos: “es un argumento”. Por consiguiente, el 
texto que mencionamos, que es un artículo aditivo 
propuesto para ser agregado a un proyecto de ley, per- 
fectamente podría transformarse en una iniciativa a 
ser presentada al Plenario. 


Pero cuando el Directorio del Banco de la Repú- 
blica acude a la Comisión, le expreso lo siguiente a 
su Presidente: “Supuestamente, aquí hay un acuerdo 
entre el Banco República y el Bandes, en lo que hace a 
asumir algunos giros que el Bandes estaba realizando, 
una de cuyas contrapartidas sería la incorporación de 
los empleados, hasta 146, si no me equivoco. Si eso es 
así entre el Banco República y el Bandes, ¿por qué la 
ley amplía e incorpora empleados al Banco Central y 
al Banco de Seguros?” Es decir, ¿no se trataba de un 
acuerdo entre el Bandes y el Banco de la República? 
Entonces, ¿qué tiene que ver el Banco Central y el 
Banco de Seguros del Estado? Luego, agrego: “¿Es 
porque el Banco República no está en condiciones 
de incorporarlos a todos y entonces, para que pue- 
dan cumplir con el acuerdo, se abren las puertas de 
otras instituciones bancarias? ¿O es otra la razón?”. 
Y el señor Calloia contesta: “Efectivamente, a par- 
tir de conversaciones que surgieron a iniciativa del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, —al que ya 
le habíamos hecho la pregunta— nos pusimos en con- 
tacto con el Bandes, quien nos hizo una oferta por 
escrito, pensando en la posibilidad de que el Banco 
pudiese absorber las dependencias y los funcionarios 
de esas dependencias, así como otros funcionarios 
que no formaban parte de ellas, y que suman los 146. 
Lo cierto es que no necesariamente en ese acuerdo 
se establece que hay una correspondencia perfecta 
entre las actividades comerciales que nos ofrecen, 
con los 146, y entonces puede existir el caso de que 
no se llegue a un equilibrio entre las necesidades del 
Banco y la oferta de los servicios. Por eso se incorpo- 
raron los otros bancos oficiales, en el entendido de 
que debía resolverse la situación de las 146 personas 
que quedaban sin trabajo en el Bandes en el marco 
de la propuesta hecha por el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social”. Ahora bien, no vamos a resolver la 
situación de 40 funcionarios que no están trabajan- 
do hace 11 años y, a la vez, sí la de quienes no han 
perdido un solo día su fuente laboral, como los del 
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Bandes por la inaceptable y mezquina razón de que 
no están sindicalizados. Es decir, en el acuerdo entre 
el Bandes y el Banco de la República este último dice 
que no puede absorber a 146 empleados y entra en 
juego el Gobierno del Frente Amplio que manifiesta 
que va a ayudar y que, entonces, el Banco Central y 
el Banco de Seguros del Estado deberán incorporar 
al resto, que no sabemos a cuántas personas incluye. 
Entonces, aquellas que no incorpore el Banco de la 
República, las van a tomar, sí o sí, el Banco Central y 
el de Seguros del Estado. Además, el proyecto de ley 
dice que esto debe hacerse antes del 31 de diciembre 
y que la prueba que se hará a los empleados no será 
eliminatoria. Quiere decir que, sí o sí, entran. Está 
bien; lo que no está bien es que condenemos a cua- 
renta personas que hace once años que están con la 
ñata contra el vidrio mirando cómo le solucionan la 
situación a los demás y no a ellos. Es entendible que 
hayan pasado doce años con la ñata contra el vidrio, 
bajo una dictadura militar, clasificados en categorías 
A, B y € porque en ese caso se trató de la imposición 
del poder despótico, pero es impensable que luego pa- 
sen la misma cantidad de años que los de la dictadura 
militar, con la ñata contra el vidrio, bajo gobiernos 
democráticos y que cuando llega el momento de la 
solución se les diga que no son categoría Á, que no 
son buenos, que no son ejemplares, que no son de su 
cuadro, por lo que deben arreglarse como puedan. La 
versión dice: “arréglense como puedan”. No; se cayó 
el argumento de que era un acuerdo entre el Ban- 
co de la República y el Bandes. Tenía su valor, pero 
el Presidente del Banco de la República dice que no 
pueden asumir eso. 


Más adelante, en la Comisión agrego otra pregun- 
ta al señor Calloia —intento allanar el camino a los 
compañeros del Cuerpo, tal como es nuestra obliga- 
ción— y le digo: “¿Qué erogación o incremento del 
Rubro Cero le va a significar al Banco de la Repúbli- 
ca el cumplimiento de este proyecto de ley, en caso 
que se transforme en ley?”. Y el señor Calloia me 
contesta: “Como manifesté en mi intervención ini- 
cial, el Banco de la República tuvo un incremento 
de actividades muy fuerte en los últimos años, pa- 
sando de US$ 4.000:000.000 de activos en 2004, a 
US$ 14.000:000.000 en el momento actual. Este in- 
cremento de actividad se hizo con una reducción en 
el número de trabajadores que en el año 2000 era 
de 4.593 y actualmente son 4.006”. Continúa expli- 
cando, y termina diciendo: “El presupuesto actual del 
Banco ronda alrededor de US$ 260:000.000 anuales 
de sueldos. Este costo se ubica” —el de la incorpo- 
ración de los empleados— “en los US$ 4:000.000, o 
sea que es un porcentaje relativamente pequeño”. 
Ahora bien, si es relativamente pequeño para 146 —o 
mejor dicho para 100, suponiendo que 46 empleados 
ingresan por otros lados-, creo que no deja de ser re- 
lativamente pequeño para 186. Además, se dice que 
—aunque no surge del texto del proyecto- todos los 
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empleados ingresan en el último escalafón, que es el 
15, si no me equivoco. 


En definitiva, señor Presidente, nosotros estamos 
defendiendo una causa justa, de gente que no se me- 
rece pasar lo que está viviendo, que lleva el tiempo 
equivalente a una dictadura esperando, o sea, 12 
años, y que tiene los mismos derechos que el mejor 
empleado de cualquiera de los bancos estatales como 
consecuencia del cierre de aquellas instituciones, si 
bien pretendemos darle una solución de calidad in- 
ferior a la de aquellos. Como decía, estas personas 
ingresan en el escalafón 15, pero no nos olvidemos 
que en los otros casos se contempló su antigúedad, su 
escalafón y votamos una ley especial de subsidio por 
desempleo para que dispusieran de ese beneficio por 
más tiempo, mientras se solucionaba su situación. 
Dicho seguro por desempleo ya no lo cobran más, 
están librados exclusivamente a su suerte y no hay 
respuestas, a pesar de que cada tanto vienen al Parla- 
mento a golpear la puerta y a preguntar para cuándo 
estará pronta su solución. 


Por nuestra parte, como partido, vamos a insis- 
tir con el artículo aditivo que hemos presentado. No 
podemos cometer la injusticia de dejar fuera a esta 
gente, porque —repito- no tenemos ningún elemento 
para considerarlos inferiores a nosotros; son tan uru- 
guayos, tan compatriotas y trabajadores como todos 
los que han sido reincorporados. Por tanto, no se me- 
recen una respuesta de esta categoría. 


El otro día, un compañero del Senado, de la Ban- 
cada del Partido Nacional, me decía: “al Presidente 
de AEBU hasta se la llevo”. Pero yo no se la llevo; no 
creo que el gremio esté para defender únicamente los 
derechos de los sindicalizados, por la razón del arti- 
llero: cuando se consigue algo es para todos y cuando 
se hacen reconocimientos por ley se hacen en for- 
ma general y no solo para los sindicalizados. Reitero, 
un compañero de Bancada me decía: “Al Presidente 
de AEBU se la llevo. A un Legislador de cualquier 
partido no se la llevo”. Y yo digo que no, porque esa 
no es la representación que nosotros ostentamos. No 
podemos hacer esas divisiones ni esas clasificaciones. 


Por eso, señor Presidente, confiamos en convencer 
a los compañeros del Cuerpo para abrir el camino que 
permita dar solución a esta gente porque no hemos 
encontrado un solo argumento en contra. Más aún, 
en la Comisión —así consta en la versión taquigráfi- 
ca— hubo expresiones de Legisladores de los distintos 
partidos políticos en el entendido de que es una situa- 
ción que hay que estudiar y contemplar. Pero cuando 
ya se solucionó la problemática a todo el mundo, se 
eligió un único camino para remediarla, cuando hay 
gente que lleva once años esperando y cuando se va a 
resolver una misma situación de manera automática 
e inmediata, sin siquiera pasar por el seguro de paro, 
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no es válido decir: “vamos a estudiar para ver qué 
solución le encontramos”. No, vamos a resolverla. Te- 
nemos competencias para hacerlo. No precisamos la 
iniciativa del Poder Ejecutivo; y si así fuera se la pe- 
diríamos, pero no la necesitamos. Creemos que este 
texto —o el que quieran proponer y votar los integran- 
tes del Cuerpo- se ajusta a dar la solución a quien se 
lo merece. Vamos a dar una solución a quienes se lo 
merecen; lo haremos con los empleados del Bandes, 
por supuesto, ya que tenemos que ser coherentes con 
nuestra prédica y con nuestra actuación, porque esa 
es nuestra obligación y nuestra responsabilidad, pero 
queremos que se nos diga que se les dará una solu- 
ción a estos cuarenta compatriotas. Yo pregunto, ¿es 
mucho pedir? Creo que le estamos haciendo un favor 
al Gobierno, para que junto con la Bancada oficialista 
le puedan decir al país: “vamos a ayudar a nuestros 
compatriotas, aunque no estén sindicalizados, por- 
que nosotros no dividimos entre sindicalizados o no 
sindicalizados, entre frentistas o no frentistas”. 


Pero vamos a resolver esto hablando, no haciendo 
mímicas, ni gestos que a veces llevan a mundos en los 
que vaya a saber por dónde andan. ¿Es mucho pedir, 
Presidente? Yo creo que no. Considero que es de total 
justicia. Si usted me pregunta de qué partido polí- 
tico son estos cuarenta compatriotas le digo que no 
sé, que no tengo la más remota idea. Además, deben 
estar enojados con los blancos y con los colorados, 
no solamente con el Frente Amplio, porque la solu- 
ción tendría que haberse dado hace muchos años, y 
no llegó. Ahora tenemos la gran oportunidad de que 
llegue, y ¡ojalá llegue! ¡Ojalá todas nuestras manos se 
levanten en un mismo sentido porque no tengo dudas 
de que haremos justicia! 


Muchas gracias. 
10) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRA- 
CIÓN DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una solicitud de 
licencia. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 21 de mayo de 2013. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Presente 


De mi mayor consideración: 
A través de la presente, solicito al Cuerpo me con- 


ceda licencia al amparo del artículo 1.? de la Ley n.” 
17.827, de 14 de setiembre de 2004, por motivos par- 
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ticulares, el día de hoy -21 de mayo de 2013- a partir 
de las 12:30 horas. 


Sin otro particular, saluda al señor Presidente 
muy atentamente. 
Daniel Martínez. Senador”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-23 en 24. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Daniel Olesker y Jor- 
ge Basso han presentado notas de desistimiento, in- 
formando que por esta vez no aceptan la convocatoria 
a integrar el Cuerpo, por lo que queda convocado el 
señor Eduardo Fernández, a quien ya se ha tomado la 
promesa de estilo. 


11) EMPLEADOS DEL BANCO BANDES URU- 
GUAY S.A. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con el 
asunto en tratamiento, entiendo que el miembro in- 
formante desea hacer algunas precisiones pero, si no 
hay inconveniente, sugiero que se dejen para el final 
del debate en general así aprovechamos para contes- 
tar las preguntas y hacer todas las aclaraciones que 
correspondan. 


SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: nosotros 
votaremos afirmativamente este proyecto de ley así 
como también lo haremos con el aditivo propuesto 
por los señores Senadores que integran la Bancada 
del Partido Nacional. 


Con respecto al voto afirmativo a la iniciativa remi- 
tida por el Poder Ejecutivo, ante todo debemos decir 
que no pensamos, por supuesto, que el Estado deba 
hacerse cargo de todos los trabajadores que quedan 
en situación de desempleo porque para eso existen 
instrumentos legales apropiados que no consisten en 
la incorporación de los cesantes a los cuadros funcio- 
nales del Estado. Tampoco pensamos que algún sec- 
tor de trabajadores en particular como, por ejemplo, 
el de los bancarios deba gozar de ese régimen que, 
de estar reservado a un solo sector de trabajadores, 
constituiría un privilegio. No se trata de eso. Aquí lo 
que ocurre es que el Banco de la República, que es 
el Banco del Estado, está diciendo que necesita in- 
corporar nuevos funcionarios porque han crecido el 
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volumen de sus negocios y sus actividades, porque 
mídase como se mida su performance es exitosa e im- 
portante, pasando de activos por US$ 4.000:000.000 
a US$ 14.000:000.000, porque ha visto disminuir el 
número de sus funcionarios, porque hoy están ce- 
rrando sucursales y dependencias de otros bancos y 
es preciso mantener la presencia de las instituciones 
financieras no solamente en todos los barrios de la 
capital, sino en todas las regiones del país donde sea 
posible hacerlo. Entonces, en virtud de estas conside- 
raciones necesita tomar nuevos funcionarios. 


Por otro lado, hay trabajadores bancarios que posi- 
blemente queden cesantes en función de la reestruc- 
tura que dispondrá el Bandes por las circunstancias 
sobre las que ya se ha hablado. Ante la convergencia 
de situaciones, la de un banco oficial que necesita 
más empleados y la de empleados que necesitan un 
banco para seguir trabajando, parece razonable ha- 
bilitar, a través de una ley, la incorporación de ese 
personal al Banco de la República. Y eso es lo que 
constituye el fundamento de nuestro voto. 


Por supuesto que no se nos escapa que en esto debe 
incidir algún otro factor. El Bandes irrumpió en nuestra 
plaza financiera en circunstancias muy particulares, 
apoyando la situación de Cofac en aquel momento. Se 
trata de un Banco que viene de Venezuela y nuestro 
Gobierno se ha esmerado en cultivar las relaciones 
con la República Bolivariana de Venezuela. Pero de 
esto habremos de hablar la semana que viene. Hoy 
tenemos que encarar la situación de estos trabajadores 
que se enfrentan a la cesantía como una circunstancia 
inminente y nos parece que si el Banco de la República 
los necesita, hacemos bien en habilitar la posibilidad 
de que los incorpore. 


Por otra parte, compartimos lo expresado por el 
señor Senador Gallinal en cuanto a la pertinencia de 
atender la situación de aquellos trabajadores que vie- 
nen del antiguo Banco de Crédito, del Banco Comer- 
cial, de todos los que fueron afectados por la crisis de 
2002, que desde hace tanto tiempo están esperando 
una solución. Nos parece más que oportuno y justo 
el planteo realizado por el señor Senador Gallinal y 
advertimos que por la vía de incorporar la situación 
de esos exfuncionarios del Banco de Crédito a las pre- 
visiones del artículo 1.%, simplemente se está autori- 
zando al Banco de la República a incorporar a esos 
funcionarios, pero no se le está imponiendo su incor- 
poración inmediata, lo cual tampoco puede hacerse 
porque estamos ante un Ente Autónomo que tiene 
poderes propios para la designación de su personal. Si 
lo que este proyecto de ley hace es habilitar al banco 
para que incorpore a esos funcionarios a su plantilla, 
permitimos que, a su tiempo, en función de sus ne- 
cesidades, tomando todas las providencias que sean 
necesarias en cuanto a exámenes de aptitud, habili- 
tación de vacantes, créditos presupuestales, etcétera, 
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vaya procesando gradualmente esas incorporaciones. 
Me parece que esto es importante. No se trata de que 
un artículo del proyecto de ley le imponga al Banco de 
la República una incorporación no prevista ni consi- 
derada hasta ahora, y entonces, de buenas a primeras 
se tienen que sumar 40 o 50 funcionarios más; no se 
le impone, sino que se le autoriza a hacerlo y se le 
da la herramienta para que, gradualmente, se lleve 
a cabo esta tarea que hace once años está pendiente. 


Consideradas así las cosas, señor Presidente, está 
perfectamente justificada la propuesta que realizan los 
señores Senadores del Partido Nacional, que nosotros 
también habremos de acompañar con nuestro voto. 


Muchas gracias. 
SEÑOR TAJAM-.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR TAJAM.- Señor Presidente: todo esto se 
enmarca en una situación particular del sistema fi- 
nanciero uruguayo. Sin duda, empleados y empleado- 
res del sistema han resuelto las crisis institucionales 
de una manera que no es la norma en el resto de la 
economía del país; ello es cierto y ha redundado para 
bien de los trabajadores del sistema. Los funcionarios 
desempleados del sistema financiero son redistribui- 
dos entre las instituciones que siguen funcionando o 
que lo hacen de mejor forma y pueden absorberlos. 
Desde hace un buen tiempo, esa práctica ha sido tra- 
dición en el sistema. 


En este marco no es la primera vez que el Banco 
de la República y las instituciones públicas forman 
parte de una solución de estas características porque, 
como bien se dijo, también formaron parte de la ab- 
sorción de trabajadores durante la crisis. 


En esta ocasión, no se trata solamente de absor- 
ber trabajadores, sino también de una solución que se 
da en diversos planos. Esta transferencia es múltiple, 
tiene lugar en los negocios, en la infraestructura, en 
el área de mercado y el personal hace posible que ello 
funcione. El proyecto de ley se encuadra dentro de 
ese marco. El acuerdo firmado entre el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, las instituciones financie- 
ras del sector público involucradas —Banco Central, 
Banco de Seguros y Banco de la República- y AEBU 
contempla a 146 funcionarios, pero se estableció la 
cantidad de 150, dejando un margen para prever al- 
guna situación particular. Se pretende dar solución a 
esos 146 empleados bancarios que están en el seguro 
de desempleo desde el 30 de marzo. Dada la situación 
en la que se encuentran, sin ninguna duda tenemos 
que implementar una solución lo más rápido posible 
y a eso apuntamos con este proyecto de ley. 
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Se dio la situación planteada por el señor Senador 
Gallinal respecto de trabajadores del sistema finan- 
ciero que aún no han encontrado un lugar dentro del 
sistema, como les ocurrió a tantos otros que también 
fueron perjudicados por la crisis de 2002. Sin embar- 
go, esas son soluciones particulares —lo dijimos en la 
Comisión-, y por ello no creímos conveniente incor- 
porarlas en este proyecto de ley que ampara una si- 
tuación particular. Para esas situaciones hay normas 
vigentes, pero no sabemos —por lo tanto, debemos in- 
vestigar bien— por qué no funcionaron para todos, si el 
problema fue tal como lo plantearon estos exemplea- 
dos que se presentaron ante la Comisión. Debemos 
investigar por qué no funcionaron aquellas normas 
y cuál es la situación particular de cada una de esas 
personas para resolver. Tenemos la voluntad de ha- 
cerlo y así lo manifestamos en la Comisión. En el año 
2011 ellos se presentaron, pero no hubo continuidad 
en ese esfuerzo por encontrar una solución; por eso, 
procuraremos que esto tenga una continuidad. De to- 
dos modos, como ya dije, no creo que esta situación 
forme parte de esta solución particular, y con ello no 
estamos haciendo una diferencia entre los trabajado- 
res sindicalizados y los que no lo son. Esta situación 
no tiene nada que ver con una definición del carácter 
que le daba el señor Senador preopinante. 


Por estos motivos apoyamos este proyecto de ley 
que soluciona la situación de 146 trabajadores que 
hoy se encuentran en seguro de desempleo y que da 
una mejor perspectiva al propio Banco de la Repú- 
blica, en lo que refiere a la ampliación de negocios y 
posibilidades financieras. 


Era cuanto quería manifestar. 
SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: el señor 
Senador Gallinal nos señala como si fuéramos unos 
perversos, como si tuviéramos la actitud de perjudi- 
car a unos y a otros, mezclando todo, pero las cosas 
no son así. Estamos intentando solucionar un proble- 
ma; y si hay otros, tendremos que estudiarlos para 
ver cómo se contemplan. Eso hay que decirlo bien 
alto. Muchas veces una ley soluciona ciertos aspec- 
tos, mientras que otras leyes, normas o resoluciones, 
resuelven otros, porque no vamos a resolver todos los 
problemas con un solo instrumento. 


Que el Presidente de AEBU se defienda solo. Él 
dice que defiende a sus asociados y es lo que hace 
cualquier Presidente de una asociación o de un sin- 
dicato. Una cosa es que planteen reivindicaciones 
porque quieren una jornada mejor paga para todos 
y otra, después, que en la aplicación estricta de las 
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normativas o beneficios que se alcanzan vele por sus 
asociados. 


El sindicalismo uruguayo es muy especial —y es 
bueno que sea así- porque tiene una construcción de 
defensa mucho más universalista que el resto de las 
centrales del mundo que, en general, son varias por 
países y que, en muchos casos, están peleadas entre 
ellas. Cada central se preocupa por sí misma, al igual 
que cada sindicato, y así funciona el sistema en el 
mundo; no hay que ser muy inteligente para saberlo. 


Se mezcla el tema de algunos empleados banca- 
rios que perdieron su trabajo en la crisis del año 2002 
con este, pero son situaciones distintas y mezclarlas 
confunde y enreda un sistema que ya es muy delica- 
do. Esto no quiere decir que no haya que dar solucio- 
nes si estamos en condiciones de hacerlo. 


¿Por qué surge esta situación? Primero, porque 
hay una institución bancaria con complicaciones, que 
manda personal al seguro de desempleo y trata de 
hacer una reestructura. El sistema bancario es muy 
delicado y que el Gobierno esté permanentemente 
poniendo atención en él está bien. Se trata de un área 
de la economía en donde lo conveniente es no hacer 
olas, ya que cualquier circunstancia de conflicto ge- 
nera preocupaciones, tensiones y turbulencias en el 
resto de una actividad que es muy delicada, no solo 
en Uruguay sino en el mundo. 


SEÑOR GALLINAL.- Por eso el ex-Presidente Ta- 
baré Vázquez pidió el default. 


SEÑOR MICHELINI.- Le concedo una interrup- 
ción al señor Senador Gallinal, si así lo desea. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No sé si el señor Senador 
Gallinal va a solicitar una interrupción. 


SEÑOR GALLINAL.- No, gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede proseguir el señor 
Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: sería 
bueno que el señor Senador Gallinal se guiara por lo 


que es la conducta del debate. 


Naturalmente, que el doctor Tabaré Vázquez le 
preocupe a los partidos tradicionales no es noticia. 


Sigamos con nuestra línea de razonamiento. 


(Interrupción del señor Senador Gallinal que no 
se escucha). 


—Reitero que le concedo una interrupción al señor 
Senador Gallinal, si así lo desea. 
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SEÑOR PRESIDENTE..- Por favor, señores Sena- 
dores, mantengamos el debate ordenado. 


Puede proseguir el señor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Es muy importante que 
el Gobierno ponga atención en esta actividad, y se- 
ría muy bueno que le encontrara una solución que 
permitiera que la actividad se encauzara. De lo con- 
trario, estaríamos en una situación de conflicto que 
implicaría perjuicios para toda la actividad y en es- 
pecial para esta. Quizá la reestructura que preten- 
de hacer el Bandes no se afirme, y eso implicaría y 
afectaría a otros trabajadores del propio banco, con lo 
que, en lugar de hacer una espiral virtuosa, hacemos 
una perversa. 


A todo esto, surge una solución que carga sobre 
sus hombros, en gran parte, el Banco de la República, 
y el resto, los otros bancos. Tal vez en algunos aspec- 
tos es una carga porque, por más que el Banco de la 
República se esté expandiendo, no necesariamente se 
da la situación de que justo el que necesita para tal o 
cual lugar es el que puede tomar. Pero es un esfuerzo 
que se hace en beneficio de todos, inclusive del Ban- 
co de la República, y no en perjuicio de nadie. 


Ahora bien; leyendo la moción, se me ocurre seña- 
lar que después de que se estudie el tema, si pudié- 
ramos encontrar una solución en extenso, si es que 
todavía quedaron “coletazos” de la crisis del 2002, es- 
taríamos contestes en hacerlo; pero hay que estudiar 
los temas. 


En el artículo propuesto no se invoca la ley que 
creó el seguro de desempleo bancario ni la normativa 
que obligaba a tomar uno de cada tres funcionarios 
de la bolsa bancaria, que se creó a partir de que la 
actividad bancaria empezara a mejorar. Ni en la ley 
de aquel momento ni en esta se establece que los fun- 
cionarios deban estar afiliados a tal o cual sindicato y, 
además, quienes tomaban a ese personal no eran ni 
los sindicatos ni el Parlamento. Eran las instituciones 
bancarias las que iban tomando, repito, uno de cada 
tres. Cada tres funcionarios nuevos, uno tenía que 
ser de esa bolsa bancaria. 


Señor Presidente: ¿por qué no se estableció que 
fueran los tres? Porque la actividad bancaria podría 
necesitar personal que no tuviera las calificaciones 
y características de los que figuraban en esa bolsa de 
trabajo. Entonces habrá que ver por qué todavía, de 
esa circunstancia, hay funcionarios desocupados, y 
si en el futuro —ya que por parte del señor Senador 
Gallinal se nos indica que son tan pocos- se van a ir 
tomando. Creo que este tema hay que estudiarlo, ha- 
cerlo bien, ver si necesita normativa legal y no mez- 
clar una cosa con la otra. 
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Me hacen llegar —no he tenido tiempo de leerlo— 
el texto de la Ley n.? 17.523, que debieron incluir 
los proponentes -supongo que debe ser esa—, que fue 
la que determinó la solución que se dio en aquella 
instancia. Si la solución que se dio no resultó satis- 
factoria, estudiémosla. No mezclemos una cosa con 
otra, porque lo que va a ocurrir es que no le estamos 
dando solución a un aspecto ni al otro que queremos 
resolver hoy. 


Repito, señor Presidente: la actividad bancaria es 
delicada; debemos actuar con ponderación, no debe- 
mos improvisar, y si hay situaciones de injusticia, las 
debemos estudiar a fondo con todos los datos sobre 
la mesa. 


Por lo expuesto, señor Presidente, vamos a votar el 
proyecto de ley tal cual vino de Comisión. 


SEÑOR GALLINAL.- Pido la palabra para contes- 
tar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: en primer 
lugar, quiero señalar que, en mi modesta opinión, a 
las expresiones del señor Senador que acaba de hacer 
uso de la palabra corresponde aplicar el artículo 85 
del Reglamento. Puedo estar equivocado, señor Presi- 


dente; la Mesa conoce mucho más de esto que quien 
habla. 


El artículo 85 dice lo siguiente: “Queda absoluta- 
mente prohibido atribuir mala intención a los miem- 
bros de la Cámara, por lo que expresan en la discu- 
sión”. 


Cuando se dice que desordeno y confundo, parece 
que se me está atribuyendo mala intención. Nunca 
hablé —ni lo haré— del pelo ni de la vestimenta del 
señor Senador Michelini. ¿Por qué? Porque él puede 
hacer lo que quiere. 


Primero eso: “Yo desordeno, yo confundo”. Creo 
que he sido especialmente claro, que estoy defen- 
diendo una causa justa y hasta ahora nadie me ha 
dicho lo contrario. 


En segundo término, le recomendaría al señor Se- 
nador preopinante que leyera un poco más, porque 
no cuesta, no duele ni hace daño. Todas las referen- 
cias que hizo no tienen nada que ver con las leyes. 
No están en la ley. Claro, como no la votó, no las sabe, 
pero no figuran ni surgen de la ley, por una razón 
muy sencilla: porque la solución que se dio en aquel 
entonces, cuando el ex—Presidente Tabaré Vázquez 
pidió el default, —tanta sensatez que nos piden- era 
para empleados privados a través de la banca públi- 
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ca y de la banca privada. Obviamente, lo de la banca 
privada no se iba a imponer por ley; entonces, para la 
banca pública se adoptó una solución con una ley y se 
hizo un acuerdo para la banca privada, donde la ma- 
yor parte de los empleados ingresó a lo que se llamó el 
Nuevo Banco Comercial. ¿En carácter de funciona- 
rios públicos como entraron muchos de los del Banco 
de Crédito? ¡No! En carácter de empleados privados. 
¡Bueno sería que a través de una ley le impusiéra- 
mos a una institución privada tomar un empleado! 
Se recorrieron varios caminos, se utilizaron distintos 
instrumentos, y en algún momento llegamos a felici- 
tar la imaginación, ductilidad y flexibilidad con que 
se movió el entonces Ministro Atchugarry, que fue 
uno de los principales impulsores de esta solución. 
Por lo tanto, que no pretendan venir a enseñarme 
qué referencia tengo que poner o dejar de poner en 
un artículo, cuando ni siquiera conocen el contenido 
de las leyes a las que están aludiendo. No lo conocen 
porque no la votaron pero aclaro que, en lo personal, 
conozco muchas leyes que no voté, aunque ese es un 
problema de cada uno. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senado- 
res me lo permiten, quiero decir que la referencia al 
artículo 85 del Reglamento es correcta, ya que está 
prohibido atribuir mala intención. 


Quisiera hacer dos comentarios. 


En primer lugar, vale decir que una cosa es seña- 
lar la discrepancia ante un pasaje de una interven- 
ción de algún miembro del Cuerpo, y otra sostener 
que se hace con mala intención, que es casi como 
decir que se hace con mala fe. Creo que ese es el 
espíritu del Reglamento. 


En segundo término, debo decir también que este 
debe ser uno de los artículos más violados que hay 
en esta institución, porque todos somos responsables 
y aquí no se salva nadie de violar el artículo 85. 
Entonces, dado que se ha mencionado, aprovecho la 
ocasión para exhortar a que todos —me incluyo, por 
cierto- hagamos un esfuerzo, precisamente, para 
no atribuir mala intención a ningún miembro del 
Cuerpo, por profunda que sea la discrepancia que se 
tenga. 


Pido disculpas por el comentario, pero quería 
compartirlo con los señores Senadores. 


SEÑOR HEBER.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: quisiera ha- 
cer dos o tres reflexiones sobre este proyecto de ley. 
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En la exposición de motivos se nos dice que hay 
un plan de reestructura del Bandes, porque está re- 
orientando su negocio en el territorio nacional. Se 
afirma que esa es la razón por la cual se genera un 
excedente de recursos humanos. Quiere decir que el 
Bandes se está achicando, y espero que no termine 
cerrando porque, si así fuera, la solución que se dio 
en aquel momento no fue buena, dado que lo espera- 
ble es que un banco se quede en la plaza, generando 
operativa financiera y dando trabajo. 


Por lo tanto, hay una primera mala noticia del 
Bandes, porque está en proceso de achicamiento; se 
produce un excedente de recursos humanos y se nos 
dice que el Banco de la República los necesita, por lo 
que se produce un entendimiento entre ambas insti- 
tuciones financieras. 


Este es el planteo que se hace, y el votar este pro- 
yecto de ley implica que estamos de acuerdo con ese 
entendimiento. Uno podría preguntarse por qué no 
se estaría de acuerdo con eso, ya que si faltan re- 
cursos humanos en un lado y hay excedente en otro, 
es natural que así se proceda; quizás lo más lógico 
sería que se hiciera un llamado o un concurso abierto 
para que esos funcionarios también se presentaran. 
Lo cierto es que hay un entendimiento y que, por 
ese entendimiento, el Banco de la República expresa 
que no necesita la totalidad de los funcionarios y así 
aparecen el Banco de Seguros del Estado y el Banco 
Central. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Solari). 


—Pido al señor Senador Antognazza, miembro in- 
formante de este proyecto de ley -que parecería está 
en medio de una polémica muy importante con su 
sector—, y a los miembros de la Comisión, que me di- 
gan si no habría sido necesario recibir también a los 
representantes del Banco Central y del Banco de Se- 
guros. ¿Por qué digo esto? Porque se recibió al Banco 
de la República en la Comisión para preguntarle si 
necesitaba a todos los funcionarios, a lo que su Pre- 
sidente respondió que no. Quedan excedentes ciento 
cincuenta funcionarios, y uno se pregunta por qué 
en la Comisión no se recibió al Banco de Seguros del 
Estado y al Banco Central para saber si estas institu- 
ciones necesitaban personal. Esa es la primera pre- 
gunta que uno se plantea, porque en la exposición 
de motivos se incluye al Banco de Seguros y al Banco 
Central, diciendo que se trata de mano de obra espe- 
cializada que puede ser absorbida por el sector de la 
banca oficial; se trataría de mano de obra especializa- 
da que puede ser absorbida. 


La exposición de motivos relata, aunque no 
articuladamente, la razón de todo esto y dice que hay 
un grupo de funcionarios excedente y que el Banco 
de la República los necesita, por lo que sería bueno 
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no dejarlos en la calle. Obviamente, no quiero que 
nadie quede en la calle —y supongo que los demás 
Legisladores tampoco-, ni los sindicalizados ni los no 
sindicalizados. Ese es el primer sentimiento. ¿O acaso 
estamos diciendo que los trabajadores sindicalizados 
son más especializados que los que no lo están? Hago 
esta pregunta porque me importa razonar en voz alta. 


SEÑOR PRESIDENTE (Alfredo Solari).- Solicito 
al señor Senador Heber que se dirija a la Mesa y que 
no se produzcan intervenciones, salvo que se pidan 
y se concedan, con lo cual mantenemos el orden del 
debate. 


Puede continuar el señor Senador Heber. 


SEÑOR ANTOGNAZZA.- ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor Senador? 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: siempre me 
dirigí a la Mesa, pero se hacen gestos. Hago el planteo 
de modo de centrar la discusión en lo que para mí es 
importante resolver en el día de hoy. 


Aquí hay una necesidad de funcionarios de parte 
del Banco de la República y un excedente de traba- 
jadores en el Bandes, pero no todos serán absorbidos 
por el primero sino que algunos de ellos también se- 
rán derivados al Banco de Seguros del Estado y al 
Banco Central. ¿Por qué? Creo concluir que si hay 
una buena dirección sindical, el objetivo es que nadie 
quede en la calle, y para eso se han hecho gestiones 
a efectos de que el Banco de Seguros y el Banco Cen- 
tral absorban a los que no incorpore el Banco de la 
República. Esa es la razón para haber incluido a estos 
bancos en el proyecto de ley; no hay otra. Ni siquiera 
se los invitó a la Comisión, y me parece que está bien 
que la dirección sindical esté peleando por el traba- 
jo de sus afiliados. Nadie va a cuestionar eso porque 
están cumpliendo con su trabajo y su representación. 


Ahora bien: el punto que plantea el señor Senador 
Gallinal es si nosotros estamos cumpliendo con nues- 
tro trabajo. No hay duda de que los dirigentes sindica- 
les lo están haciendo y que lo hacen bien, pero reitero 
que la pregunta que deja el señor Senador Gallinal es 
si nosotros, Legisladores que no pertenecemos a una 
corporación, vamos a dejar de defender a aquellos 
trabajadores que no fueron sindicalizados y que en 
once años no han tenido una oportunidad de trabajo. 


El señor Senador Gallinal decía muy bien que ha- 
bía habido un acuerdo en una ley para lo relativo al 
Banco de Crédito, con el fin de lograr que en aquella 
crisis el hilo no se cortara por el lado más delgado 
y que la misma no la pagaran los trabajadores. En 
lo personal voté esa ley que decía que de cada tres 
vacantes ingresaría un funcionario, tanto público 
como privado, a la banca oficial en primera instan- 


CÁMARA DE SENADORES 


49-C.S. 


cia. Además, hubo un acuerdo entre la banca privada, 
AEBU y el Gobierno para aplicar la misma solución. 
Entonces, uno se pregunta si no estamos en deuda 
con estos trabajadores. Como bien se expresó hace 
unos momentos —lo dijo el señor Senador Michelini-, 
la ley que se votó para el Banco de Crédito no habla 
de trabajadores sindicalizados sino de todos los tra- 
bajadores. Los acuerdos con Atchugarry —al menos 
lo que yo recuerdo que nos había informado- com- 
prendían a todos los trabajadores, no solamente los 
sindicalizados. Pues no fueron para los trabajadores; 
fueron solamente para los sindicalizados. Se nos in- 
formó que hubo algunos trabajadores no sindicaliza- 
dos que tuvieron alguna oportunidad, pero no todos 
ellos; quedan cuarenta o cincuenta. 


¡Se trata de un acuerdo viejo y no hay nada que 
estudiar! ¿Qué tenemos que estudiar? ¡Nada! ¿Exis- 
tió o no ese acuerdo? ¡Sí, señor! Fue con el Gobierno 
del Partido Colorado y el entonces Ministro Atchuga- 
rry, ocasión en la que blancos y frentistas refrenda- 
mos ese acuerdo. Lo hicimos porque todos estuvimos 
de acuerdo con que los trabajadores no pagaran el 
costo de esa crisis y que no hubiera desempleo. ¡Sí, 
señor! ¿Qué decía ese acuerdo? Que los trabajado- 
res debían ingresar a las vacantes que pudieran dar- 
se en la banca oficial. ¿Ingresaron todos? No, no lo 
hicieron. ¡Pues tienen que ingresar! ¿O no se va a 
cumplir la palabra? De eso se trata, porque esto no 
está escrito sino dentro de los entendimientos, y si el 
Partido Nacional dio su aprobación y su palabra en 
aquel momento de crisis, tiene que cumplir con esos 
trabajadores, sea como sea. No importa si se trata de 
cincuenta, de sesenta o de treinta; no puede suceder 
que no hayamos cumplido con esos trabajadores de 
la banca, aunque no estén sindicalizados. No voy a 
reprochar lo que diga el sindicato, aunque me parece 
que hay un sentimiento natural de los trabajadores y 
por más que puedan existir reproches —“tú no ayudás 
porque no estás sindicalizado”—, a la hora de la crisis 
y en el momento en que familias bancarias quedaron 
en la calle, icómo no se le va a dar una mano al com- 
pañero que estaba en el escritorio de al lado, aunque 
no estuviera sindicalizado! ¿O es menos trabajador? 
Reitero que nadie le reprocha al sindicato por lo de la 
defensa, pero entiendo que es un sentimiento solida- 
rio natural. Aunque no pertenezca ni esté afiliado al 
sindicato, si mañana la familia de ese trabajador está 
en la calle, hay que darle una mano porque es tan tra- 
bajador como otros, aunque no esté sindicalizado. In- 
sisto en que nadie le va a reprochar a las autoridades 
del sindicato lo de su defensa, pero me parece que es 
una costumbre muy uruguaya la de dar una mano a 
aquel que en definitiva está desamparado. 


Vuelvo a la pregunta que se debe contestar acá: 
¿participamos o no de ese acuerdo? Sí, lo hicimos. 
Y si participamos y estamos en deuda, ¿no hay que 
pagar? Sí, hay que pagar, hay que cumplir con estos 
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cuarenta trabajadores. ¿Lo podemos hacer mediante 
este artículo? Sí, señor. Votando hoy estaremos dando 
la señal de que pagamos y cumplimos con los acuer- 
dos que desde el año 2002 lamentablemente siguen 
pendientes. 


Naturalmente que no me opongo a este enten- 
dimiento que parece lógico para el Banco de la Re- 
pública que pide recursos humanos, pero no hemos 
escuchado al Banco Central o al Banco de Seguros 
del Estado decir que también los necesita para poder 
apelar a este personal que el Bandes deja en la calle. 


Vuelvo a realizar el planteo para evitar las evasivas 
en la discusión. Si se vota se estará cumpliendo con 
un viejo acuerdo establecido por parte del sindicato 
de la banca privada. En aquel momento cumplió una 
gran misión alguien que quiero recordar porque fue 
una persona con la que discutimos y acordamos mu- 
chas veces; me refiero a Juan José Ramos, un gran 
dirigente sindical que cumplía los acuerdos. En esa 
instancia se acordó que los trabajadores iban a ingre- 
sar. Ahora bien, una cosa es que no se pueda ingresar 
y otra muy distinta es que estén en condiciones de 
hacerlo y no puedan, como castigo, por no estar sin- 
dicalizados. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR HEBER.- Ya le concedo la interrupción, 
señor Senador. 


Eso es lo que me preocupa de esta situación. Si 
nos hubieran dado una respuesta que dijera: “No se 
pudo”, pensaríamos ¿pues no se pudo en estos once 
años? ¿No se pudo ingresar a cuarenta funcionarios 
de la banca privada no sindicalizada? No es creíble. 
Por otro lado me pregunto, ¿están penalizados por el 
hecho de no estar sindicalizados? No lo puedo creer. 
Quiero pensar que esto no es así. ¿Entraron los sin- 
dicalizados en primera instancia porque el gremio 
presionó, son buenos dirigentes y consiguieron esa 
posibilidad? Sí; pero no puedo creer que por el solo 
hecho de no estar sindicalizados los demás trabaja- 
dores estén penalizados como para no ingresar. No 
creo que esto pase en nuestros sindicatos. Si esto no 
sucede, entonces votemos hoy. 


SEÑOR ROSADILLA.- ¡Ya está votado! 


SEÑOR HEBER.- Con mucho gusto concedo las 
interrupciones que se me habían solicitado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Alfredo Solari).- Habían 
solicitado interrupciones los señores Senadores An- 
tognazza, Michelini y Rosadilla. 


Puede interrumpir el señor Senador Antognazza. 
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SEÑOR ANTOGNAZZA.- Muchas gracias, pero 
después voy a hacer un resumen de lo dicho e inten- 
taré contestar las preguntas formuladas. Además, de 
alguna manera el señor Senador ya respondió lo que 
yo iba a decir. 


SEÑOR PRESIDENTE (Alfredo Solari).- Puede 
interrumpir el señor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: si no 
recuerdo mal, el artículo 85 dice que no se pueden 
adjudicar intenciones. Me pregunto cuál es la inten- 
ción referida. No hubo problema con cuarenta traba- 
jadores en la crisis de 2002, sino con cientos de ellos 
y todos los años se fueron tomando. Ahora quedan 
cuarenta y habrá que ver por qué no ingresaron a tra- 
bajar. Se podrá decir que el acuerdo es insuficiente, 
que pasaron once años y que ahora el país está en 
otras condiciones. Pues, lestudiémoslo y trabajemos! 
Pero que no se nos diga que estamos incumpliendo 
ningún acuerdo; hay una simple razón: hubo una ley 
y se debe aplicar. Si los diferentes bancos incumplen 
la ley o aquellos a los que no se les puede obligar in- 
cumplen el acuerdo, tendríamos que ver cuáles son 
las circunstancias. 


(Ocupa la Presidencia el señor Danilo Astori). 


—No nos negamos a estudiar el asunto, pero no en- 
redemos un tema con otro. ¿Se quiere mandar toda 
esta discusión a la Comisión respectiva? Perfecto, 
lo votaremos. ¿Se le quiere decir a la Comisión que 
nos traiga un estudio dentro de sesenta o noventa 
días? Muy bien, después analizaremos las condicio- 
nes legales como para ver si lo podemos solucionar 
acá o hay que hablarlo con el Poder Ejecutivo. Sin 
embargo, ¿cabe encajar este tema en el otro cuando 
no sabemos si esa es la solución? Que yo diga que 
hay que poner la norma, el número de ley, se debe 
a que esos trabajadores tienen un derecho y debe- 
ríamos estudiar por qué luego de once años todavía 
no se les protegió. Me parece que el tema debería 
acotarse a aquellos que pueden decir: “Yo tengo el 
derecho” y no a los que no lo tienen; es algo que se 
debe estudiar. De todas formas, si pregunto cuál es la 
intención —porque no puedo adjudicarla—, que no se 
nos señale como que no queremos solucionar los pro- 
blemas. Cuando se trata de los trabajadores siempre 
estamos consustanciados con ellos; otros lo estarán, 
pero nosotros también. 


Ahora bien —ya lo hemos dicho-, no por ley se ge- 
nera riqueza, porque si fuera así aprobaríamos una 
iniciativa que dijera: “Tenga pleno empleo todo el 
mundo”. No es así. 


Por otro lado, si vamos a discutir los temas, no 
mezclemos lo que pueda decir el Presidente de un 
sindicato con lo que son las leyes. No hay ninguna ley, 
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promulgada por este Gobierno o por otros, que diga 
que los trabajadores deben estar sindicalizados para 
tener derecho a esa ley. En definitiva, cuando se va 
a recurrir a ciertas intenciones creo que sería bueno 
tener la humildad de ver primero qué fue lo que diji- 
mos. Por lo tanto, le digo al señor Senador Heber que 
es bueno que se estudie este tema y que podría anali- 
zarse debidamente en la Comisión correspondiente o 
en cualquier otra. En función de ello, quizás se arribe 
a una solución legal que podríamos estar de acuerdo 
en votar. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Quizás la exposición que reali- 
zó el señor Senador Rosadilla estaba contemplada en 
lo que señaló el señor senador Michelini y no quería 
dejar de otorgar las interrupciones. 


Quisiera que se nos escuchara la argumentación, 
porque nunca atribuí intenciones a nadie. Simple- 
mente, hago preguntas y exijo respuestas; no dije 
cuál es la intención. Acá hay una reestructura del 
Bandes que deja afuera a ciento cincuenta emplea- 
dos. Al mismo tiempo, viene el Banco de la República 
y nos dice: “Preciso gente”. ¿No? Esa es la situación. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- No es así, señor Sena- 
dor. 


SEÑOR HEBER.- ¿Cómo que no es así? Es así. El 
Banco de la República dice que no precisa a todos los 
funcionarios. 


(Dialogados). 


—Bueno, entonces no estoy entendiendo. No par- 
ticipé del trabajo de la Comisión, estoy tratando de 
escuchar en Sala y he entendido que parecería que el 
Bandes se reorganizaría territorialmente, razón por 
la cual tiene un excedente de funcionarios. Al mismo 
tiempo, el Banco de la República expresa que precisa 
funcionarios. ¿Es o no así? 


Me dicen que no; entonces, estoy equivocado. 


SEÑOR GALLINAL.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR HEBER.- Con gusto se la concedo para 
que me explique si es como lo planteo o si estoy equi- 
vocado, para poder votar a conciencia el proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Gallinal. 
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SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: como ya 
relaté, en la Comisión de Asuntos Laborales y Seguri- 
dad Social recibimos al Ministro interino de Trabajo y 
Seguridad Social y al Presidente del Banco de la Re- 
pública. Cuando le preguntamos a los representantes 
del Banco si, en el acuerdo realizado con el Bandes, 
el Banco se comprometía a incorporar a ciento cin- 
cuenta funcionarios, el Presidente de la institución 
respondió claramente que no, por la sencilla razón 
que el Banco no necesita esa cantidad de funciona- 
rios y no está en condiciones de hacer una erogación 
de esas características en carácter permanente. Por 
eso, al acuerdo y al proyecto original se agregó, en el 
artículo 1.”, la disposición que amplía la incorpora- 
ción de los empleados del Bandes al Banco Central y 
al Banco de Seguros del Estado. Eso es lo que expresó 
el señor Presidente del Banco de la República y ya lo 
leí textualmente; hasta expresé cuánto iba a costar 
-en opinión del Presidente del Banco de la Repúbli- 
ca— la incorporación de funcionarios que se piensa 
hacer, pero lo que en ningún momento nos dijo —ni le 
preguntamos- fue cuántos, de esos ciento cuarenta 
y seis, iban al Banco de la República. Sí nos expresó 
que una parte va al Banco de la República —aparen- 
temente, la mayoritaria—, otra al Banco Central y una 
tercera al Banco de Seguros del Estado. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Entonces, estoy en la línea co- 
rrecta de razonamiento. El Bandes se achica, deja un 
excedente de funcionarios, el Banco de la República 
se está agrandando —-como expresa la exposición de 
motivos— para consolidar cada día más su trabajo en 
la plaza con oficinas que ya están instaladas. Esas son 
las razones, precisa más funcionarios y los toma del ex- 
cedente que dejó la reestructura del Bandes. No sabe- 
mos a cuántos funcionarios incorpora. No lo sabemos, 
pero el Presidente del Banco de la República expresó 
que no eran todos, el resto ingresa al Banco de Segu- 
ros del Estado y al Banco Central. ¡Ahí está el tema! 
¿Por qué entran a estas dos instituciones si ninguna 
de ellas ha expresado que precisa más funcionarios? 
No lo han dicho, ni han sido citados por la Comisión 
para hablar sobre el tema. La meta es que ningún tra- 
bajador quede en la calle; entonces me parece que acá 
hay algo que se debe decir claramente: la dirigencia 
sindical ha realizado un trabajo que ha sido exitoso y 
ha conseguido que ningún trabajador en esta reestruc- 
tura quede en la calle. ¡Muy bien! ¿Participan de esto 
el Banco Central y el Banco de Seguros del Estado por- 
que necesitan funcionarios? No; lo hacen para que no 
quede nadie en la calle. ¿Y los que están en la calle? 
Porque hay que estudiar a los que están en la calle, 
que hace once años que están esperando. ¡Debemos 
ser coherentes en el razonamiento, a no ser que aquí 
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se esté aplicando el concepto de que los funcionarios 
que están sindicalizados tienen prioridad y tienen que 
entrar y los que no lo están no pueden hacerlo! Espero 
que ese no sea el razonamiento. Si no lo es y se hace 
participar a los Bancos Central y de Seguros del Estado 
para que ningún trabajador quede en la calle, los que 
hace once años que están esperando y están en la calle 
=sean estos ochenta—, como existe compromiso parti- 
dario también tienen que entrar, ya sea en el Banco 
de Seguros o en el Central, porque en el Banco de la 
República hay un freno por parte de la Administración, 
que dice: “No los preciso”. En el Banco de Seguros y 
en el Banco Central no hay ningún freno y se está di- 
ciendo que se completa la nómina de ciento cincuenta 
funcionarios para que ningún trabajador del Bandes 
pague las consecuencias de la reestructura. ¿Qué va 
a pasar mañana, si otro banco privado actúa de igual 
forma? ¿Lo mismo? Espero que no. Según lo que se 
argumentó, en un momento de crisis financiera que 
comprometía la viabilidad de Cofac, el Bandes asumió 
esa carga. De alguna manera, puede existir un cierto 
compromiso con el Bandes que, supongo, no se apli- 
cará mañana a otros bancos que en un futuro puedan 
hacer lo mismo. 


(Dialogados). 


—Estamos hablando de casos distintos, señor Pre- 
sidente, porque en el caso del Bandes —reitero— esa 
fue una primera medida que tuvo que tomar el Go- 
bierno del Frente Amplio en cuanto asumió, porque 
había una crisis bancaria en Cofac. En aquel momen- 
to el Bandes asumió ese costo y, de alguna manera, 
garantizó la viabilidad y la continuidad en sus puestos 
a muchos trabajadores. De ahí, supongo, la obligación 
que hoy estamos viendo que existe en cuanto a que 
el Banco de la República pueda absorber a estos tra- 
bajadores, pero no me parece que la banca oficial, el 
Banco de Seguros del Estado y el Banco Central, sean 
una suerte de “re, re, reaseguro” para que mañana, 
si otro banco se reduce o se reestructura a sí mismo, 
tengamos que reemplear en función de que se reor- 
ganizaron estos bancos. 


Por eso, señor Presidente, nos parece vital la apro- 
bación de este artículo porque el razonamiento es: 
“Tan válidos son los trabajadores de hoy, como los de 
ayer”. Son tan trabajadores los que hoy queremos 
ayudar —-queremos hacerlo- como aquellos a los que 
desde hace once años les debemos una respuesta. No 
me parece justo que se nos diga que se debe estudiar 
caso a caso. No estamos estudiando esto caso a caso. 
Es más; se dice que son 146 funcionarios y “como dijo 
el señor Senador Tajam-: “pusimos ciento cincuenta 
y cinco para tener un margen y que si hubiera alguno 
más, pudiera ser incluido”. Me parece bien que se le 
dé un margen para contemplar a todos. Pero no lo sa- 
bemos, porque no se ha hecho un estudio caso a caso. 
¿Por qué tenemos que hacer un estudio respecto de 
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aquellos que hace once años que están esperando? 
No tenemos que hacerlo. 


Nosotros, como partido, estamos invitando a votar 
este proyecto y a votar este artículo —las dos cosas-, 
porque a mi juicio es incoherente votar una solución 
para unos y no para quienes están penando hace tan- 
to tiempo y solo piden una oportunidad. Por esta ra- 
zón, invito al Senado a que se voten las dos cosas. 


Muchas gracias. 
SEÑOR ABDALA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR ABDALA.- Señor Presidente: a esta altu- 
ra del debate queremos, simplemente, hacer algunas 
reflexiones con relación al tema que el Senado está 
considerando. 


Independientemente de cuál sea la decisión final 
-que, obviamente, es presumible: la aprobación de 
este proyecto de ley-, votada por la unanimidad de 
los miembros del Cuerpo o por mayoría, nos parece 
claro que tenemos que asumir que con la aprobación 
de este proyecto de ley, el Estado, a través del Poder 
Legislativo, estará realizando una discriminación de 
carácter legislativo. 


(Murmullos en Sala). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señores Senadores: ¡por 
favor, disminuyamos el nivel de los murmullos en 
Sala! 


Puede continuar el señor Senador Abdala. 


SEÑOR ABDALA.- Muchas gracias, señor Presi- 
dente. 


Decía que con la aprobación de este proyecto de 
ley lo que habrá de acontecer —formalmente, será 
así— es una suerte de discriminación. Aclaro que esto, 
en sí mismo, no encierra un juicio de valor. Para es- 
tablecer una discriminación por ley, tienen que exis- 
tir poderosas razones que la justifiquen, razones de 
proporcionalidad y de razonabilidad en función del 
objetivo que se persigue. En este caso, sin duda, hay 
una situación relacionada con la suerte de 150 fami- 
lias y hay razones que pueden invocarse —de hecho, 
se han invocado- vinculadas con la salud del siste- 
ma financiero. Por lo tanto, creo que no está mal que 
asumamos en toda su dimensión la circunstancia de 
que una discriminación legislativa es perfectamente 
posible y arreglada a la Constitución; incluso, existen 
antecedentes más que suficientes en ese sentido y en 
las más diversas materias y rubros. 
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Me parece bien que, a la hora de reflexionar y 
analizar el alcance de esta solución, asumamos tam- 
bién cabalmente que esa discriminación acontece en 
diferentes direcciones, provocando así perjuicios, por 
lo menos aparentes, con relación a distintos grupos o 
ciudadanos. 


Señor Presidente: la discriminación que no cabe 
y estuvo sobrevolando este debate es la que, como se 
ha dicho y reiterado, se pretende fundar en razones 
de carácter sindical. Esa sí que no corresponde, por- 
que los derechos sindicales no son derechos colec- 
tivos, sino individuales, de ejercicio colectivo. Tanto 
el derecho a la libertad sindical como el derecho de 
huelga son derechos individuales de cada trabajador, 
independientemente de su condición de trabajador 
sindicalizado o no. De manera que esa discrimina- 
ción no corresponde. Creo que esa discriminación —a 
mi juicio, discriminación mayor-, que está planteada 
en el contexto de este debate, es la que el Partido Na- 
cional —con el aditivo que se ha presentado- pretende 
enmendar o solucionar. 


Reitero que aquí hay discriminaciones importan- 
tes que tienen que ver con situaciones que se dan 
tanto dentro del sistema bancario como fuera de él 
y, entre estas últimas, fundamentalmente con rela- 
ción al mercado de trabajo en general. Seguramente 
será difícil encontrar antecedentes de empresas pri- 
vadas -como un banco- en que la situación de los 
trabajadores que están en riesgo de perder su fuente 
laboral —cosa que, por supuesto, siempre implica una 
situación desgraciada-— se resuelva por ley, sin mediar 
concurso y estableciendo su presupuestación. 


A nuestro juicio, este proyecto de ley cometerá 
también otras discriminaciones que podrán llegar a 
ser positivas —en el sentido de tolerables o justifica- 
bles, por lo cual podría ser razonable que lo aprobára- 
mos- con relación a los antecedentes del propio sis- 
tema bancario. Aquí se ha hablado reiteradamente de 
los trabajadores del Banco de Crédito que, luego de 
la crisis de 2002, fueron incorporados en función de 
las soluciones legales que el país se dio. Si mi infor- 
mación no está equivocada, al Banco de la República 
ingresaron alrededor de 350 funcionarios o emplea- 
dos del Banco de Crédito; no lo hicieron en calidad de 
presupuestados sino de contratados a términos. Estos 
trabajadores del Bandes —aclaro que no digo que esté 
bien o mal; simplemente, estoy tratando de analizar 
clínicamente la solución planteada- ingresarán, por 
imperio de la ley, sin concurso de oposición y, ade- 
más, en condición de funcionarios presupuestados de 
los tres bancos públicos que están involucrados en 
este antecedente legal. Esa es una suerte de discri- 
minación. La situación de esos trabajadores del Ban- 
co de Crédito terminó de resolverse en los últimos 
tiempos; fue parte de la plataforma reivindicativa de 
AEBU en el conflicto de 2010, porque todavía esta- 
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ban pendientes de presupuestación y de definición 
decenas de situaciones del Banco de Crédito que, rei- 
tero, ingresaron en esa condición. 


En esta propuesta de solución legislativa existe 
también una discriminación con relación a trabajado- 
res que hoy están en una situación de flexibilidad la- 
boral en el propio Banco de la República; algunos de 
ellos vienen pidiendo su presupuestación desde hace 
mucho tiempo y, sin embargo, no han tenido éxito. Me 
refiero a trabajadores que cumplen sus funciones en 
régimen de contrato a término. Estoy pensando, por 
ejemplo, en la División Tecnologías de la Información 
en la que hay decenas de trabajadores del Banco de la 
República que —no desde ahora, sino desde hace mu- 
cho tiempo- vienen reclamando estabilidad laboral y 
presupuestación; sin embargo, a través de esta san- 
ción legal no van a tener éxito. Es más, de prosperar 
esta solución legal “como sucederá-— determinará que 
un conjunto nuevo de trabajadores ingresen al Banco 
con todos sus derechos, con la máxima estabilidad 
laboral y en régimen de presupuestación, a diferencia 
de otros trabajadores del Banco de la República -que 
revistan en la plantilla de personal de la institución 
desde hace mucho tiempo- que hasta ahora no han 
tenido idéntica suerte o igual solución. 


Otra discriminación debe anotarse con relación a 
los recientes ingresos en el Banco de la República. 
En el 2012, la institución hizo un llamado a concur- 
so para incorporar —como efectivamente se hizo- a 
150 trabajadores, que finalmente entraron, quedan- 
do, además, establecida una lista de prelación. En 
esa oportunidad se presentaron entre cuatrocientos 
y quinientos postulantes, ingresaron 150 y quedaron 
50 personas, por lo menos, anotadas en esa lista de 
prelación. Estas personas no tuvieron la suerte de 
ingresar pero ellas no solo se presentaron, sino que 
además rindieron prueba de aptitud y están en condi- 
ciones de ingresar. Si no han ingresado es porque el 
Banco de la República ha entendido que no necesita- 
ba personal y, por lo tanto, no los convocó. De todas 
formas, ahí hay una mera expectativa de ciudadanos 
y ciudadanas uruguayas que se presentaron a ese lla- 
mado a concurso, que no estuvieron entre los prime- 
ros 150, pero que sí están entre los primeros 50 de la 
lista de prelación, con las pruebas de aptitud rendidas 
y aprobadas. El Banco de la República podría recurrir 
a ellos; sin embargo, no lo hará porque, de acuerdo 
con la solución legislativa, tendrá prioridad el con- 
junto de compatriotas que hasta ahora trabaja en el 
Bandes. Aquí también hay una suerte de discrimina- 
ción que probablemente terminemos votando, pero 
asumámosla como tal porque es real y creo que este 
antecedente debe formar parte del debate. 


Me parece que hay otro ángulo de la cuestión que 
tiene que ver con la perspectiva de la gestión pública, 
en particular, de la banca pública. El ingreso de es- 
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tos trabajadores, más allá de la solución social —que, 
por supuesto, acepto que se establezca como priori- 
taria—, ¿representa también el mejor resultado para 
los bancos públicos involucrados, desde el punto de 
vista del rendimiento y del resultado de la gestión? 
Esta es una pregunta que nos debemos formular por- 
que, entre otras cosas, el proyecto de ley que estamos 
considerando manda desaplicar los artículos 1.” y 5.2 
de la Ley n.” 16.127, lo que equivale a desaplicar la 
intervención preceptiva, que la norma indica en el 
caso de los ingresos públicos, de la Oficina Nacional 
del Servicio Civil y ni más ni menos que el requi- 
sito o el procedimiento del concurso para ingresar 
al Estado. Eso no se aplicará en este caso. Práctica- 
mente, no habrá prueba de aptitud. En lo personal, 
me llamó la atención —quizá el miembro informante 
puede aclararlo- que en el proyecto de ley original 
enviado por el Poder Ejecutivo se hiciera referencia a 
una prueba de aptitud de carácter eliminatorio, cosa 
que se eliminó en la Comisión. La prueba de aptitud 
es prácticamente un trámite porque, de acuerdo con 
lo que estrictamente consagra el texto del proyecto 
de ley, será facultativa —ni siquiera preceptiva— de los 
bancos públicos: Banco de la República, Banco de Se- 
guros del Estado y Banco Central del Uruguay, que 
por mandato legal están llamados a incorporar a este 
personal. ¿Eso es lo mejor para los bancos del Estado 
desde el punto de vista comercial, de la gestión y del 
resultado? No olvidemos que el Bandes, de acuerdo 
con la información oficial —o, por lo menos, según la 
que tengo en mi poder, cuya fuente es el propio Ban- 
co de la República—, es el banco más ineficiente de la 
plaza financiera del Uruguay. El Bandes, de acuerdo 
con estos porcentajes -que, como dije, lleva el propio 
Banco de la República—, en lo que ha transcurrido del 
año 2013 ha alcanzado un 140 % de ineficiencia, que 
se mide en función de los costos operativos asociados 
a los resultados. En ese sentido, el Banco de la Repú- 
blica es el más eficiente, ya que su guarismo o ratio 
se ubica en 60 %, mientras el porcentaje medio de la 
banca privada es de 85%. Reitero que el guarismo del 
Bandes es de 140 %. 


¿Esto es culpa de los trabajadores? Sería temera- 
rio hacer una afirmación de esas características, pero 
objetivamente podemos decir, poniendo una mano 
en el corazón, que estamos planteándonos la alter- 
nativa de que el Estado absorba prácticamente a la 
mitad —poco más o menos- de los trabajadores de un 
banco privado cuya ineficiencia está demostrada, por 
lo menos a partir de las evaluaciones que el propio 
Estado realiza, a través del Banco de la República 
—que es la institución que incorporaría a buena parte 
de esos empleados-, con frecuencia mensual. Repito 
que estamos hablando de un informe cuya fuente es 
el Banco de la República Oriental del Uruguay y que 
reporta mensualmente la actividad de todo el sistema 
financiero y la banca privada y pública. 
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¿Y, quién determina qué trabajadores se incorpo- 
rarán, si no habrá prueba de aptitud? En este caso, 
simplemente hay una suerte de compromiso que el 
Estado asume sin un procedimiento previo de selec- 
ción, análisis, reflexión o cotejo y, en función de que 
hay que alcanzar determinados objetivos —y parecería 
que el fin justifica los medios—, el Poder Legislativo 
establece un mandato legal que inalterablemente 
debe cumplirse, más allá de los resultados. 


No está demasiado claro —esto lo mencionaba el 
señor Senador Gallinal en ocasión de presentar, hace 
un rato, su informe al Senado- que esto realmente se 
encuadre dentro de las necesidades funcionales, por 
ejemplo, del Banco de la República. Esta institución, 
de acuerdo con la información oficial que también 
tengo en mi poder, año a año acuerda con la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto un tope de funcio- 
narios, de trabajadores, que en la actualidad es de 
4.223. Hoy en día revisten en el Banco de la Repúbli- 
ca algo menos que ese número, pero en todo caso, el 
margen que quedaría entre los trabajadores que efec- 
tivamente prestan funciones en el Banco y el tope 
acordado con la OPP no será suficiente para absorber 
a los 150 trabajadores del Bandes. 


Por lo tanto, espontáneamente surge la duda: 
¿esto es una necesidad funcional para el Banco de 
la República? ¿Lo es en la medida en que apenas le 
queda un cupo —para decirlo en términos que se pue- 
dan entender rápidamente- de 70 u 80 funcionarios, 
de acuerdo con el tope acordado con la OPB mientras 
hay 150 trabajadores de un banco privado para absor- 
ber, que tendrán que incorporarse porque la ley así 
lo mandata y lo establece? Me parece que estas son 
preguntas que espontáneamente deben surgir. 


Recién el señor Senador Heber hacía referencia 
a que, en todo caso, si el Banco de la República no 
fuera suficiente, pues entonces el Banco Central del 
Uruguay y el Banco de Seguros del Estado incorpora- 
rían al resto de los funcionarios en cuestión, porque 
se trata de mano de obra especializada; así se estable- 
ce textualmente en la exposición de motivos del Men- 
saje del Poder Ejecutivo que acompaña al proyecto de 
ley. Ahora bien, ¿quién mide eso? 


También se habla de que se trata de trabajadores 
que tienen trayectoria en el sector. No obstante, esas 
serían, en todo caso, verdades reveladas que hoy el 
Senado y mañana la Cámara de Representantes ten- 
drán que asumir como absolutas para poder votar 
con tranquilidad, haciendo una especie de acto de 
fe. No consta que en la Comisión —no lo ha dicho 
ninguno de los señores Senadores que la integran— 
haya habido un análisis, una demostración, o por lo 
menos una explicación de los jerarcas correspon- 
dientes, en el sentido de que, efectivamente, esa 
necesidad de personal sea real y será satisfecha a 


21 de mayo de 2013 


partir de la incorporación de los 150 trabajadores 
del Bandes. 


Recordaba el señor Senador Gallinal que, even- 
tualmente —-según expresiones del economista Ca- 
lloia— se llegaría al equilibrio con las necesidades del 
Banco de la República, pero esto se ubicaría siempre 
en el plano de lo eventual, de lo hipotético; lo princi- 
pal es solucionar este tema —porque hay que hacerlo— 
y después hay que ver cuál sería el efecto o la conse- 
cuencia que produciría sobre la gestión de la banca 
pública y, en particular, del Banco de la República 
Oriental del Uruguay. 


Es por todas esas razones, señor Presidente, que 
advertimos que la aprobación de este proyecto de ley 
no implica, por cierto, una solución fácil ni sencilla 
desde ningún punto de vista, cualquiera sea la actitud 
que cada uno de los señores Senadores asumamos a 
la hora de votar a favor o en contra de esta iniciativa. 


Entiendo, por cierto, que una solución como esta 
va a generar perjuicios, porque las discriminaciones 
implican la afectación del derecho, del interés o aun 
de la mera expectativa que pueda tener otro que, por 
ejemplo, concursó el año pasado en el Banco de la 
República y está esperando la eventualidad de que lo 
llamen, lo que ahora no va a suceder. 


Por lo tanto, reitero, me parece que para votar a 
conciencia es necesario, cuando menos, asumir estas 
realidades en toda su dimensión, y al hacerlo —y con 
esto termino-, sería muy importante que el Senado 
y esto justifica el aditivo que ha presentado y está 
promoviendo el Partido Nacional- intentara conjurar 
la discriminación mayor que, según está planteada la 
situación, es la que se da entre estos trabajadores y 
aquellos que han quedado rezagados de la crisis del 
2002. Todos ellos vivieron entonces o viven ahora el 
riesgo, más o menos inminente, de quedarse sin tra- 
bajo, y está bien que el Estado se plantee la posibili- 
dad de ir en su rescate porque, al hacerlo, no sola- 
mente soluciona su situación y la de sus familias, sino 
que también, sin duda, ayuda a robustecer el sistema 
financiero. Pero no está bien que, en tal caso, haya 
esa respuesta para unos pero no para los demás. Evi- 
dentemente, eso es una discriminación que, repito, 
está más allá de la proporcionalidad y de la razonabi- 
lidad, y hasta podría llegar a entenderse que termina 
por violar el principio de igualdad. 


Creo que la solución que hoy adopte el Senado 
será mucho más robusta y fuerte en la medida en que 
solucione las dos situaciones. Seguramente, desde el 
punto de vista legal y jurídico, esa opción quedará a 
buen resguardo de cualquier ulterioridad y del propio 
control de constitucionalidad si la solución es para 
todos y no solamente para aquellos que, en todo caso 
más recientemente, se han visto enfrentados a esa 
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situación. La solución debe ser para todos: para los 
que viven hoy esa situación y para aquellos que la vi- 
ven desde hace ya largo tiempo y, desde ese entonces, 
siguen esperando una solución. 


Gracias, señor Presidente. 
SEÑOR DA ROSA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR DA ROSA.- Señor Presidente: voy a ser 
breve porque ya llevamos varias horas discutiendo 
este tema que, en lo central, creo que está claro para 
todos. 


Tal como dijimos en la Comisión, tenemos una 
propensión favorable a votar este proyecto de ley en 
función de lo que hemos conversado con trabajado- 
res del Bandes y con gente que está cerca del tema, 
quienes nos han explicado cuáles son las razones por 
las cuales se llega a este acuerdo; además, queremos 
evitar situaciones que se dieron en el pasado. Estoy 
hablando de nuevas situaciones de crisis y de dificul- 
tad de algún tipo de institución financiera, que pue- 
den volver a generar inestabilidad en la plaza y en los 
trabajadores, que es algo que nadie desea. 


Esa posición —-que ya hemos expresado claramen- 
te- se complementa con la postura que sostuvimos 
con el señor Senador Gallinal en la Comisión. ¿Por 
qué? Porque creemos que aquí hubo un problema de 
imprevisión, un error del Ministerio de Economía y 
Finanzas o del Banco Central, que debieron haber te- 
nido en cuenta la situación planteada con esos 40 o 
50 exempleados de los Bancos de Crédito, Comercial 
y de Montevideo que todavía van quedando y no han 
sido reubicados, para tratar de buscar una solución 
global. Ya que se planteaba este tema del acuerdo con 
el Bandes, debería haberse buscado una solución glo- 
bal para terminar definitivamente el problema, por- 
que más allá de lo que digan los dirigentes sindicales 
—que, en definitiva, defienden a sus afiliados—, como 
dije el otro día en Comisión, la mayor responsabilidad 
es nuestra, del sistema político, en virtud de que esta- 
mos incumpliendo con un compromiso que en su mo- 
mento se asumió a los efectos de que los trabajadores 
que fueron afectados por la crisis financiera del año 
2002 fueran reubicados, de manera que no sintieran 
la pérdida de su fuente laboral. El problema —repito— 
no es del sindicato, ni de los trabajadores del Bandes, 
ni de los que hoy están sin ubicación; el problema 
es del sistema político. Por lo tanto, nosotros somos 
quienes tenemos que solucionarlo. 


Ahora bien, con el mismo espíritu con que que- 
remos resolver el problema de los trabajadores del 
Bandes, entre otras cosas para evitar futuros dolores 
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de cabeza en esta materia, es obvio y lógico que co- 
rresponde encontrar una solución a quienes están 
esperando desde hace once años. Lo que no se puede 
hacer es plantear las cosas en blanco y negro, o sea, 
decir que estamos a favor de los trabajadores del Ban- 
des pero no queremos que los que están esperando 
desde hace once años encuentren una solución defi- 
nitiva. Tampoco deseamos que la solución definitiva 
para esos trabajadores afecte o genere un problema 
en función del acuerdo que el Bandes celebró con 
el Banco de la República en las negociaciones que 
mantuvieron. 


Esa es nuestra posición, y creemos que es total y 
absolutamente coherente aprobar el proyecto de ley 
con el artículo aditivo que hemos propuesto. Ahora 
bien, si no existe esa voluntad política, seguiremos 
insistiendo con el tema; seguramente presentaremos 
un proyecto de ley y continuaremos reclamando una 
solución definitiva a esta situación, porque es evi- 
dentemente atentatorio —-gravemente atentatorio, di- 
ría— del principio de igualdad, buscar determinadas 
soluciones para algunos trabajadores e ignorar, no re- 
cordar o no tener presente la situación de otros que 
están esperando desde hace once años. Creo que es 
una evidente injusticia y algo frente a lo cual el siste- 
ma político es responsable; por tanto, como sistema 
político tenemos que buscar una solución a ese tema. 


En definitiva, creemos que el artículo aditivo pro- 
puesto es complementario del proyecto de ley apro- 
bado en Comisión. En ese sentido, vamos a insistir 
en nuestra posición y —reitero- si no encontramos el 
apoyo político necesario para la aprobación de este 
artículo aditivo, seguiremos insistiendo en el tema 
con miras a encontrar una solución definitiva res- 
pecto a una situación que, evidentemente, violenta 
el principio de igualdad. Eso es claro y de elemental 
sentido común. 


Muchas gracias, señor Presidente. 
SEÑOR FERNÁNDEZ.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Señor Presidente: todos 
sabemos muy bien que cuando se habla del sistema 
financiero hay que hacerlo con mucha responsabi- 
lidad, dada la delicadeza del negocio. Es claro que 
todos y cada uno de nosotros tenemos presentes las 
últimas situaciones por las que ha pasado el país y 
cuánto le han costado todas y cada una de las crisis 
del sistema financiero. ¿Por qué se dieron esas situa- 
ciones en cada momento? Para responder eso podría- 
mos volver hacia atrás, ver cuál fue la actitud que 
tomó en cada momento quien debía controlar a los 
bancos y por qué se llegó a esas situaciones. Si vamos 
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muy atrás en el tiempo, tendríamos que remontar- 
nos a 1965 —simplemente para recordar algunos ca- 
sos— cuando ocurrió lo del Banco Transatlántico y el 
Banco Regional. En aquella época, el Presidente del 
Consejo Nacional de Gobierno saludó la actitud de los 
trabajadores —liderados por el sindicato bancario- en 
su actuación en defensa de las fuentes de trabajo -sí, 
por supuesto-, que es lo que cualquier sindicato tiene 
que tener como bandera fundamental, pero también 
en defensa del país. Por eso, en aquel momento el Ge- 
neral (R) Óscar Gestido manifestó que las acciones 
que llevaba adelante el gremio bancario no solamente 
eran históricas, sino también patrióticas. Y creo que 
eso ocurría desde antes, aunque debemos manejar- 
nos con tiempos más cercanos para ver cuál ha sido 
la actitud permanente del sindicato bancario. 


Considero, señor Presidente, que sería sano para 
el país, para el sistema político y para los sindicatos 
en este caso concreto, AEBU- tener una discusión, 
un intercambio o una mesa redonda —hoy que está 
tan de moda— acerca de cuál es el papel que le co- 
rresponde y le toca jugar a un sindicato. Y digo esto 
porque creo que no es bueno estar hablando de de- 
claraciones de dirigentes sindicales, cuando estamos 
aquí, amparados en nuestros fueros; para mí sería 
bueno enfrentar la situación y determinar qué le co- 
rresponde hacer cumplir a los sindicatos. 


Además, me fui hasta 1965 para hablar de otros 
tiempos y recordar que en el país las crisis no empe- 
zaron hace unos años, posdictadura, sino que previo 
a ella también hubo procesos de quiebre que el país 
tuvo que afrontar con la plata de todos y luego de los 
cuales decenas de trabajadores del sistema financiero 
quedaron desprotegidos. Recuerdo a los trabajadores 
de los llamados Bancos intervenidos —dos de ellos 
eran el Banco Mercantil y el Banco de Cobranzas, Lo- 
caciones y Anticipos—, cuyos derechos fueron violen- 
tados a raíz del proceso de liquidación en la época de 
la dictadura y nunca lograron que su situación fuera 
reparada mediante algún proyecto de ley; muchos de 
ellos fueron destituidos por ser militantes, pero algu- 
nos lo fueron simplemente por estar afiliados al sindi- 
cato y luego les costó horrores conseguir un empleo. 


Sería bueno que los señores Senadores recorda- 
ran las penurias que tuvieron que pasar muchos de 
esos trabajadores. 


Señor Presidente: quiero decir que el proyecto de 
ley del Poder Ejecutivo es muy claro. En él se men- 
ciona que se suscribió un acuerdo tripartito entre el 
Poder Ejecutivo, el Bandes —es decir, los Bancos ofi- 
ciales —y la Asociación de Empleados Bancarios del 
Uruguay. Además, se explica que el motivo de dicho 
acuerdo es que el Banco Bandes del Uruguay ha toma- 
do la decisión de reorientar su negocio en el territorio 
nacional, esperando focalizar sus operaciones en otro 
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segmento de mercado, y que como consecuencia de 
ello, una parte importante de su red física, logística y 
de recursos humanos le resultan excedentarios. Pero 
no se trata de hablar solo de los recursos humanos — 
que no dejan de ser sumamente importantes—, porque 
se advierte que el Banco de la República Oriental del 
Uruguay también está interesado en hacerse cargo de 
estos negocios, ya que ello le permitiría, entre otras 
cosas, tener presencia física en algunas localidades 
del interior del país donde no está presente, captar 
nuevos negocios y clientes, reformar sus oficinas ya 
instaladas en otros lugares y consolidar cada día más 
su liderazgo en plaza. El Banco de la República tam- 
bién tiene interés en hacerse cargo de estos recursos 
humanos, en la medida en que, en su mayoría, se 
trata de trabajadores de larga trayectoria en el sector 
bancario, cuya incorporación prácticamente evitará 
el proceso de capacitación. 


El Banco de la República recibirá, además, nueve 
sucursales del Bandes, tal como señalaban los traba- 
jadores. ¿Por qué lo digo? Porque parece que siempre 
hablamos exclusivamente de las trabajadoras y los 
trabajadores y no de la importancia que tiene para al 
Estado el desarrollo del principal banco del país. De- 
bemos tener conciencia de que estamos tomando esta 
resolución; no es la primera vez que el Banco de la 
República se hace cargo de trabajadores que vienen 
de la actividad privada. 


Es muy claro que la responsabilidad que el Poder 
Ejecutivo asumió para la conducción de una salida, 
no es la de otros momentos. Solo en el caso del Ban- 
co Transatlántico del Uruguay -BTU-— hubo concurso 
para luego ir ingresando. Cuando el Banco Comercial 
se vendió a la Compañía General de Negocios en Ar- 
gentina, se trasladaron más de sesenta trabajadores 
al Banco de la República. Y allí no recuerdo que al- 
gún Legislador haya pedido concursos o capacitación 
de los trabajadores; seguramente el sindicato no se 
hubiera asustado, pero no lo recuerdo. No recuerdo 
que quienes hoy están preocupados por el hecho de 
que el Banco República pueda estar tomando a algún 
funcionario que no esté capacitado, en su momento 
lo hubiesen planteado. 


Es importante tener en cuenta que muchos de los 
trabajadores y trabajadoras vienen de la época de las 
cooperativas de ahorro y crédito, que tanto bien le 
hicieron al país. Se conformaron en momentos muy 
difíciles y lograron ocupar aquel segmento donde a la 
banca extranjera no le importaba meterse, que fue el 
de la atención al microcrédito. Y vienen con capaci- 
dad y concepción social muy importante para el Ban- 
co de la República. Por lo tanto, me parece que habría 
que tener un poco de respeto y saber que estamos 
hablando de trabajadores que han venido sintiendo la 
presión de situaciones difíciles. 
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No quiero extenderme en manejar todos los mo- 
mentos de crisis del sistema financiero desde 1985 
a 1989, y cómo se fueron resolviendo; hace poco, el 
propio Presidente del Senado participó en el comen- 
tario de un libro que escribió el contador Ricardo Pas- 
cale acerca de la crisis del sistema financiero desde 
1985 hasta el noventa y pico, producto de la salida de 
la época de la dictadura, y cómo se tuvo que poner 
responsabilidad y cabeza para poder salir adelante. 
Los trabajadores y las trabajadoras fueron fundamen- 
tales; el sindicato bancario —reconocido por el conta- 
dor Ricardo Pascale en ese libro- fue sustancial; pero 
todos tuvimos que poner algo. 


Este proyecto de ley interpreta perfectamente la 
búsqueda de una salida rápida y además contempla la 
reivindicación de los trabajadores y las trabajadoras. 
Plantea un escenario bancario, pero contempla tanto 
al Bandes como a la banca oficial y al país en general, 
para salir rápidamente de este problema. 


Quiero decir, además, que siempre ha sido pre- 
ocupación de todos que en la banca oficial todos los 
trabajadores estén presupuestados. Hace un rato, el 
señor Senador señaló que los trabajadores de tecno- 
logía y operaciones del Banco de la República están 
reclamando ser presupuestados. Parecería que hay 
discriminación porque el Banco República no atien- 
de ese pedido. Inmediatamente me contacté con los 
compañeros dirigentes de AEBU y me dijeron que 
quienes no estaban presupuestados —está acordado 
en la firma del último convenio de AEBU, que con- 
templa al Banco República—, una vez que se apruebe 
el convenio del Banco pasarán a contrato de función 
pública, paso previo a la presupuestación. Por tanto, 
las preocupaciones que se expresaban aquí en cuanto 
a discriminación, están superadas, porque el sindica- 
to ya lo había acordado con la banca oficial. 


Creo que debemos aprobar el proyecto enviado por 
el Poder Ejecutivo, por el que se distribuye a los tra- 
bajadores en la banca oficial “Banco República, Ban- 
co de Seguros y Banco Central-, y seguir adelante. Si 
hubiera otras situaciones, deberíamos hablarlo, como 
siempre se ha hecho, tomando en cuenta que como 
se ha dicho, el trabajo es un tema de todos los traba- 
jadores y trabajadoras del país. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le voy a ceder la palabra 
al miembro informante, señor Senador Antognazza. 


SEÑOR ANTOGNAZZA.- Muchas gracias, señor 
Presidente. 


Muchas de las cuestiones que se plantearon acá 
ya fueron contestadas por algunos compañeros. Voy 
a pasar lista a alguna de las cosas que se plantearon. 
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En el 2002, los cinco bancos que cerraron impli- 
caron a 2.542 trabajadores, de los cuales 670 eran del 
Banco de Crédito y el resto pertenecía a la banca pri- 
vada. Todos esos trabajadores, sin discriminación, es- 
tuvieron amparados por un seguro de desempleo, ya 
que se creó una ley que los equiparaba al desempleo 
común. Los bancarios no tenían fondo de desempleo, 
y se creó para que los funcionarios estatales marcha- 
ran con la misma remuneración de todos. Además, se 
creó un fondo con el descuento del 2,5 % a todos los 
funcionarios activos y jubilados de los bancos, para 
mejorar ese fondo de retiro solidario, que fue para 
todos, sin discriminación. Este mecanismo se desac- 
tivó recién en 2007 —es decir, hace seis años- y ac- 
tualmente ningún trabajador o jubilado realiza aporte 
alguno a ese fondo. 


De las negociaciones de este ingenioso y solida- 
rio mecanismo —cuya iniciativa surgió de la Asocia- 
ción de Bancarios del Uruguay- participaron el ex- 
Ministro de Economía y Finanzas, doctor Alejandro 
Atchugarry; por AEBU, el señor Juan José Ramos; y 
también el Presidente de este recinto. No hubo nin- 
gún tipo de discriminación y los jubilados aportaron 
para que los desempleados pudieran paliar mejor su 
posible situación. 


En cuanto a la reinserción laboral, hubo diferen- 
tes vías. La primera fue la creación del Nuevo Banco 
Comercial que, con las Carteras sanas de los bancos 
privados cerrados, conformaron una plantilla laboral 
de 850 trabajadores. La selección fue realizada por 
quienes no fueron puestos al frente de la institución 
privada, propiedad del Estado uruguayo. 


Esta selección se realizó a través de parámetros 
objetivos y no tuvo otro condicionamiento que el de 
llegar a los mejores puntajes. Trabajadores de los 
Bancos Comercial, de Montevideo y La Caja Obrera 
=sindicalizados y no sindicalizados- emprendieron el 
desafío cuya iniciativa también había surgido de la 
Asociación de Bancarios del Uruguay. 


La segunda vía se empezó con los trabajadores del 
Banco de Crédito, que fue el famoso tres por uno. 
El capital accionario del banco pertenecía al Estado, 
por lo que este tenía la responsabilidad directa y de- 
bía asumirla. Por lo tanto, en 2003 se suscribió un 
acuerdo laboral entre AEBU, el Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas y los tres bancos estatales. Según ese 
acuerdo, de cada tres trabajadores de esos bancos que 
fueran jubilados, ingresaría uno de aquella entidad 
cerrada. En eso consistió el tres por uno. 


Luego de recorrer el Ministerio en etapas -inclui- 
do el reconocimiento legal del Parlamento-, todos 
aquellos que cumplieron con los requisitos están in- 
egresados y presupuestados en los bancos oficiales. 
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Existió un tercer grupo de trabajadores provenien- 
tes de los cuatro bancos netamente privados —por eso 
se toma al Banco de Crédito, el del tres por uno-, 
que no tuvieron una vía de reinserción laboral y que 
igualmente se beneficiaron con el seguro de desem- 
pleo; pero su suerte laboral no tuvo la canalización 
institucional. 


Para estos casos la Asociación de Bancarios del 
Uruguay conformó una bolsa de trabajo entre sus 
afiliados —aproximadamente quinientos- y se inició 
un largo y penoso trabajo de procesos de negociación 
con el sistema bancario privado para que ese perso- 
nal fuera absorbido gradualmente. Este proceso lle- 
vó entre siete y ocho años, finalizando en 2010 con 
la totalidad de los compañeros de la bolsa de trabajo 
reinsertos en la entidad bancaria. 


Muchos de los que estaban en el seguro de desem- 
pleo ganaban muchísimo más estando en actividad. 
Generalmente, ganaban mucho menos de la mitad 
cuando estaban en el seguro de desempleo. Cuando 
hablo de lo que cobraban estando en el seguro, me 
estoy refiriendo a cifras de entre $ 12.000 y $ 18.000. 
Nunca fueron superiores a eso. 


Este proceso abarcó a casi tres mil personas y 
duró casi diez años. Algunos buscaron soluciones 
individuales, tomaron importantes sumas de dinero 
para desvincularse de las empresas, confiaron en sus 
propias fuerzas, lejos de lo colectivo, social y sindical. 
Pero cada uno es libre de tomar sus propias decisiones. 


El otro aspecto al que me quiero referir es por qué 
entran los otros bancos, es decir, el Banco de Seguros 
del Estado y el Banco Central. Porque en el segundo 
inciso del artículo 3.* del proyecto de ley se establece: 
“Sin perjuicio de ello, las tres instituciones quedan 
habilitadas para realizar a los empleados a ingresar 
evaluaciones psicolaborales a fin de determinar su 
ajuste a los perfiles requeridos por cada Institución”. 


Esas evaluaciones ya están prácticamente realiza- 
das. Creo que ahora se está por efectuar una segunda 
etapa. Y luego se decidirá quiénes son los que que- 
dan. 


Los 147 trabajadores del Bandes fueron elegidos 
por el propio banco; no intervino para nada ninguna 
otra persona. Reitero, lo hizo el mismo banco. Y el 
acuerdo se hizo directamente con el Banco de la Re- 
pública Oriental del Uruguay. 


Luego, evidentemente, intervino el sindicato, pen- 
sando en la defensa de sus afiliados. 


En cuanto a la afiliación o no afiliación, esa es una 
decisión personal de cada uno de los trabajadores. Los 
sindicatos defienden a todos los que quieren afiliarse 
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a él. Nadie los obliga a afiliarse. Yo no creo que exista 
eso y, si existe, está mal. Entonces, cuando las cosas 
están mal —esto ocurre en todos lados, y aquí también 
se dijo—, quienes no están afiliados al sindicato, dicen o 
pretenden que este los siga defendiendo cuando ellos, 
anteriormente, habían elegido no aliarse a una lucha 
colectiva, como decíamos en aquella oportunidad. 
Pero es de hacer notar que todos se benefician de las 
luchas colectivas cuando se trata de salarios, de ca- 
tegorización o de mejoras sociales. Reitero, todos son 
beneficiarios, aunque algunos decidan no afiliarse a los 
sindicatos. Quiero que esto quede bien claro; yo lo viví 
durante mucho tiempo y sé que es así. 


Muchas veces hacíamos reuniones con compañe- 
ros de trabajo que no estaban afiliados al sindicato 
y les preguntábamos por qué no se afiliaban. Había 
de todo un poco. Y también había gente que los re- 
criminaba. En todos lados ocurren estas cosas. Pero, 
en general, creo que eso se plantea en todo el movi- 
miento sindical, es decir, siempre hay gente que no 
está afiliada. 


Con respecto a los compañeros —repito lo ya di- 
cho-, se analizan individualmente los casos de estos 
150 trabajadores del Bandes, que deben pasar por 
la evaluación psicolaboral establecida en el segundo 
aditivo del artículo 3.”. Por consiguiente, deben ren- 
dir una o dos pruebas, según la etapa en la que se en- 
cuentran. Esas evaluaciones son realizadas por traba- 
jadores afiliados y no afiliados al sindicato bancario. 


Con relación a lo que los señores Senadores del 
Partido Nacional planteaban con respecto al artículo 
aditivo, me animo a decir —consulté con mis compa- 
ñeros de Bancada-— que la Bancada del Frente Amplio 
estaría dispuesta a estudiarlo. 


Por lo que dije anteriormente, es muy difícil sal- 
varse de que entendamos que sea caso por caso, pero, 
reitero, podemos discutirlo. Estaríamos abiertos y dis- 
puestos a hacerlo —hablo en nombre de la Bancada del 
Frente Amplio- con mucho gusto cuando los señores 
Senadores lo deseen. Si hubiera estado presente en 
la Comisión, podría haberlo dicho. Según consta en 
las versiones taquigráficas, dije que no tenía inconve- 
niente en hacerlo. Es posible que hayan ocurrido in- 
justicias; de ser así, las analizamos. Es bueno hacerlo. 


Considero que dar marcha atrás es algo muy im- 
portante en la vida. Así como ocurre con los autos, si 
tenemos que dar marcha atrás, lo hacemos con mu- 
cho gusto. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR GALLINAL.- Pido la palabra para hacer 
una aclaración. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Hemos escuchado muy 
atentamente al señor Senador Antognazza, así como 
lo hacemos con todos los integrantes del Cuerpo, pero 
en este caso en particular, lo hacemos por tratarse 
del miembro informante, representante de la Banca- 
da oficialista. 


Si bien nosotros estamos convencidos de que un 
buen principio de solución sería incorporar el aditivo 
que, por lo que vemos, no va a contar con los votos 
suficientes—, en la medida en que el señor Senador 
Antognazza ha dicho en nombre de su Bancada que 
está dispuesto a estudiarlo, a discutirlo, que puede ser 
que se hayan cometido injusticias, que tener marcha 
atrás es buena cosa en la vida para unos y para otros, 
nosotros vamos a votar el proyecto de ley y vamos a 
pedir que se vote el artículo aditivo; en caso de que 
no cuente con los votos necesarios, pediremos que se 
vote para derivarlo a la Comisión de Asuntos Laborales 
y Seguridad Social para continuar estudiando el tema. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar en general 
el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Señor Presidente: celebra- 
mos que este proyecto de ley finalmente haya sido 
aprobado, si no me equivoco, por unanimidad. Quie- 
re decir que sus bondades son muchas más que sus 
insuficiencias y por eso lo hemos votado con convic- 
ción. 


El aditivo que surge en el Pleno —anunciado pero 
no presentado en la Comisión— no tiene otros antece- 
dentes; refiere a empleados, pero como la Comisión 
no ha tenido oportunidad de saber cuántos son, quié- 
nes son o cuál es su situación, consideramos que no 
es pertinente votarlo en esta ocasión. Corresponde, 
pues, aprobar el proyecto de ley del Poder Ejecuti- 
vo y como ha dicho el miembro informante, señor 
Senador Antognazza— examinar con detenimiento y 
tranquilidad el proyecto de ley que eventualmente se 
pueda considerar en el seno de la Comisión. 


Muchas gracias, señor Presidente. 
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SEÑOR GALLINAL.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: creo que 
siempre es muy bueno estar en Sala y escuchar lo que 
se dice porque es la mejor manera de evitar discutir 
sobre temas en los que estamos de acuerdo. 


Quería señalar que con mucho gusto hemos vota- 
do afirmativamente este proyecto de ley porque con- 
sideramos que se hace justicia, la misma que preten- 
dimos hacer cuando votamos las otras leyes. 


Asimismo, deseo aclarar que el artículo aditivo 
fue presentado en Comisión para su consideración 
y que las ochenta personas damnificadas que están 
pendientes de esta disposición fueron recibidas por 
la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social 
del Senado de la República Oriental del Uruguay en 
el transcurso de la presente Legislatura. También 
quiero agregar que nos han caído muy bien —así me lo 
señalaba el señor Senador Moreira— las expresiones 
finales del señor Senador Antognazza. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión particular. 
(Aplausos en la Barra). 


—La Presidencia comunica a quienes están en la 
Barra que no se puede hacer manifestaciones de nin- 
gún tipo y que, si se insiste en ello, va a tener que 
ordenar su desalojo. 


Léase el artículo 1.*. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo 1.”.- Se autoriza al Banco Central del 
Uruguay, al Banco de la República Oriental del Uru- 
guay y al Banco de Seguros del Estado para que en 
conjunto ingresen un total de 150 (ciento cincuenta) 
empleados del Banco Bandes Uruguay S.A. 


Los empleados que podrán ser considerados para 
ingresar de acuerdo con lo previsto en el inciso ante- 
rior, deberán haber figurado en la plantilla del Banco 
Bandes Uruguay S.A. al 31 de marzo de 2013 y no 
haber configurado causal jubilatoria a la fecha de la 
promulgación de la presente ley”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
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(Se vota:) 

24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 2.*. 

(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo 2.”.- Quienes ingresen en virtud de lo 
previsto en la presente ley, tendrán la condición de 
funcionarios públicos presupuestados”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 3.". 

(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo 3.”.- A los efectos de lo previsto en los 
artículos anteriores, no será de aplicación lo dispues- 
to por los artículos 1.* y 5.” de la Ley n.* 16.127, de 7 
de agosto de 1990, y modificativa. 


Sin perjuicio de ello, las tres Instituciones quedan 
habilitadas para realizar a los empleados a ingresar 
evaluaciones psicolaborales a fin de determinar su 
ajuste a los perfiles requeridos por cada Institución”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 


La Presidencia consulta a los integrantes de la Co- 
misión si solamente hay una disposición modificativa 
o puede haber más de una, pues en el artículo se dice 
“modificativa” en singular. 


SEÑOR ANTOGNAZZA.- Sí, señor Presidente. 
Debería decir “modificativas”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el artículo llegado de Comisión, 
tal como fue leído. 


(Se vota:) 
—0 en 24. Negativa. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el ar- 


tículo 3.9 con la palabra “modificativas” —en plural- al 
final del inciso primero. 
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(Se vota:) 
24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR GALLINAL.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: simple- 
mente quiero dejar constancia de que el proyecto de 
ley inicial del Poder Ejecutivo establecía el carácter 
eliminatorio de las evaluaciones psicolaborales. No- 
sotros recibimos la inquietud de AEBU de quitar di- 
cho carácter de manera de dar total vigencia a lo que 
vamos a votar a continuación: que todos los ascensos 
tienen que producirse antes del 31 de diciembre de 
este año. Se hizo la consulta al señor Ministro inte- 
rino de Trabajo y Seguridad Social y compartió el ra- 
zonamiento. Es por esa razón que ya en la Comisión 
se quitó el carácter eliminatorio de la evaluación o 
dejará de serlo en la medida en que se apruebe esta 
redacción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 4.0. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo 4.”.- Los ingresos que se produzcan al 
amparo de la presente ley deberán efectuarse con an- 
terioridad al 31 de diciembre de 2013. 


Se faculta a las tres Instituciones a ajustar la es- 
tructura de cargos y los créditos presupuestales a fin 
de permitir dichos ingresos. Tales ajustes deberán 
contar con la previa aprobación e informe favorable 
de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y del 
Tribunal de Cuentas”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Hay un artículo aditivo presentado por los señores 
Senadores de la Bancada del Partido Nacional que 
lleva el número 3. La Presidencia parte de la base de 
que no pretende sustituir el actual artículo 3.%, sino 
agregarlo y modificar luego la numeración. 


Léase el artículo aditivo. 


(Se lee:) 
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SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Artículo 3.%. La autorización del artículo 1.* de la pre- 
sente ley incluye la incorporación de los exempleados 
de los Bancos de Crédito, Comercial y de Montevideo, 
que hayan quedado desempleados como consecuencia 
de la crisis que llevó al cierre de dichas instituciones. 


Los mismos no deberán haber generado, a la pro- 
mulgación de esta ley, causal jubilatoria en la Caja de 
Jubilaciones y Pensiones Bancarias”. 

SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

SEÑOR GALLINAL.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: deseo ha- 
cer una breve corrección. Cuando se transcribió el 
artículo para recoger la firma de los señores Senado- 
res se omitió incluir al Banco La Caja Obrera, que es 
otra de las instituciones comprendidas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Están mencionados los 
Bancos de Crédito, Comercial y de Montevideo, pero 
la Presidencia solicita a los señores Senadores y se- 
ñoras Senadoras que incorporen también al Banco La 
Caja Obrera entre las instituciones citadas. El resto 
del artículo queda igual. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo. 


(Se vota:) 
-8 en 24. Negativa. 


También había sido propuesto por el señor Sena- 
dor Gallinal el pasaje de este artículo aditivo a consi- 
deración de la Comisión de Asuntos Laborales y Se- 
guridad Social. 


SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: creo 
que también habría que pasar la versión taquigráfica 
de la discusión de este tema porque no necesaria- 
mente los integrantes del Cuerpo que intervinieron e 
hicieron aportes son los mismos que forman parte de 
la Comisión respectiva. Entonces, agrego a la moción 
del señor Senador Gallinal el envío de la versión ta- 
quigráfica correspondiente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el pasaje de este artículo aditivo, 
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así como la versión taquigráfica de esta discusión, a 
la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social. 


(Se vota:) 
-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comu- 
nicará a la Cámara de Representantes a los efectos de 
su consideración. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


“ARTÍCULO 1.”.- Se autoriza al Banco Central 
del Uruguay, al Banco de la República Oriental del 
Uruguay y al Banco de Seguros del Estado para que 
en conjunto, ingresen un total de 150 (ciento cin- 
cuenta) empleados del Banco Bandes Uruguay S.A. 


Los empleados que podrán ser considerados para 
ingresar de acuerdo con lo previsto en el inciso ante- 
rior, deberán haber figurado en la plantilla del Banco 
Bandes Uruguay S.A. al 31 de marzo de 2013 y no 
haber configurado causal jubilatoria a la fecha de la 
promulgación de la presente ley. 


ARTÍCULO 2.”.- Quienes ingresen en virtud de 
lo previsto en la presente ley, tendrán la condición de 
funcionarios públicos presupuestados. 


ARTÍCULO 3.”.- A los efectos de lo previsto en 
los artículos anteriores, no será de aplicación lo dis- 
puesto por los artículos 1.* y 5.* de la Ley n.* 16.127, 
de 7 de agosto de 1990 y modificativas. 


Sin perjuicio de ello, las tres Instituciones quedan 
habilitadas para realizar a los empleados a ingresar 
evaluaciones psicolaborales a fin de determinar su 
ajuste a los perfiles requeridos por cada Institución. 


ARTÍCULO 4.*.- Los ingresos que se produzcan 
al amparo de la presente ley deberán efectuarse con 
anterioridad al 31 de diciembre de 2013. 
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Se faculta a las tres Instituciones a ajustar la es- 
tructura de cargos y los créditos presupuestales a fin 
de permitir dichos ingresos. Tales ajustes deberán 
contar con la previa aprobación e informe favorable 
de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y del 
Tribunal de Cuentas”. 


12) RÉGIMEN DE TRABAJO 


SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: al estar de 
licencia la señora Senadora Constanza Moreira, me 
corresponde ejercer la Presidencia de la Comisión de 
Constitución y Legislación. En ese carácter, solicito al 
Senado que autorice a la Comisión a reunirse hoy a la 
hora 14 y 30, porque está citado el señor Ministro de 
Industria, Energía y Minería, así como el Presidente 
del Directorio de UTE. Por ende, solicito al Senado 
que otorgue la autorización prevista en el numeral 6. 
del literal B del artículo 69 del Reglamento de esta 
Cámara, para que la Comisión pueda reunirse. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción 
de orden presentada por el señor Senador Pasquet. 


(Se vota:) 


-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


13) REPÚBLICA MICROFINANZAS S.A. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en tercer término del Orden del 
Día: “Proyecto de ley por el que se faculta al Banco de 
la República Oriental del Uruguay a conceder prés- 
tamos o avales a República Microfinanzas S.A. (Carp. 
n.” 1066/2012 — Rep. n.* 819/2013)”. 
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(Antecedentes:) 


Carp.” 10662612 - Rep.n*319 2013 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 


de E Dipiiles 


Artículo único.- El Banco de la República Oriental del Uruguay 
podrá conceder créditos o avales a República Microfinanzas S.A., en 
tanto sea propietario del 100% (cien por ciento) del capital social, A 
estos efectos, ro será aplicable la prohibición. dispuesta en el 
numeral 4) del artículo 22 de la Ley N* 18.716, de 24 de diciembre de 


2010. 
Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 


Montevideo, a 14 de noviembre de 2012. 


_— 
. Vicepresidenta 


Secuetario 
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COMISIÓN DE HACIENDA 


INFORME EN MAYORÍA 


Señores Representantes: ; 
Vuestra Comisión de Hacienda ha analizado el proyecto de ley 
remitido por el Poder Ejecutivo referido a República Microfinanzas S.A., por el cual se 
faculta al Banco de la República Oriental del Uruguay a concederle préstamos o avales, y 
recomienda su aprobación. 

Dentro de las políticas públicas que el gobierno viene 
desarrollando para lograr la inclusión e integración social de los sectores más vulnerables 
de nuestra sociedad, surge claramente la necesidad de favorecer el acceso a los servicios 
financieros de esos compatriotas. 

Para ello, necesariamente debemos adaptar las instituciones y 
herramientas con que cuenta el Estado en materia de servicios financieros, 

La exclusión financiera de un sector tan importante de la 
población, no es otra cosa que una consecuencia de la exclusión social. 

La OIT, valorando la inclusión fináncicra como un factor 
determinante para la integración social, define a este tipo de servicios financieros como, 
de acceso universal y permanente, diversificado, adecuado y formal, así como la 
posibilidad de uso según las necesidades del usuario para contribuir a su desarrollo y 
bienestar. 

En este sentido, históricamente nuestro país ha tenido carencias 
importantes para atender a este sector de nuestra sociedad. 

Salvo el desarrollo encomiable pero limitado de algunas ONGs 
como IPRU y FUNDASOL y de algunas Cooperativas, no existieron estrategias de Estado 
para el desarrollo de ofertas financieras adecuadas para ese sector social. 

De acuerdo a encuestas desarrolladas para dimensionar el 
porcentaje de la población que no tiene ninguna relación con el sector financiero, surge 
que más del 44% de la población está en esas condiciones. Para entenderlo en toda su 
dimensión, esto significa que ni siquiera cuentan con una tarjeta de débito o crédito, 

Cuando analizamos la encuesta por franjas de edad o sector 
social de pertenencia, claramente el sector más joven de la población, entre 18 y 29 años 
y el sector con menos ingresos, es el más excluido, 

El término manejado internacionalmente para definir 
conceptualmente el desarrollo de servicios financieros adecuados para lograr la 
universalización del acceso a los mismos se denomina Microfinanzas. 

Microfinanzas, por tanto, es la prestación de servicios financieros 
especializados integrales a personas, familias y grupos de la población que, por razones 
de ingreso, garantía o acceso físico o cultural, no son atendidos por la banca tradicional. 

En este sentido, el Banco de la República Oriental del Uruguay, 


Banco del Estado y la principal empresa financiera del país, definió en.su plan estratégico 
en los últimos años, brindar servicios financieros accesibles a toda la población a costos 
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adecuados y apuntar a la promoción económica de toda la sociedad, apoyando -la 


inclusión financiera. 

Para ello el Banco República, luego de estudios y asesorías privadas y con la 
colaboración de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y la DIPRODE, toma la 
decisión de crear una institución externa, 100% propiedad del mismo, .con el objetivo de 
adaptar su operativa en forma eficiente para la atención de los objetivos señalados. . 

Una de las consultorías que trabajó asesorando al BROU fue la empresa francesa 
Planet Finance, dirigida por Muhammad Yunus, mundialmente conocido como "el 
banquero de los pobres”; de las recomendaciones planteadas, surgió la metodología para 
la atención a los microemprendedores. 

Desde marzo de 2010, la empresa República Microfinanzas S.A. comenzó a trabajar, 
en una primera etapa tomando al personal de la bolsa de trabajo de la ex RILOMAN 
(colateral financiera del Banco de Crédito), capacitándolo para la tarea. 

Paralelamente se comenzó a operar, desplegando una estrategia bien diferente a la 
tradicional, saliendo del mostrador de la empresa en busca de potenciales clientes donde 
estos se encuentran, en los barrios y localidades, asesorándolos, captándolos a través de 
los distintos produttos, desarrollando un seguimiento posterior para colaborar con las 
familias o los microemprendedores. 

Los sujetos de los servicios financieros que ofrece República Microfinanzas S.A. son 
emprendedores, personas fisicas y jurídicas con incipiente actividad comercial, personas y 


familias de bajos ingresos no atendidos por la banca tradicional por consideraciones de 
riesgo, garantias o rentabilidad, pero que constituyen unidades económicas, con el 


objetivo de satisfacer necesidades que tengan impacto económico y social, 

En estos poco más de dos años de actividad, ya son más de 15.000 los clientes que 
se fueron integrando entre microempresarios y familias, atendidos por 57 trabajadoras 
contratadas por la empresa y 78 trabajadores más que, además, brindan servicios de 
"back office" al Banco República. 

Poco a poco el despliegue de los servicios se desarrolla a nivel nacional, 
principalmente en las capitales departamentales y ciudades importantes del interior, a 
partir de un trabajo coordinado con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, los distintos 
Ministerios y con las Intendencias Departamentales. 

Asimismo se han firmado convenios con gremiales representativas de micro y 
pequeños emprendedores, como por ejemplo con CAMBADU, la Comisión Nacional de 
Fomento Rural y algunas cooperativas. 

Los productos financieros que se ofrecen son, caja de ahorros (Microcuenta) en el 
BROU ya que República Microfinanzas S.A. no puede captar depósitos, créditos de capital 
de trabajo; créditos para inversiones; créditos de libre disponibilidad; refacción de 
viviendas y descuento de cheques. 

La evaluación hasta el momento es muy buena, se han colocado aproximadamente 
$ 251:000.000. a más de 15.000 clientes, con indices de morosidad bajos, similares a los 
del resto del sistema financiero, 

El proyecto de ley que nos ocupa tiene que ver con el financiamiento que necesita 
República Microfinanzas S.A. para acceder a los fondos para desarrollar su operativa. 
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Hasta el momento, ante los requerimientos de capital para que República 
Microfinanzas S.A. pueda cumplir con sus cometidos, el Banco de la República hace el 
aporte de los mismos. 

Lo que se busca con este proyecto de ley es exceptuar la prohibición dispuesta en el 
numeral 4) del artículo 22 de la Ley N* 18.718 de 24 de diciembre de 2010. 


La norma referida es la Carta Orgánica del Banco de la República y el numeral del 
artículo en cuestión, prohíbe que el Banco otorgue préstamos a empresas o instituciones 
cuyos directorios estén integrados por uno o más integrantes del Directorio del BROU. 


Efectivamente la norma vigente pretende que exista oposición de intereses entre la 
empresa pública de cede un crédito respecto a la empresa privada que lo recibe. 


Se entiende como mucho más saludable exceptuar de esa prohibición a la empresa 
República Microfinanzas S.A., en el entendido que resulta mucho más transparente y 
financieramente más lógico que la modalidad de capitalización a esta empresa propiedad 
del Banco de la República por parte del mismo, sea a través de créditos con la 
consiguiente obligatoriedad de devolución, y no a través de capitalizaciones sucesivas sin 
contrapartidas exigibles como se realiza en la actualidad. 

Se entiende que en este caso, la capacidad de control queda absolutamente 
asegurad: a partir de la regulación del Banco Central del Uruguay en materia de 
observación y vigilancia de los créditos, a partir de la Superintendencia de Servicios 
Financieros, con la autonomía técnica dé su gestión, garantizada por la Carta Orgánica 
del Banco Central del Uruguay. 

Por otra parte, cabe analizar que la prohibición vigente tiene su génesis en el artículo 
2” de la Ley N* 17.513 del año 2002, en plena crisis financiera del país y Juego 

“incorporado” por” al ánticulo “257 “de la recopilación del BCU de las normas 
bancocentralistas y finalmente incorporado al numeral 4) del artículo 22 de la Ley 
N” 18.716, Carta Orgánica del BROU. 

El motivo principal de incluir esta prohibición fue para evitar los conflictos entre los 
intereses del BROU y los de los privados. 

Entendemos que esa situación no se verifica para nada en este caso, porque los 
Directores de República Microfinanzas, lo son en tanto y en cuanto son Directores del 
Banco de la República. Están cumpliendo una función que tienen asignada en su calidad 
de Directores cel Banco, 

Es por estas consideraciones que proponemos aprobar este proyecto de ley, en el 
entendido que estamos dando un paso importante en la relación financiera de República 
Microfinanzas S.A. y el Banco de la República Oriental del Uruguay, mucho más 
adecuada a la necesaria eficiencia de ambas y con la tranquilidad de contar con una más 
que adecuada vigilancia de la misma. 

Nos proponemos para el futuro seguir avanzando en dotar a esta nueva Institución 
financiera de las herramientas que favorezcan su desarrollo e inserción en la sociedad, 
favoreciendo la democratización en el acceso a los servicios financieros de toda la 
población para una mayor integración social. 

Por los fundamentos expuestos, se aconseja al Cuerpo aprobar el proyecto de ley 


sustitutivo. 


21 de mayo de 2013 
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Sala de la Comisión, 10 de octubre de 2012. 


GUSTAVO BERNINI 
MIEMBRO INFORMANTE 
OSCAR GROBA 
GONZALO MUJICA 
RUBEN NÚÑEZ 
SUSANA PEREYRA 
PABLO PÉREZ GONZÁLEZ 
ALEJANDRO SÁNCHEZ 
PHILIPPE SAUVAL 
ESTACIO SENA 
ALFREDO ASTI, DE ACUERDO CON 
EL ARTÍCULO 132 DEL REGLAMENTO 
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COMISIÓN DE HACIENDA 


INFORME EN MINORÍA 


Señores Representantes: 

El proyecto a consideración establece una excepción al régimen 
general consagrado por la Carta Orgánica del Banco de la República Oriental del Uruguay 
(BROU) establecido en la Ley N* 18.719. 

Está fuera de toda duda la conveniencia de que el BROU 
desarrolle una política de microcréditos a través de una Sociedad Anónima. La normativa 
bancaria y la propia estructura de. la Institución le impiden llegar a los destinatarios de 
esos pequeños créditos; así como aleja del Banco a los emprendedores que demandan 
pequeños créditos. Los requerimientos bancarios y hasta la propia dimensión y estructura 
organizativa de una Institución como el BROU, están concebidos para otro tipo de clientes 
y comprenden otro tipo de controles que acarrean mucho mayores costos. 

Es claro que la atención crediticia de pequeños emprendimientos 
sólo puede hacerse desde una organización como Microfinanzas S.A. 

También es cierto que los argumentos que sustentan esta 
excepción a la norma general son de recibo y están bien intencionados. 

El propósito es que la sociedad anónima de referencia pueda 
recibir. préstamos-.o-avales del -BROU, en -lugar- de: ser-capitalizado”por éste; en “tanto” 
propietario del 100% de sus acciones. Este camino se enfrenta hoy con la prohibición 
genérica consagrada por la Carta Orgánica del BROU, que en el numeral 4) de su Artículo 
22, que prohíbe conceder préstamos o avales a empresas en las que actúan como 
Directores, quienes a su vez ocupan cargos de Directores del BROU así como otro 
personal superior, Dado que los Directores del BROU son también los Directores de 
Microfinanzas S.A. no puede el BROU prestarle a esa empresa. 

Este proyecto declara no aplicable esta prohibición para este 


caso concreto y resuelve el tema, 

Sin embargo, a mi juicio, no es conveniente levantar esa 
restricción por más loable que sea su propósito. Quien presta o decide un préstamo no 
puede ser el mismo que lo recibe, lo administra y lo debe pagar. Quien debe exigir el 
cobro, no puede ser el obligado a pagarlo. La oposición de intereses debe existir y 
mantenerse en la base de las relaciones. De lo contrario se transforma en un conflicto de 
intereses, en una conjunción de intereses públicos y privados. 

La excepción nos aleja cada vez más del Derecho Público, 
confundiendo los roles y eliminando garantias en el manejo de los recursos públicos que 
no deben ser despreciados aunque parezcan meramente formales. 

No se trata por supuesto de las personas que hoy ocupan esos 
cargos, se trata de preservar las formas que son esenciales a las garantías; tanto para 
dar un crédito o un aval, como para pagarlo o responder por él. 

De la mano de la necesidad, la urgencia, la competencia y otros 
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fundamentos atendibles, la casuística impulsa cada día el fenómeno conocido como 
“huida del Derecho Público”. Un proceso no tan nuevo pero siempre silencioso, que crece 
sin ser debatido y atendido debidamente. 


Por las razones expuestas y aunque comprendiendo el fundamento de los 
proponentes, es que recomiendo a la Cámara rechazar la presente iniciativa que consagra 


otra excepción que considero inconveniente. 


Sala de la Comisión, 10 de octubre de 2012. 


JORGE GANDINI 
MIEMBRO INFORMANTE 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS 


Montevideo, 2 de agosto de 2012. 
Señor Presidente de la 


Asamblea General: 
El Poder Ejecutivo tiene el honor de remitir a ese 
Cuerpo, el adjunto Proyecto de Ley que establece que el Banco de la 
República Oriental del Uruguay podrá conceder créditos o avales a 
REPÚBLICA MICROFINANZAS S.A., no aplicándose, en la especie, lo 
dispuesto en el numeral 4) del artículo 22 de la Ley N” 18.718 de 24 de 
diciembre de 2010.- 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


El Banco de la República Oriental del Uruguay, está autorizado a 
constituir o participar en sociedades comerciales, en función de lo dispuesto 
en el numeral 19) artículo 13 de la Carta Orgánica del Banco (Ley N* 18.716, 


de 24 de diciembre de 2010).- 


La Institución referica tiene actualmente la propiedad del 100% del capital 
social de REPÚBLICA MICROFINANZAS S.A.- 


En tal sentido, y a efectos de que los miembros del Directorio estén en 
condiciones de cumplir cabal y directamente la misión que tienen asignada 
constitucionalmente, han venido integrado el Directorio de dicha Sociedad 


desde su constitución.- 


De conformidad con lo establecido por las normas bancocentralistas 
(literal c) del artículo 18 de la Ley N* 15.322, de 17 de setiembre de 1982 y 
Ley N” 17.613, de 27 de diciembre de 2002), recogidas a su vez en el 
artículo 257) de la Recopilación de Normas de Regulación y Control del 
Sistema Financiero y en el artículo 22), numeral 4) de la Carta Orgánica del 
Banco de la República Oriental del Uruguay, aprobada por la Ley N* 18.716, 
de 24 de diciembre de 2010, esta Institución no puede conceder créditos a 
empresas o instituciones en las cuales prestan funciones Directores o 


funcionarios jerárquicos del Banco.- 


En el caso de REPÚBLICA MICROFINANZAS S.A., el eventual conflicto 
de intereses que las normas antes referidas procuran eliminar, no se 
verificaría, en tanto el director o funcionario del Banco que presta funciones 
en la Sociedad Comercial lo hace en cumplimiento de los cometidos que 
como director o funcionario el propio Banco le asígna.- 
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Por lo expuesto y a efectos de posibilitar la importante función social que 
REPÚBLICA MICROFINANZAS S.A. tiene asignada, se entiende 
conveniente habilitar al Banco a conceder créditos o avales a esta Sociedad, 


estableciendo para este caso una excepción de las normas antes citadas.- 


Saluda al Sr. Presidente con la mayor 
consideración.- 


UJIC 
dente de la Republica 
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PR TO DELEY 


ARTICULO UNICO.- El Banco de la República Oriental del Uruguay en 
tanto mantenga la propiedad de la totalidad del capital social, podrá 
conceder créditos o avales a REPÚBLICA MICROFINANZAS S.A., no 
obstante se desempeñen en ellas Directores o funcionarios del Banco, cuya 
actuación en la misma sea debida al cumplimiento de sus funciones en este 
último, no siendo aplicable en este caso lo dispuesto en el numeral 4) del 
artículo 22) de la Ley N* 18.716, de 24 de diciembre de 2010.- 


21 de mayo de 2013 


CÁMARA DE SENADORES 


Disposición citada 


Ley N* 18.716, 
de 24 de diciembre de 2010 


CARTA ORGÁNICA DEL BANCO DE LA REPÚBLICA ORIENTAL DEL 
URUGUAY 


MODIFICACIÓN 


CAPÍTULO V 
PROHIBICIONES 


Artículo 22, (Prohibiciones).- El Banco no podrá: 


1) Hacer préstamos para fomentar especulaciones de Bolsa o de cualquier 


otra indole. 


2) Adquirir acciones de sociedades anónimas, salvo en los casos previstos 


por los numerales 18), 19) y 20) del artículo 13 de la presente ley o 
propiedades raíces (fuera de las que necesite para el funcionamiento del 
Banco y sus dependencias o sean producto de operaciones de fideicomiso 
o crédito de uso), pudiendo sin embargo recibir o adquirir acciones, 
obligaciones o prepiedades en pago o garantía de deudas cuyo cobro no 
pueda realizarse de otro modo. También podrá adquirir obligaciones o 
acciones cuando se trale de operaciones de prefinanciamiento de emisión 
de obligaciones o las de acciones que impliquen su tenencia transitoria con 
fines de capitalización de la entidad emisora. 


La prohibición de adquisición de acciones de sociedades anónimas no 
regirá cuando se trate de constituir o participar como socio de una sociedad 
comercial cuyo objeto social exclusivo sea la Administración de Fondos de 


Ahorro Previsional. 


3) Tomar parte, directa o indirectamente, en operaciones comerciales o 


industriales ajenas a su giro, con las excepciones previstas en la presente 
ley. 


4) Conceder créditos o avales a los miembros del Directorio o a su personal 


superior, ya sean asesores o funcionarios que desempeñan cargos 
gerenciales, así como a empresas o a instituciones de cualquier naturaleza, 
en las que estos funcionarios actúen en forma rentada u honoraria, como 
directores, directivos, síndicos, fiscales o en cargos superiores ya sea en 
dirección, gerencia o asesoria, sea esta situación directa o indirecta a 
través de personas fisicas o jurídicas de cualquier naturaleza, Se 
exceptúan las operaciones ordinarias de crédito social o de tarjetas de 


crédito. 
La prohibición prevista en este numeral se mantendrá hasta un año 
después del abandono del cargo por el funcionario correspondiente. 


73-C.S. 


74-C.S. 


“CÁMARA DE SENADORES 


Comisión de Hacienda 
ACTA n.* 89 


En Montevideo, el día jueves dieciséis de mayo de 
dos mil trece, a la hora diez y diez minutos se reúne 
la Comisión de Hacienda de la Cámara de Senadores. 
Asisten sus miembros, señores Senadores José Amo- 
rín, Carlos Baráibar, José Bayardi, Alberto Couriel, 
Francisco Gallinal, Luis A. Heber, Daniel Peña, Ra- 
fael Michelini y Héctor Tajam. 

Concurren, por el Banco de la República Orien- 
tal del Uruguay su Presidente, economista Fernando 
Calloia y Secretario General doctor Roberto Borrelli. 

Preside el señor Senador Rafael Michelini, Presi- 
dente de la Comisión. 

Actúan en Secretaría la señora Alicia Hacken- 
bruch, Prosecretaria de la Comisión y la señora María 
José Morador Prosecretaria de Comisión. 

Abierto el acto se procede a la toma de la versión 
taquigráfica, cuya copia dactilografiada luce en el 
Distribuido n.” 2082/2013 que forma parte de la pre- 
sente Acta. 

Asunto entrado: 

1) Artículo 309 de la Ley n.” 18.996, de 27 de no- 
viembre de 2012. Se prorroga su entrada en vigencia 
(Carpeta n.? 1198/2013 — Distribuido n.* 2079). 

2) Solicitud de audiencia de los funcionarios de la 
Dirección General de Casinos del Estado, a efectos de 
transmitir planteamientos referentes al Estatuto del 
Funcionario Público de la Administración Central, 
aprobado por la Cámara de Representantes. 

Asuntos considerados: 

1) República Microfinanzas S.A. Concesión de 
créditos o avales por parte del Banco de la República 
Oriental del Uruguay (Carpeta n.” 1066/2012 — Dis- 
tribuido n.” 1832/2012). 

Inmediatamente de comenzada la sesión el Pre- 
sidente del Banco de la República Oriental del Uru- 
guay realiza la presentación del proyecto de ley. 

Una vez que se retira la visita, el señor Presidente 
de la Comisión pone a votación el proyecto de ley de 
Artículo único: 6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. Se 
designa miembro informante al señor Senador Alber- 
to Couriel, quien lo hará en forma verbal. 

2) Infracciones a las normas legales y reglamenta- 
rias en materia de régimen de origen Mercosur. Se fa- 
culta al Ministerio de Economía y Finanzas a aplicar 
sanciones. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes (Carpeta n.” 420/2010 — Distribuido 
n.* 570/2010). 

3) Infracciones a las normas legales y reglamen- 
tarias en materia de régimen de origen Mercosur. Se 
Faculta al Ministerio de Economía y Finanzas a apli- 
car sanciones. Proyecto de ley remitido por el Poder 
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Ejecutivo (Carpeta n.”? 619/2011 -— Distribuido 
n.* 911/2011). 

Se acuerda anexar ambas Carpetas, por tratarse 
de temas del mismo tenor. 

El señor Presidente de la Comisión propone po- 
ner a consideración el proyecto de ley aprobado por la 
Cámara de Representantes (Carpeta n.” 420/2010), 
con la modificación del artículo 1.? del proyecto de 
ley remitido por el Poder Ejecutivo en la Carpeta 
n.” 619/2011. 

Se procede a tomar la votación: 

Artículo 1.”.- Se vota con modificaciones: 6 en 6. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 

El texto del artículo 1.? queda redactado de la si- 
guiente manera: 

“El Ministerio de Economía y Finanzas podrá apli- 
car a los infractores de las normas legales y reglamen- 
tarias vigentes en materia de regímenes de origen, 
las sanciones que se establecen en los siguientes at- 
tículos. 

El Ministerio de Economía y Finanzas podrá dele- 
gar la referida atribución en su Dirección General de 
Secretaría. 

Estarán excluidos del poder sancionatorio de di- 
cho Ministerio, aquellos organismos públicos actuan- 
tes en la emisión de los certificados de origen, sin 
perjuicio de que sus jerarcas deberán iniciar los pro- 
cedimientos disciplinarios correspondientes”. 

Artículo 2.”.- Se vota: 6 en 6. Afirmativa. UNANTI- 


MIDAD. 

Artículo 3.”.- Se vota: 6 en 6. Afirmativa. UNANI- 
MIDAD. 

Artículo 4.”.- Se vota: 6 en 6. Afirmativa. UNANI- 
MIDAD. 

Artículo 5.”.- Se vota: 6 en 6. Afirmativa. UNANI- 
MIDAD. 

Artículo 6.”.- Se vota: 6 en 6. Afirmativa. UNANI- 
MIDAD. 

Artículo 7.”.- Se vota: 6 en 6. Afirmativa. UNANI- 
MIDAD. 


Artículo 8.”.- Se vota: 6 en 6. Afirmativa. UNANI- 
MIDAD. 

Artículo 9.”.- Se vota: 7 en 7. Afirmativa. UNANI- 
MIDAD. 

Se designa miembro informante al señor Senador 
Carlos Baráibar, quien lo hará en forma verbal. 

Resoluciones: 

Considerar en la próxima sesión el siguiente or- 
den del día: 

1.- Artículo 309 de la Ley n” 18.996, de 27 de 
noviembre de 2012. Se prorroga su entrada en 
vigencia (Carpeta n.* 1198/2013 -— Distribuido 
n. 2079/2012. 

2.- Bases de datos de consulta pública. Se esta- 
blecen normas. Carpeta n.” 978/2012 — Distribuido 
n.” 1633/2012. 

3.- Sistema de tarjetas de crédito. Regulación 
(Carpeta n.” 941/2012 — Distribuido n.* 1521/2012). 
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A la hora once y veinte minutos se levanta la se- 
sión. 

Para constancia se labra la presente Acta que fir- 
man el señor Presidente y la señora Prosecretaria de 
la Comisión. 


Rafael Michelini, Presidente; Alicia Hacken- 
bruch, Prosecretaria”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee). 
— En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor Se- 
nador Couriel. 


SEÑOR COURIEL.- Señor Presidente: este pro- 
yecto de ley hace referencia a República Microfinan- 
zas S.A. —que es propiedad del Banco de la República 
y cuyo Directorio lo integran exactamente los mismos 
jerarcas del Banco-, institución que se dedica funda- 
mentalmente a dar microcréditos a las que se consi- 
dera personas excluidas del sistema bancario normal, 
que llega directamente a los hogares, a las personas 
—no espera que vayan a buscar créditos—, a los poten- 
ciales usuarios de esos servicios. 


En su creación, el Banco de la República se ase- 
soró con la institución francesa Planet Finance, diri- 
gida por Muhammad Yunus, conocido mundialmente 
como “el banquero de los pobres”, quien dio los ele- 
mentos básicos para implantar esta metodología. 


De acuerdo con la información brindada por el 
Presidente del Banco de la República en el seno de 
la Comisión de Hacienda, la institución está otorgan- 
do créditos de alrededor de $ 20.000 promedio aun- 
que, en realidad, puede prestar hasta un máximo de 
$ 120.000. Actualmente, tiene alrededor de 15.000 
clientes y ya ha prestado cerca de $ 250:000.000. En 
realidad, la morosidad es de alrededor de un 6,5 %, 
es decir, más o menos igual que en las instituciones 
bancarias. 


Una idea, señor Presidente, es pensar en quiénes 
son los que pueden recibir este tipo de préstamos. 
Los datos del Instituto Nacional de Estadística mues- 
tran que los cuenta propia con inversión y sin inver- 
sión son alrededor del 23 % del empleo; que, mirado 
desde otro punto de vista, los informales, los que no 
aportan a la Seguridad Social, que seguramente tam- 
bién tendrían dificultades de llegar al sistema banca- 
rio normal, son alrededor del 25 %. Hay encuestas 
=según el Informe de la Cámara de Representantes— 
que muestran que el 44 % de la población no tiene 
ninguna relación con instituciones financieras. 
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Preguntamos al Presidente del Banco de la Repú- 
blica si la asistencia financiera se combina con asis- 
tencia técnica que puedan requerir quienes reciban 
los créditos correspondientes y nos contestó que se 
trabaja en equipo con los Ministerios de Desarrollo 
Social, de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente y de Trabajo y Seguridad Social, así como 
con las diversas Intendencias del país, con lo que se 
puede combinar la asistencia financiera y técnica. 


En la actualidad, la institución recibe aportes de 
capital del Banco de la República y, según la expre- 
sión de su Presidente, esto le ocasiona costos en tér- 
minos del Impuesto al Patrimonio. En realidad, con 
este proyecto de ley se está buscando que, además 
de otorgarle capital, el Banco de la República pueda 
conceder créditos o avales a la institución Repúbli- 
ca Microfinanzas S.A. Con esa finalidad se crea este 
proyecto de ley que, en los hechos, trata de modificar 
y de eliminar una de las prohibiciones que tiene el 
actual Directorio del Banco de la República estable- 
cida en el numeral 4) del artículo 22 del Capítulo V 
“Prohibiciones” de su Carta Orgánica. Dice así: “4) 
Conceder créditos o avales a los miembros del Di- 
rectorio o a su personal superior, ya sean asesores O 
funcionarios que desempeñan cargos gerenciales, así 
como a empresas o a instituciones de cualquier natu- 
raleza, en las que estos funcionarios actúen en forma 
rentada u honoraria, como directores, directivos, sín- 
dicos, fiscales o en cargos superiores ya sea en direc- 
ción, gerencia o asesoría, sea esta situación directa 
o indirecta a través de personas físicas o jurídicas de 
cualquier naturaleza. Se exceptúan las operaciones 
ordinarias de crédito social o de tarjetas de crédito”. 
Por lo tanto, este proyecto de ley permite al Banco de 
la República conceder créditos o avales a República 
Microfinanzas, en tanto sea propietario del 100% del 
capital social. A estos efectos, se plantea, por lo tanto, 
que no será aplicable la prohibición establecida en el 
numeral 4) del artículo 22 de la Carta Orgánica del 
Banco de la República que acabo de leer. 


Por lo tanto, se promueve la posibilidad de que el 
Banco de la República pueda conceder créditos y ava- 
les a la institución República Microfinanzas a partir 
de la aprobación de este proyecto de ley. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 


Léase el artículo único del proyecto de ley. 
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(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Fili- 
ppini).- “Artículo Único.- El Banco de la República 
Oriental del Uruguay podrá conceder créditos o ava- 
les a República Microfinanzas S.A., en tanto sea pro- 
pietario del 100 % (cien por ciento) del capital social. 
A estos efectos, no será aplicable la prohibición dis- 
puesta en el numeral 4) del artículo 22 de la Ley n.” 
18.716, de 24 de diciembre de 2010”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se co- 
municará al Poder Ejecutivo a los efectos de su pro- 
mulgación. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancio- 
nado, por ser igual al considerado). 


14) INFRACCIONES A LAS NORMAS LEGALES 
Y REGLAMENTARIAS EN MATERIA DE RÉ- 
GIMEN DE ORIGEN MERCOSUR 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en cuarto término del Orden del 
Día: “Proyecto de ley por el que se faculta al Minis- 
terio de Economía y Finanzas a aplicar sanciones a 
los infractores de las normas legales y reglamentarias 
en materia de Régimen de Origen Mercosur. (Carp. 
n.? 420/2010 — Rep. n.* 820/2013 Anexo 1)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. n.* 420/2010 
Rep. n.? 820/2013 
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Comisión de Hacienda 
Proyecto de ley sustitutivo 


Artículo 1.”.- El Ministerio de Economía y Fi- 
nanzas podrá aplicar a los infractores de las normas 
legales y reglamentarias vigentes en materia de regí- 
menes de origen, las sanciones que se establecen en 
los siguientes artículos. 
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El Ministerio de Economía y Finanzas podrá dele- 
gar la referida atribución en su Dirección General de 
Secretaría. 


Estarán excluidos del poder sancionatorio de di- 
cho Ministerio, aquellos organismos públicos actuan- 
tes en la emisión de los certificados de origen, sin 
perjuicio de que sus jerarcas deberán iniciar los pro- 
cedimientos disciplinarios correspondientes. 


Artículo 2.”.- Las sanciones que podrá aplicar el 
Ministerio de Economía y Finanzas, son las siguientes: 


A) Observación. 
B) Apercibimiento. 


C) Multa de 20 UR (veinte unidades reajustables) 
a 10.000 UR (diez mil unidades reajustables). 


Artículo 3.*.- Sin perjuicio de las sanciones pre- 
vistas en el artículo 2.” de la presente ley, cuando se 
comprobare la falsedad de la declaración prevista 
para la emisión del certificado de origen correspon- 
diente, el productor final o el exportador podrá ser 
suspendido por un plazo de hasta dieciocho meses 
para realizar operaciones preferenciales amparadas 
en el régimen de origen de que se trate. 


En caso de reincidencia, o cuando se constatare 
la adulteración o la falsificación de certificados en 
cualquiera de sus elementos, se inhabilitará defini- 
tivamente al productor final o al exportador para ac- 
tuar al amparo del régimen de origen de que se trate. 


Las suspensiones o inhabilitaciones definitivas 
previstas en el presente artículo podrán extenderse a 
otros regímenes de origen aplicables en nuestro país. 


Artículo 4.*.- La entidad emisora de certificados 
de origen será corresponsable con el productor final 
o el exportador en lo que se refiere a la autenticidad 
de los datos contenidos en el certificado de origen y 
en la declaración jurada prevista para la emisión de 
dicho certificado, en el ámbito de la competencia que 
le fue delegada. 


La reglamentación dictada por el Poder Ejecutivo 
establecerá los procedimientos mínimos de control 
que deberá aplicar la entidad emisora a efectos de 
verificar la autenticidad de los datos referidos en el 
inciso anterior. 


Artículo 5.”.- La corresponsabilidad de la entidad 
emisora de certificados de origen a que se refiere el 
artículo anterior, no podrá ser imputada cuando esta 
última demuestre haber emitido el certificado de ori- 
gen en base a informaciones falsas provistas por el 
solicitante, sin que se hubiere podido detectar y veri- 
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ficar por aplicación de los procedimientos de control 
previstos en el artículo anterior, o en general, de las 
prácticas usuales de control a su cargo. 


Artículo 6.”.- La entidad habilitada para emitir 
certificados que lo hubiere hecho en base a decla- 
raciones falsas sin que pudiere demostrar haber ac- 
tuado de acuerdo a lo previsto en el artículo anterior, 
además de las sanciones previstas en el artículo 2.” de 
la presente ley, podrá ser suspendida por un plazo de 
hasta doce meses para la emisión de nuevas certifica- 
ciones de los productos involucrados en la infracción 
o de cualquier producto en el marco del régimen de 
origen de que se trate. 


En caso de reincidencia será definitivamente des- 
acreditada para emitir certificados de origen. Tal san- 
ción podrá extenderse a otros regímenes de origen 
aplicables en nuestro país. 


Artículo 7.”.- Las sanciones previstas en esta ley 
se graduarán y aplicarán teniendo en cuenta la gra- 
vedad de la infracción, el grado de culpabilidad y el 
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carácter de reincidente del infractor. A tal efecto, el 
Ministerio de Economía y Finanzas llevará un regis- 
tro de infractores. 


Artículo 8.”.- Sin perjuicio de las sanciones pre- 
vistas en la presente ley y en otras disposiciones lega- 
les aplicables, las declaraciones falsas realizadas por 
el productor o el exportador, sobre hechos propios o 
en interés propio en el marco del régimen de origen, 
incluyendo la declaración prevista para la emisión del 
certificado de origen y la valoración en aduana efec- 
tuada frente a la autoridad competente, serán pues- 
tas en conocimiento de la justicia penal. 


Artículo 9.”.- El Poder Ejecutivo reglamentará 
la presente ley en un plazo de noventa días corridos 
contados a partir de la fecha de su promulgación. 


Carlos Baráibar, miembro informante; José Amo- 
rín, José Bayardi, Alberto Couriel, Francisco 
Gallinal, Luis Alberto Heber, Rafael Michelini, 
Daniel Peña, Héctor Tajam”. 
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Axtículo 1*.- El Ministerio de Economía y Finanzas podrá aplicar a 
los infractores de las normas legales y reglamentarias vigentes en 
materia de regímenes de origen, las sanciones que se establecen en los 
siguientes artículos. 


El Ministerio de Economía y Finanzas podrá delegar la referida 
atribución en su Dirección General de Sacretaría. 


Artículo 2*”.- Las sanciones que podrá aplicar el Ministerio de 
Economía y Finanzas, son las siguientes: 


A) Observación. 
B) Apercibimiento. 


C) Multa de 20 UR (veinte unidades reajustables) a 10.000 UR 
(diez mil unidades reajustables). 


Artículo 3*.- Sin perjuicio de las sanciones previstas en el 
artículo 2* de la presente ley, cuando se comprobare la falsedad de la 
declaración prevista para la emisión del certificado de origen 
correspondiente, el productor final o el exportador podrá ser 
suspendido por un plazo de hasta dieciocho meses para realizar 
operaciones preferenciales amparadas en el régimen de origen de que se 
trate. 
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En caso de reincidencia, o cuando se constatare la adulteración o 
la falsificación de certificados en cualquiera de sus elementos, se 
inhabilitará definitivamente al productor final o al exportador para 
actuar al amparo del régimen de origen de que se trate. 


Las suspensiones o inhabilitaciones definitivas previstas en el 
presente artículo podrán extenderse a Otros regímenes de origen 
aplicables en nuestro país, 


Artículo 4*.- La entidad emisora de certificados de origen será 
corresponsable con el productor final o el exportador en lo que se 
refiere a la autenticidad de los datos contenidos en el certificado de 
origen y en la declaración jurada prevista para la emisión de dicho 
certificado, en el ámbito de la competencia que le fue delegada. 


La reglamentación dictada por el Poder Ejecutivo establecerá los 
procedimientos mínimos de control que deberá aplicar la entidad 
emisora a efectos de verificar la autenticidad de los datos referidos 


en el inciso anterior. 


Artículo 5*.- La corresponsabilidad de la entidad emisora de 
certificados de origen a que se refiere el artículo anterior, no podrá 
ser imputada cuando esta última demuestre haber emitido el certificado 
de origen en base a informaciones falsas provistas por el solicitante, 
sin que se hubiere podido detectar y verificar por aplicación de los 
procedimientos de control previstos en el artículo anterior, o en 
general, de las prácticas usuales de control a su cargo. 


Artículo 6*.- La entidad habilitada para emitir certificados que 
lo hubiere hecho en base a declaraciones falsas sin que pudiere 
demostrar haber actuado de acuerdo a lo previsto en el artículo 
anterior, además de las sanciones previstas en el artículo 2” de la 
presente ley, podrá ser suspendida por un plazo de hasta doce meses 
para la emisión de nuevas certificaciones de los productos 
involucrados en la infracción o de cualquier producto en el marco del 
régimen de origen de que se trate. 
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En caso de reincidencia será definitivamente desacreditada para 
emitix certificados. de origen. Tal sanción podrá extenderse a otros 
regímenes de origen aplicables en nuestro país. 


Artículo 7*.- Las sanciones previstas en esta ley se graduarán y 
aplicarán teniendo en cuenta la gravedad de la infracción, el grado de 
culpabilidad y el carácter de reincidente del infractor. A tal efecto, 
el Minigterio de Economía y Finanzas llevará un registro de 
infractores. 


Artículo 8*.- Sin perjuicio de las sanciones previstas en la 
presente ley y en otras disposiciones legales aplicables, las 
declaraciones falsas realizadas por el productor o el exportador sobre 
hechos propios o en interés propio en el marco del régimen de origen, 
incluyendo la declaración prevista para la emisión del certificado de 
origen y la valoración en aduana efectuada frente a la autoridad 
competente, serán puestas en conocimiento de la justicia penal. 


Artículo 9*.- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley en 
un plazo de noventa días corridos contados a partir de la fecha de su 
promulgación. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 8 de diciembre de 2010. 


'ONNE SADA 
esidenta 
MARTI AÑÓN 
Secrethrio 
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COMISIÓN DE HACIENDA 


INFORME 


Señores Representantes: 

Vuestra asesora ha analizado el proyecto de ley enviado por el 
Poder Ejecutivo por el cual se establecen sanciones a las infracciones a las normas 
legales y reglamentarias en materia de regimenes de origen. 

A los efectos de la cabal comprensión del marco jurídico que 
regula el tema en cuestión y para mejor ilustración de los integrantes del Cuerpo, hemos 
considerado oportuno transcribir los aspectos sustanciales de la exposición de motivos 
que acompaña el proyecto. 

"El Régimen General de Origen establece los requisitos que 
debe cumplir un producto para ser considerado originario de un Estado (Estado Parte en 
el caso que se rija por el Régimen de Origen MERCOSUR) para beneficiarse de un 
tratamiento tributario aduanero preferencial, El régimen jurídico de origen descansa sobra 
dos principios básicos: el de producto enteramente obtenido y el de transformación 
sustancial. 

El Sistema Generalizado de Preferencias (SGP), tiene como 
objetivo principal otorgar preferencias arancelarias, no reciprocas y no discriminatorias, 
por parte de paises desarrollados a los productos originarios de paises en desarrollo y 
países menos desarrollados. 

Con arreglo a los esquemas instituidos por los paises otorgantes 
de preferencias en el marco del SGP, se aplican en vez de tasas de Nación Más 
Favorecida (NMF), aranceles reducidos o nulos a determinados productos procedentes de 
los paises en desarrollo. 

En el caso del Régimen de Origen MERCOSUR se encuentra 
regulado en el Cuadragésimo Cuarto Protocolo Adicional del Acuerdo de 
Complementación Económica N* 18, habiendo sido aprobado por Decisión CMC 01/2004 
-e incorporado al ordenamiento jurídico nacional por Decreto 207/005, de 5 de julio de 
2005. 


La emisión de los certificados de origen está a cargo de 
reparticiones oficiales, las cuales podrán delegar la emisión de los certificados en otros 
organismos públicos o en entidades de clase de nivel superior, que actúen en jurisdicción 
nacional, estadua! o provincial. Una repartición oficial en cada Estado será responsable 
por el control de los certificados de origen. 

En nuestro derecho interno, por Decreto 790/971, de 2 de 
diciembre de 1971, se han designado las autoridades competentes para extender los 
certificados de origen de productos pecera beneficiados del Sistema Generalizado de 
Preferencias. El artículo 2” de ese decreto fue O de 9 de 
diciembre de 1992, estableciendo que la Dirección General de Comercio Extorior del 
Ministerio de Economía y Finanzas, será la autoridad gubernamental competente. 
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A su vez, por Resolución del Poder Ejecutivo N* 219/997, de 4 de abril de 1997, se 
designó a la Dirección General de Comercio -Área de Comercio Exterior del MEF- como 
entidad responsable por el control de la emisión de los certificados de origen extendidos al 
amparo del MERCOSUR. 

Esa resolución en su artículo 2? designó una serie de entidades habilitadas para 
emitir indistintamente, dentro de sus competencias, certificados de origen, entre las cuales 
se encuentran entidades privadas constituidas bajo la forma de Asociaciones sin fines de 
lucro como Cámara Mercantil de Productos de País y la Cámara de Industrias del 
Uruguay, etcétera. 

Las modificaciones legales introducidas por los artículos 159 y 163 de la Ley 
N* 16.736, de 5 de enero de 1996, y el artículo 118 de la Ley N” 17.930, de 19 de 
diciembre de 2005, han operado desde su punto de vista algunos cambios en lo que se 
refiere a las competencias propias de la autoridad competente señalada en el decreto 
precedente. Ello implica que desde el punto de vista sustantivo, las competencias han 
sido transferidas a la' Asesoría de Política Comercial -de la Unidad Ejecutora 001 del 
Ministerio de Economía y Finanzas. 

El proyecto de ley, con las: modificaciones que juzgó oportunas y convenientes la 
unanimidad de integrantes de esta asesora, estatuye por vía legal el régimen de 
sanciones aplicables a los productores finales o exportadores, así como a las entidades 
delegadas, que actúan en el régimen, cuando cometen las infracciones a que se hace 
referencia en la norma proyectada. 

El articulo 1% nabilita al Ministerio de Economía y Finanzas (MEF) a aplicar 
sanciones a los infractores de las normas legales y vigentes en materia de regímenes de 
origen, así como la posibilidad de que dicha atribución sea delegada en la Dirección 
General de Secretaría. 


En el artículo 2? se establecen las sanciones que podrá aplicar el MEF: 
a) observación, b) apercibimiento, c) multa de 20 a 10.000 unidades reajustables. 


Por el articulo 3% se establece que al margen de las sanciones previstas en el 
artículo 2, el productor final o exportador que presente, para la emisión del certificado de 
origen que corresponda, una declaración falsa, podrá ser sancionado adicionalmente con 
la suspensión por un plazo de hasta 18 meses para realizar operaciones en el régimen de 
origen de que se trate. 


La inhabilitación será definitiva cuando se constate la adulteración o falsificación de 
certificados en cualquiera de sus elementos. 


Asimismo, en estos casos, la suspensión o inhabilitación definitiva podrá extenderse 
a otros regímenes de origen aplicables en nuestro país. 


El artículo 4? establece siguiendo los criterios en la normativa MERCOSUR y ALADI 
vigente, la corresponsabilidad de las entidades emisoras de certificados de origen 
respecto a la autenticidad de los datos contenidos en el certificado de origen y en la 
declaración jurada prevista para la emisión de dicho certificado. A tales efectos, el Poder 
Ejecutivo determinará los procedimientos mínimos de control que deberán aplicar las 
entidades emisoras para verificar la autenticidad de tos datos. . 


En el artículo 5% se establece que la corresponsabilidad de las entidades emisoras 
de los certificados de origen no podrá ser imputada cuando las referidas entidades 
demuestren haber emitido el certificado de origen en base a informaciones falsas del 
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solicitante sin que se hubiere podido detectar y verificar por la aplicación de los 
procedimientos mínimos de control a que hace referencia el artículo anterior, o en general, 
por las prácticas usuales de control a su cargo. 


Por el artículo 6* se establecen las sanciones adicionales que se le podrán imponer 
a las entidades emisoras cuando se hubieren emitido certificados de origen en base a 
declaraciones falsas sin que pudieren demostrar haber efectuado los procedimientos 
mínimos de control. En tal caso, las entidades emisoras podrán ser suspendidas por un 
plazo de hasta 12 meses para la emisión de nuevas certificaciones de los productos 
involucrados en la infracción o de cualquier producto en el marco del régimen de origen de 
que se trate. La reincidencia determinará la desacreditación para emitir certificados de 
origen que incluso podrá extenderse a otros regímenes de origen aplicables en nuestro 
pals. 


El artículo 7* se refiere a la graduación de las sanciones previstas en esta ley en 
función de la gravedad de la infracción, el grado de culpabilidad y el carácter de 
reincidente del infractor, cometiéndole al MEF llevar un registro de infractores. 


Por el artículo 8? se establece que al margen de las sanciones previstas en esta ley y 
en otras disposiciones legales aplicables, las declaraciones falsas realizadas por el 
productor o el exportador sobre hechos propios o en interés propio en el marco del 
régimen de origen, incluyendo la declaración prevista para la emisión del certificado de 
origen y la valoración en aduana efectuada frente a la autoridad competente, serán 
puestas en conocimiento de la justicia penal. , 

Por último, el artículo 9? establece un plazo 90 días corridos, contados a partir de la 
fecha de su promulgación, para que el Poder Ejecutivo reglamente esta ley. 


En mérito a lo expuesto, aconsejamos la aprobación del presente proyecto de ley. 
Sala de la Comisión, 30 de noviembre de 2010. 


IVÁN POSADA 
MIEMBRO INFORMANTE 
ALFREDO ASTI 
PABLO D. ABDALA 
ALDA ÁLVAREZ 
GUSTAVO BERNINI 
GERMÁN CARDOSO 
ANGÉLICA FERREIRA 
JORGE GANDINI 
ANDRÉS LIMA 
LOURDES ONTANEDA 
ALEJANDRO SÁNCHEZ 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 


Montevideo, 14 de julio de 2011. 


Señor Presidente de la Asamblea General 
Cr. Danilo Astori 


Presente 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de remitir a ese Cuerpo nuevo 
proyecto de ley relativo a infracciones a las normas legales y 
reglamentarias en materia de regímenes de origen MERCOSUR. 


Oportunamente, la iniciativa fue Sornetida a ese Cuerpo por el 
Poder Ejecutivo y por informe de la Comisión de Hacienda, de 30 
de noviembre de 2010, se aconsejó su aprobación, con las 
modificaciones introducidas al proyecto original. 


En el nuevo proyecto de ley que se remite, se adiciona un inciso 
al artículo 1% del proyecto a que refiere el párrafo anterior, a fin 
de excluir de la potestad sancionatoria del Ministerio de Economia 
y Finanzas, a aquellos organismos públicos que actúan en la 
emisión de certificados de origen, ya que, de lo contrario, el 
Poder Ejecutivo se sancionaría a sí mismo. 


Saludan al Señor Presidente con la mayor consideración, 


JOSÉ MUJICA 
Presidenta de la Mepábilea 
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Artículo 10.- El Ministerio de Economía y Finanzas podrá aplicar a los infractores 
de las normas legales y reglamentarias vigentes en materia de regímenes de 
origen, les sanciones que se establecen en los siguientes artículos. 

El Ministerio de Economía y Finanzas podrá delegar la referida atribución en su 


Dirección General de Secretaria 
Estarán excluidos del poder sancionatorio de dicho Ministerio, aquellos 
organismos públicos actuantes en la emisión de los certificados de origen, sin 
perjuicio de que sus jerarcas deberán inidar los procedimientos disciplinarios 
correspondientes, si lo estiman conveniente 
Artículo 20.- Las sanciones que podrá aplicar el Ministerio de Economía y 
Finanzas, son las siguientes: 

A. Observación 

B. Apercibimiento 

C. Multa de 20 UR (veinte unidades reajustables) a 10.000 UR (diez mil 

unidades reajustables) 

Artículo 3%.- Sin perjuicio de las sanciones previstas en el artículo 20 de la 
presente ley, cuando se comprobare la falsedad de la declaración prevista para la 
emisión del certificado de origen correspondiente, el productor final o el 
exportador podrá ser suspendido por un plazo de hasta 18 (dieciocho) meses 
para realizar operaciones preferenciales amparadas en el régimen de origen de 
que se trate. 
En caso de reincidencia, o cuando se constatare la adulteración o falsificación de 
certificados en cualquiera de sus elementos, se inhabilitará definitivamente al 
productor final o al exportador para actuar al amparo del régimen de origen de 


que se trate. 
Las suspensiones o inhabilitaciones definitivas previstas en el presente artículo 


podrán extenderse a otros regímenes de origen aplicables en nuestro país. 
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Artículo 4?.- La entidad emisora de certificados de origen será corresponsable 
con el productor final o el exportador en lo que se refiere a la autenticidad de los 
datos contenidos en el certificado de origen y en la declaración jurada prevista 
para la emisión de dicho certificado, en el ámbito de la competencia que le fue 
delegada. 

La reglamentación dictada por el Poder Ejecutivo establecerá los procedimientos 
mínimos de control que deberá aplicar la entidad emisora a efectos de verificar la 
autenticidad de los datos referidos en el inciso anterior. 

Artículo 5*.- La corresponsabilidad de la entidad emisora de certificados de 
origen a que se refiere el artículo anterior, no podrá ser imputada cuando esta 
última demuestre haber emitido el certificado de origen en base a informaciones 
falsas provistas por el solicitante, sin que hubiere podido detectar y verificar por 
aplicación de los procedimientos de contro! previstos en el artículo anterior, o en 
general, de las prácticas usuales de control a su cargo. 

Artículo 6?.- La entidad habilitada para emitir certificados que lo hubiere hecho 
en base a declaraciones falsas sin que pudiere demostrar haber actuado de 
acuerdo a lo previsto en el artículo anterior, además de las sanciones previstas 
en el artículo 29 de la presente ley, podrá ser suspendida por un plazo de hasta 
12 (doce) meses para la emisión de nuevas certificaciones de los productos 
involucrados en la infracción o de cualquier producto en el marco del régimen de 
origen de que se trate. 

En caso de reincidencia será definitivamente desacreditada para emitir 
certificados de origen, Tal sanción podrá extenderse a otros regímenes de origen 
aplicables en nuestro país. 

Artículo 7%.- Las sanciones previstas en esta ley se graduarán y aplicarán 
teniendo en cuenta la gravedad de la infracción, el grado de culpabilidad y el 
carácter de reincidente del infractor. A tal efecto, el Ministerio de Economía y 
Finanzas llevará un registro de infractores. 
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Artículo 8*.- Sin perjuicio de las sanciones previstas en la presente ley y en 
otras disposiciones legales aplicables, las declaraciones falsas realizadas por el 
productor o el exportador sobre hechos propios o en interés propio en el marco 
del régimen de origen, incluyendo la declaración prevista para la emisión del 
certificado de origen y la valoración en aduana efectuada frente a la autoridad 
competente, serán puestas en conocimiento.de la justicia penal. 

Artículo 90.- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley en un plazo de 90 
días corridos a partir de la fecha de su promulgación 

Artículo 10%,- Comuníquese, etc. 


hs, 
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MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS 
Montevideo, 2 0 SET. 2010 

Señor Presidente de la 

Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo adjuntando el Proyecto: de Ley, referente a sanciones a los 
infractores al régimen de origen Mercosur.- 


Saluda al Sr. Presidente con la mayor 
consideración.- 


2 ds 2 / — JOSÉMUJICA 


f 
Ñ Prexidente de la 
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EXPOSICION DE MOTIVOS 


SANCIONES A LOS INFRACTORES AL RÉGIMEN DE ORIGEN 
MERCOSUR 


El régimen General de Origen establece los requisitos que debe cumplir un 
producto para ser considerado originario de un estado (Estado Parte en el 
caso que se rija por el Régimen de Origen Mercosur ) para beneficiarse de 
un tratamiento tributario aduanero preferencial. El régimen jurídico de 
origen descansa sobre dos principios básicos: el de producto enteramente 
obtenido y cl de transformación sustancial.- 


El Sistema Generalizado de Preferencias, tiene como objetivo principal 


Con arreglo a los esquemas instituidos por los países otorgantes de 
preferencias en el marco del SGP, se aplican en vez do tasas, NMF, 
aranceles reducidos o nulos a determinados productos procedentes de los 
palses en desarrollo.- 


El Régimen de Origen MERCOSUR se encuentra regulado en el 
Cuadragésimo Cuarto Protocolo Adicional del Acuerdo de 
Complementación Económica N* 18, habiendo sido aprobado por Decisión 
CMC 01/2004 e incorporado al Ordenamiento Jurídico Nacional por Decreto 
207/005 de fecha 05/07/2005.- 


La emisión de los certificados de origen está a cargo de reparticiones 
oficiales, las cuales podrán delegar la emisión de los certificados en otros 
organismos públicos o en entidades de clase de nivel superior, que actúen 
en jurisdicción nacional, estadual o provincial. Una repartición oficial en 
cada Estado será responsable por el control de los certificados de origen.- 


En. nuestro derecho interno, por Decreto 790/971 de 2 de diciembre de 


por decreto 602/992 de 09/12/92 estableciendo que la Dirección General de 
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Comercio Exterior del Ministerio de Economía y Finanzas, será la 
autoridad gubernamental competente.- 


A su vez, por Resolución del Poder Ejecutivo N*”219/997 de 04/04/1997 se 
designó a la Dirección General de Comercio — Área de Comercio Exterior 
del MEF como entidad responsable por el control de la emisión de los 
certificados de origen extendidos al amparo del Mercosur.- 


Esa Resolución en su artículo 2 designó una serie de entidades habilitadas 
para emitir indistintamente, dentro de sus competencias certificados de 
origen, entre las cuales se encuentran entidades privadas constituidas bajo 
la forma de Asociaciones sin fines de lucro como, Cámara Mercantil de 
Productos de País y la Cámara de Industrias del Uruguay, etc.- 


Las modificaciones legales introducidas por los artículos 159 y 163 
de la Ley N” 16.736 de 05 de enero de 1996 y el artículo 118 de la 
Ley 17.930 de 19 de diciembre de 2005 han operado desde su punto 
de vista álgunos cambios en lo que se refiere a las competencias 
propias de la autoridad competente señalada en el decreto 
precedente. Ello implica que desde el punto de vista sustantivo, las 
competencias han sido transferidas a la Asesoría de Política 
Comercial de la U.E. 001 del Ministerio de Economía y Finanzas.- 


El presente proyecto de ley viene a llenar una carencia en la materia, 
estatuyendo por vía legal normas claras y transparentes en materia 
sancionatoria tanto para el productor, importador y/o exportador 
como para las entidades delegadas que actúan en el régimen, 
cuando cometen las infracciones contenidas en la misma. 


f 


21 de mayo de 2013 


21 de mayo de 2013 


CÁMARA DE SENADORES 


PROYECTO DE LEY 


ARTÍCULO 1*.- El Ministerio de Economía y Finanzas podrá aplicar a los 
infractores de las normas legales y reglamentarias aplicables en materia de 
Regímenes de Origen, las sanciones que se establecen seguidamente.- 


El Ministerio de Economía y Finanzas podrá delegar la referida atribución 
en su Dirección General de Secretaría.- 


ARTÍCULO 2*.- Las sanciones que podrá aplicar el Ministerio de Economía 
y Finanzas, son las siguientes: 

a) Observación 

b) Apercibimiento 

c) Multa de 20 a 10.000 UR 


ARTÍCULO 3".- Las entidades emisoras de certificados de origen serán 
solidariamente responsables con el productor final y/o exportador en lo que 
se refiere a la autenticidad de los datos contenidos en el certificado de 
origen y en la deciaración jurada prevista para la emisión de dicho 
certificado, en el ámbito de la competencia que le fue delegada.- 


ARTÍCULO 4*.- La responsabilidad solidaria de la entidad emisora de 
certificados de origen a que se refiere el articulo anterior, no podrá ser 
imputada cuando esta última demuestre haber emitido el certificado de 
origen en base a intormaciones falsas provistas por el solicitante, lo cual 
está fuera de las prácticas usuales de control a su cargo.- 


ARTÍCULO 5*.- Sin perjuicio de las sanciones previstas en el artículo 2*, 
cuando se comprobara la falsedad de la declaración prevista para la 
emisión del certificado de origen correspondiente, el productor final y/o 
exportador podrá ser suspendido por un plazo de hasta 18 meses para 
realizar operációnies, preferenciales amparadas en el Régimen de Origen de 
que se trate.- 


La suspensión prevista en el párrafo precedente podrá extenderse a otros 
Regimenes de Origen aplicables en nuestro país.- 


Las entidades habilitadas para emitir certificados que lo hubieran hecho en 
las condiciones establecidas en este artículo, además de las sanciones 
previstas en el artículo 2”, podrán ser suspendidas por un plazo de hasta 
12 meses para la emisión de nuevas certificaciones de los productos 
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involucrados en la infracción o de cualquier producto en el marco del 
Régimen de Origen de que se trate.- 


La suspensión provista en el párrafo precedente podrá extenderse a otros 
Regímenes de Origen aplicables en nuestro país.- 


ARTÍCULO 6%. Sin perjuicio de las sanciones previstas en la presente ley y 
en otras disposiciones legales aplicables, la declaración falsa prestada 
sobre hechos propios o en interés propio por el productor y/o exportador en 
el marco del régimen de origen, incluyendo la declaración prevista en el 
artículo 5% y la valoración en aduana efectuada frente a la autoridad 
competente, será sancionada en la forma dispuesta por el artículo 239 del 
Código Penal.- 


ARTÍCULO 7”.- En caso de reincidir en alguna de las conductas previstas 
en el artículo 6%, el productor final y/o exportador podrá ser definitivamente 
inhabilitado para operar en el Régimen de Origen de que se trate, y la 
entidad definitivamente desacredítada para emitir certificados de origen.- 


Dichas inhabilitaciones podrán extenderse a otros Regímenes de 
Origen aplicables en nuestro país.- 


ARTÍCULO.. 8”.. Las sanciones se graduarán y aplicarán teniendo en 
cuenta la gravedad de la infracción, el grado de culpabilidad y el carácter 
de reincidente del infractor. A tal efecto, el Ministerio de Economía y 
Finanzas llevará un Registro de Infractores.- 


ARTÍCULO 9*.- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley.- 
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Representantes 


Proyecto de ley sustitutivo aprobado por la 
_Comisión de Hacienda 


El Ministerio 


icinis” 


establecen en los siguientes artículos. 


El Ministerio de Economía y Finanzas 
podrá delegar la referida atribución en su 
Dirección General de Secretaria. 


El Ministerio de Economía y Finanzas 
podrá delegar la referida atribución en su 
Dirección General de Secretaría. 


El Ministerio de Economía y Finanzas 
podrá delegar la referida atribución en su 
Dirección General de Secretaria. 


*.- Las sanciones que podrá - Las sanciones que podrá 
aplicar el Ministerio de Economía y |aplicar el Ministerio de Economía y 
Finanzas, son las siguientes: Finanzas, son las siguientes: 


: pe 
aplicar el Ministerio de Economía y 
Finanzas, son las siguientes: 

a) Observación A) Observación. A) Observación. 
b) Apercibimiento B) Apercibimiento, B) Apercibimiento. 


C) Multa de 20 UR (veinte unidades 
reajustables) a 10.00 UR (diez mil 
unidades ). 


C) Multa de 20 UR (veinte unidades 
reajustables) a 10.000 UR (diez mil 
unidades reajustables). 


Articulo 39.- Sin perjuicio de las 
en el artículo 2% de la 


Cc) Multa de 20 a 10.000 UR 
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artículo 6*, el productor final y/o exportador 


trate, 
e 


Dichas inhabilitaciones podrán 
extenderse a otros Regímenes de Origen 
aplicables en nuestro país, 


Artículo 3%.- Lag entidades emisoras 
«de certificados de origen serán 
solidariamente responsables con el 
productor final y/o exportador en lo que se 
refiore a la autenticidad de eno datos 
d el o 


operar en el Régimen de Origen de que se | 
y la entidad definitivamente 


falsificación de 
cualquiera de sus 
inhabilitará definitivamente al productor 


¡final o al exportador para actuar al 


>< o Si de que se 
¡tra 


“Las suspensiones 
inhabilitaciones definitivas previstas he. 
el presente artículo podrán extenderse a 
otros regimenes de origen aplicables en 
nuestro país. 


0.- La entidad emisora de 
certificados de origen será corresponsable 
con el productor final o el exportador en lo 
que se refiere a la autenticidad de los datos 
contenidos en el poca 27 Sra y en 

para le 
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elementos, se imhabilitará definitivamente al 
productor final o al exportador para actuar 
al amparo del régimen de origen de que se 
trate, 


Las suspensiones 0 
inhabilitaciones definitivas previstas en 
el presente artículo podrán extenderse 
a otros regimenes de origen aplicables 
en nuestro país. 


Artículo 40.- La entidad emisora de 
certificados de origen será corresponsable 
con el productor final o el exportador en lo 
que se refiere a la autenticidad de los datos 
contenidos en el cevivado ss bar y ES 
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la declaración jurada prevista para la 
emisión de dicho certificado, en el ámbito 
de la competencia que le fue delegada. 


solidaria de 

certificados de origen a que: se refiere el 
artículo anterior, no podrá ser imputada 
cuando esta última demuestre haber 
emitido el certificado de origen en base a 
informaciones falsas  provistes por el 
solicitente, lo cual está fuera de.las 


prácticas usueles de control a su cargo. 


Í "Las 
entidades habilltedas para emitir 
certificados que lo hubleran hecho en las 
condiciones establecidas en este artículo, 
además de las sanciones previstas en 
articulo 2% podrán ser suspendidas por un 
plazo de hasta 12. meses para la emisión de 
nuevas certificaciones de los productos 
Bwrelucredos en la infracción o de cualquier 


emisión de dicho certificado, en el ámbito 


procedimientos mínimos de control que 
deberá aplicar ta entidad emisora a efectos 
de verificar la autenticidad de los datos 
referidos en el inciso anterior. 


de la entidad emisora de certificados de 
origen a que se refiere el artículo anterior, 
no podrá ser imputada cuando esta última 
demuestre haber emitido el certificado de 
origen en base a informaciones falsas 
provistas por el solicitante, sin que se 
hubiere podido detectar y verificar por 
aplicación de los procedimientos de 
control previstos en el artículo anterior, 
o en general, de las orácticas usuales de 
control a su cargo. 


Artículo 6%.- La entidad habilitada 
para emitir certificados que lo hubiere 
hecho en base a declaraciones falsas 
sin que pudiere demostrar haber 
actuado de acuerdo a lo previsto en el 
artículo anterior, además de las 
sanciones previstas en el artículo 2% de la 
presente ley, podrá ser suspendida por un 
plazo de hasta doce meses para la repo 


emisión de dicho certificado, en el ámbito 
de la competencia que le fue delegada. 


La reglamentación dictada por el 
Poder Ejecutivo establecerá los 
procedimientos mínimos de control que 
deberá aplicar la entidad emisora a efectos 
de verificar la autenticidad Je los datos 
referidos en el inciso anterior. 


Artículo 59.- La corresponsabilidad de | 
la entidad emisora de certificados de origén | 
a que se refiere el articulo anterior, no. 
podrá ser imputada cuando esta última 
demuestre haber emitido el certificado de 
origen en base a Informaciones falsas 
provistas por el solicitante, sin que se 
hublere podido detectar y verificar por 
aplicación de los procedimientos de control 
previstos en el artículo anterior, o en 
general, de las prácticas usuales de control 
a su cargo. 


Artículo 69.- La entidad habilitada para 
emitir certificados que lo hubiere hecho en | 
base a declaraciones falsas sin que pudiere 
demostrar haber actuado de acuerdo a lo 
previsto en el artículo anterior, además de 
las sanciones previstas en el artículo 2% de 
la presente ley, podrá ser suspendida por 
un plazo de hasta doce meses para la 
emisión de nuevas certificaciones de los 
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Artículo 8". 
graduarán y aplicarán teniendo en cuenta la 
gravedad: de la infracción, el grado de 
culpabilidad y el carácter de reincidente del 
infractor. A tal efecto, el Ministerio de 
Economía y Finanzas llevará un Registro de 
Infractores, 


Articulo 6%.- Sin perjuicio de las 
sanciones previstas en la presente ley y en 
otras disposiciones legales aplicables, la 
declaración falsa prestada sobre hechos 
proplos o en interés propio por el productor 
y/o exportador en el marco del régimen de 
origen, incluyendo la declaración prevista en 

2 y la valoración en aduana 
efectuada frente a la autoridad competente, 
será sancionada en la forma dispuesta por 


el artículo 239 del Código Penal. 


Artículo _9?.- Poder Ejecutivo 
reglamentará la presente ley. 


Comisión de Hacienda 


involucrados en la infracción o de cualquier 


infracción, el grado de culpabilidad y el 
carácter de reincidente del infractor. A tal 
efecto, el Ministerio de Economía y Finanzas 
llevará un registro de nfractores, 


de las 
sanciones previstas en la presente ley y en 
otras disposiciones legales aplicables, las 
declaraciones falsas realizadas por el 
productor o el expcrtador sobre hechos 
propios o en interés propio en el marco del 
régimen de origen, Incluyendo la 
declaración prevista para la emisión del 
certificado de origen y la valoración en 
aduana efectuada frente a la autoridad 
competente, serán puestas en 
conocimiento de la justicia penal. 


El. Poder Ejecutivo 


cualquier producto en el marco del régimen 


efecto, el Ministerio de Economía y Finanzas 
llevará un registro de infractores. 


.- Sin perjuicio de las 
sanciones previstas en la presente ley y en 
otras cisposiciones legales aplicables, las 
declaraciones falsas realizadas por el 
productor o el exportador sobre hechos 
propios o en interés propio en el marco del 
régimen de origen, Incluyendo la 
declaración prevista para la emisión del 
certificado de origen y la valoración en 
aduana efectuada frente a la autoridad 
competente, serán puestas en conocimiento 
de la justicia penal, 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee). 
— En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor Se- 
nador Baráibar. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Señor Presidente: este pro- 
yecto de ley responde a una iniciativa del Poder Eje- 
cutivo que, a su vez, fue aprobado con algunas modi- 
ficaciones por la Cámara de Representantes. 


Se refiere a que el régimen general de origen es- 
tablece los requisitos que debe cumplir un producto 
para ser considerado originario de un Estado —Estado 
Parte en el caso de que se rija por el régimen de ori- 
gen Mercosur— para beneficiarse de un tratamiento 
tributario aduanero preferencial. El régimen jurídico 
de origen descansa sobre dos principios básicos: el de 
producto enteramente obtenido y el de transforma- 
ción sustancial. 


El Sistema Generalizado de Preferencias -SGP- 
tiene como objetivo principal otorgar preferencias 
arancelarias, no recíprocas y no discriminatorias, por 
parte de países desarrollados a los productos origi- 
narios de países en desarrollo y países menos desa- 
rrollados. Con arreglo a los esquemas instituidos por 
los países otorgantes de preferencias en el marco del 
SGP, se aplican, en vez de tasas de Nación Más Favo- 
recida, aranceles reducidos o nulos a determinados 
productos procedentes de los países en desarrollo. 


En el caso del régimen de origen Mercosur, se 
encuentra regulado en el Cuadragésimo Cuarto Pro- 
tocolo Adicional del Acuerdo de Complementación 
Económica n.” 18, habiendo sido aprobado por De- 
cisión CMC 01/2004 e incorporado al ordenamiento 
jurídico nacional por el Decreto n.” 207/005, de 5 de 
julio de 2005. 


La emisión de los certificados de origen está a car- 
go de reparticiones oficiales, las cuales podrán dele- 
gar la emisión de los certificados en otros organismos 
públicos o en entidades de clase de nivel superior, 
que actúen en jurisdicción nacional, estadual o pro- 
vincial. Una repartición oficial en cada Estado será 
responsable por el control de los certificados de ori- 
gen. 


En nuestro Derecho interno, por el Decreto n.* 
790/971, de 2 de diciembre de 1971, se han desig- 
nado las autoridades competentes para extender los 
certificados de origen de productos uruguayos, bene- 
ficiados del Sistema Generalizado de Preferencias. 
El artículo 2.2 de ese decreto fue modificado por el 
Decreto n.* 603/992, de 9 de diciembre de 1992, es- 
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tableciendo que la Dirección General de Comercio 
Exterior del Ministerio de Economía y Finanzas será 
la autoridad gubernamental competente. 


A su vez, por Resolución del Poder Ejecutivo 
n.* 219/997, de 4 de abril de 1997, se designó a la 
Dirección General de Comercio -Área de Comercio 
Exterior del Ministerio de Economía y Finanzas— 
como entidad responsable por el control de la emisión 
de los certificados de origen extendidos al amparo del 
Mercosur. 


Esa resolución, en su artículo 2.%, designó una 
serie de entidades habilitadas para emitir indistinta- 
mente, dentro de sus competencias, certificados de 
origen, entre las cuales se encuentran entidades pri- 
vadas constituidas bajo la forma de Asociaciones sin 
fines de lucro como la Cámara Mercantil de Produc- 
tos del País y la Cámara de Industrias del Uruguay. 


Las modificaciones legales introducidas por los ar- 
tículos 159 y 163 de la Ley n.* 16.736, de 5 de enero 
de 1996, y el artículo 118 de la Ley n.* 17.930, de 19 
de diciembre de 2005, han operado algunos cambios 
en lo que se refiere a las competencias propias de 
la autoridad correspondiente señaladas en el decreto 
precedente. Ello implica que desde el punto de vista 
sustantivo, las competencias han sido transferidas a 
la Asesoría de Política Comercial de la Unidad Ejecu- 
tora 001 del Ministerio de Economía y Finanzas. 


El proyecto de ley, con las modificaciones que 
juzgó oportunas y convenientes la unanimidad de 
integrantes de esta asesora, estatuye por vía legal el 
régimen de sanciones aplicables a los productores fi- 
nales o exportadores, así como a las entidades dele- 
gadas que actúan en el régimen, cuando cometen las 
infracciones a que se hace referencia en la norma 
proyectada. 


El artículo 1.* habilita al Ministerio de Economía 
y Finanzas a aplicar sanciones a los infractores de 
las normas legales y vigentes en materia de regíme- 
nes de origen, así como la posibilidad de que dicha 
atribución sea delegada en la Dirección General de 
Secretaría. 


Debo señalar, señor Presidente, que el 14 de julio 
de 2011, el Ministerio de Industria, Energía y Mine- 
ría y el de Economía y Finanzas enviaron un nue- 
vo proyecto de ley, que mantenía el mismo texto del 
originalmente presentado pero agregaba un inciso a 
este artículo que dice lo siguiente: “Estarán excluidos 
del poder sancionatorio de dicho Ministerio, aquellos 
organismos públicos actuantes en la emisión de los 
certificados de origen, sin perjuicio de que sus jerar- 
cas deberán iniciar los procedimientos disciplinarios 
correspondientes”. 
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La Cámara de Representantes ya había considera- 
do y aprobado el proyecto en el año 2010, de manera 
que en la Comisión de Hacienda del Senado se ela- 
boró un comparativo entre el proyecto del Poder Eje- 
cutivo, el originalmente aprobado por la Cámara de 
Representantes y el finalmente aprobado por dicha 
Comisión, que incorpora la modificación que el Poder 
Ejecutivo había enviado. Esta es la única variante que 
se establece con respecto al proyecto aprobado por la 
Cámara de Representantes. 


En el artículo 2.” se establecen las sanciones que 
podrá aplicar el Ministerio de Economía y Finanzas: 
A) observación; B) apercibimiento y C) multa de 20 a 
10.000 unidades reajustables. 


Por el artículo 3.” se establece que al margen de 
las sanciones previstas en el artículo 2.*, el productor 
final o exportador que presente, para la emisión del 
certificado de origen que corresponda, una declara- 
ción falsa, podrá ser sancionado adicionalmente con 
la suspensión por un plazo de hasta 18 meses para 
realizar operaciones en el régimen de origen de que 
se trate. 


La inhabilitación será definitiva cuando se cons- 
tate la adulteración o falsificación de certificados en 
cualquiera de sus elementos. 


Asimismo, en estos casos, la suspensión o inhabili- 
tación definitiva podrá extenderse a otros regímenes 
de origen aplicables en nuestro país. 


El artículo 4.” establece, siguiendo los criterios de 
la normativa Mercosur y Aladi vigente, la correspon- 
sabilidad de las entidades emisoras de certificados de 
origen respecto a la autenticidad de los datos conte- 
nidos en el certificado de origen y en la declaración 
jurada prevista para la emisión de dicho certificado. A 
tales efectos, el Poder Ejecutivo determinará los pro- 
cedimientos mínimos de control que deberán aplicar 
las entidades emisoras para verificar la autenticidad 
de los datos. 


En el artículo 5. se establece que la corresponsa- 
bilidad de las entidades emisoras de los certificados 
de origen no podrá ser imputada cuando las referidas 
entidades demuestren haber emitido el certificado de 
origen en base a informaciones falsas del solicitante 
sin que se hubiere podido detectar y verificar por la 
aplicación de los procedimientos mínimos de control 
a que hace referencia el artículo anterior o, en gene- 
ral, por las prácticas usuales de control a su cargo. 


Por el artículo 6.” se establecen las sanciones adi- 
cionales que se le podrán imponer a las entidades 
emisoras cuando se hubieren emitido certificados de 
origen en base a declaraciones falsas sin que pudie- 
ren demostrar haber efectuado los procedimientos 
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mínimos de control. En tal caso, las entidades emi- 
soras podrán ser suspendidas por un plazo de hasta 
12 meses para la emisión de nuevas certificaciones 
de los productos involucrados en la infracción o de 
cualquier producto en el marco del régimen de origen 
de que se trate. La reincidencia determinará la des- 
acreditación para emitir certificados de origen que 
incluso podrá extenderse a otros regímenes de origen 
aplicables en nuestro país. 


El artículo 7.* se refiere a la graduación de las 
sanciones previstas en esta ley en función de la gra- 
vedad de la infracción, el grado de culpabilidad y el 
carácter de reincidente del infractor, cometiéndole al 
Ministerio de Economía y Finanzas llevar un registro 
de infractores. 


Por el artículo 8.” se establece que al margen de 
las sanciones previstas en esta ley y en otras dispo- 
siciones legales aplicables, las declaraciones falsas 
realizadas por el productor o el exportador sobre 
hechos propios o en interés propio en el marco del 
régimen de origen, incluyendo la declaración pre- 
vista para la emisión del certificado de origen y la 
valoración en aduana efectuada frente a la autori- 
dad competente, serán puestas en conocimiento de 
la Justicia Penal. 


Por último, el artículo 9.” establece un plazo de 
90 días corridos, contados a partir de la fecha de su 
promulgación, para que el Poder Ejecutivo reglamen- 
te esta ley. 


En definitiva, señor Presidente, se trata de un 
proyecto que fue aprobado en su momento por la 
Cámara de Representantes, pero al que luego se le 
introdujeron modificaciones sugeridas por el Poder 
Ejecutivo. Ese es el proyecto que la Comisión propo- 
ne por unanimidad que sea aprobado y que natural- 
mente deberá ser remitido nuevamente a la Cámara 
de Representantes para que apruebe, como segura- 
mente lo hará, las modificaciones sugeridas, reitero, 
propuestas por el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR SOLARI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR SOLARI.- Señor Presidente: comparto 
plenamente el espíritu y la letra de este proyecto de 
ley, pero quisiera hacer una consulta al señor miem- 
bro informante. En particular, me gustaría saber si 
nos puede decir hasta qué punto se aplica esta nor- 
mativa en los otros países del Mercosur porque, como 
todos sabemos, ello se hace en forma muy selectiva. 
La intención es asegurarme de que tenemos una si- 
tuación espejo con respecto a los otros países, de tal 
manera de no poner a nuestras propias empresas en 
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un escenario de desventaja con respecto a los demás 
países integrantes del bloque. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el 
miembro informante. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Señor Presidente: hace po- 
cos días también me correspondió informar el Pro- 
tocolo de la Ronda de San Pablo al Acuerdo sobre el 
Sistema Global de Preferencias Comerciales entre 
Países en Desarrollo, suscripto por el Mercosur en Foz 
de Iguazú. Entendimos que era conveniente aprobar 
dicho Protocolo para estar en igualdad de condiciones 
y que desde el exterior no le reclamen a nuestras em- 
presas, a nuestros exportadores, determinadas nor- 
mas que eventualmente pueden no ser aplicadas en 
otros países y, sin embargo, podrían ser un buen pre- 
texto para impedir el ingreso de nuestros productos 
a otros países. Al mismo tiempo, vale la pena hacerlo 
aplicar con toda su formalidad, para defendernos de 
conductas improcedentes o competencia desleal, por 
importaciones de productos que no cumplan con las 
reglas de origen. 


Este concepto une la normativa que se propone 
sobre el régimen de origen al Protocolo de San Pablo 
aprobado hace unos días. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me permito agregar que 
la idea de este proyecto de ley es defendernos de los 
problemas que están vigentes en el Mercosur. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en 
general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Pido la palabra para una mo- 
ción. 
SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 


Senador. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Formulo moción en el senti- 
do de que se suprima la lectura. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción 
formulada. 


(Se vota:) 


-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 1. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-15 en 17. Afirmativa. 

En consideración el artículo 2.". 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 3.". 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 4.". 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-14 en 17. Afirmativa. 

En consideración el artículo 5.". 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 6.". 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 7.*. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 8.". 
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Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 9.*. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR ROSADILLA.- Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR ROSADILLA.- Señor Presidente: solicito 
que se rectifique la votación del artículo 1.*. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a rectificar la vota- 
ción del artículo 1.*. 
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(Se vota:) 
-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que vuelve a la 
Cámara de Representantes a los efectos de que esta 
considere las modificaciones introducidas. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aproba- 
do, por ser igual al considerado). 


15) DOCTOR LUIS ANTONIO PACHECO CAR- 
VE. DESIGNACIÓN COMO FISCAL LETRA- 
DO INSPECTOR 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en quinto término del Orden del 
Día: «Informe de la Comisión de Asuntos Adminis- 
trativos relacionado con la solicitud de venia remitida 
por el Poder Ejecutivo, de conformidad con lo esta- 
blecido por el numeral 13 del artículo 168 de la Cons- 
titución de la República, a fin de designar en el cargo 
de Fiscal Letrado Inspector, Escalafón “N”, al doctor 
Luis Antonio Pacheco Carve. (Carp. n.* 1171/2013 — 
Rep. n.* 815/2013)». 
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(Antecedentes:) 


Carp, n.* 1171/2013 - Rep. n.* 815/2013 


Montevideo, 2 de abril de 2013. 


Señor Presidente de la Cámara de Senadores 
Cr. DANILO ASTORI 


Mensaje N* 06/13 
Señor Presidente: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo a efectos de solicitar la venia 
requerida por el numeral 13 del artículo 168 de la Constitución de la República, para una vez 
obtenida, proceder a la designación del Señor Fiscal Letrado. Inspector (Escalafón “N”), de 
conformidad a lo dispuesto por el articulo 189 de la Ley No. 18.996 de 7 de noviembre de 2012, 
cuyo nombre y méritos se individualizan en el presente texto. 


Así, el Sr. Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, Dr. Jorge Díaz, elevó a . 
consideración del Ministerio de Educación y Cultura - en el marco de la competencia que le asigna 
el numeral 5? del artículo 7” del Estatuto del Ministerio Público y Fiscal -, el nombre del 
Magistrado, que a su criterio y en virtud de los argumentos que expone, se encontraría en 
condiciones de acceder al cargo. (Oficio No. 504/013 de fecha 12 de marzo de 2013). 


La mencionada propuesta del Sr. Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, en 
su calidad de jerarca de la Unidad Ejecutora - Ministerio Público y Fiscal- jerarquizada a su vez al 
Poder Ejecutivo por intermedio del Ministerio de Educación y Cultura (artículo 1* del Decreto-Ley 
No. 15.365), debe ajustarse a las disposiciones de rango legal que regulan el ingreso y la carrera 
administrativa de los miembros del Ministerio Público y Fiscal, artículos 22 y 31 del mencionado 
decreto-ley. 


El Poder Ejecutivo — como órgano jerarca máximo en materia administrativa- tiene la 
responsabilidad de análizar la correspondencia legal de la propuesta sugerida, así como la 
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oportunidad y mérito de la misma. Efectuado el análisis de rigor, se cumple con enviar 
la solicitud de venia al cuerpo legislativo. j 


En efecto, el Dr, Luis Antonio PACHECO CARVE ingresó al Ministerio 
Público y Fiscal por Resolución del Poder Ejecutivo, de fecha 15 de setiérmbre de 1993, * 
en un cargo de Asesor | — Abogado (Escalafón “A”), en la Fiscalía Letrada 
- Departamental de Canelones. Por Resolución de Fiscalía de Corte y Procuraduría 
General de la Nación No. 127/97, de 24 de febrero de 1997, es redistribuido a las 
Fiscalías Letradas Departamentales de Pando de Primer y Segundo Tumo. Por 
Resolución del Poder Ejécutivo No. E/C 605 de fecha 12 de diciembre de 1997, es 
designado por vía de ascenso, en el cargo de Fiscal Letrado Departamental de Bella 
Unión. Posteriormente, por Resolución del Ministerio de Educación y Cultura de 11 de 
febrero de 1999 es trasladado a la Fiscalía Letrada Departamental de Cerro Largo de 
Segundo Tumo. Y finalmente, por Resolución del Ministerio de Educación y Cultura, 
de fecha 20 de diciembre de 2007, es trasladado a la Fiscalía Letrada Departamental de 
'Maldonado.de Primer Turno, donde actualmente se desempeña. 


Asimismo, el citado jerarca indica que el Dr. Pacheco ha evidenciado a lo 
largo de su dilatada trayectoria en los cuadros del Ministerio Público y Fiscal, excelente 
capacidad y solvencia técnica, lo que sumado a la contracción al trabajo y a la 
responsabilidad que ha demostrado en el cumplimiento de las tareas técnicas que ha 
debido desempeñar, lo hacen merecedor del ascenso que significa acceder al cargo de 
Fiscal Letrado Inspector. 


En base a las razones expuestas, es que se solicita al Senado de la República 
la venia que habilite la designación del Señor Fiscal Letrado Departamental de 
Maldonado de Primer Tumo (Escalafón “N”), Dr. Luis Antonio PACHECO 
CARVE, para ocupar el cargo de Fiscal Letrado Inspector (Escalafón “N”). 
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El Poder Ejecutivo saluda al Señor Presidente de la Cámara de Senadores con su más alta 
consideración. 
Exps. 2013 — 11 --0000 - 1030 
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Disposiciones citadas 


. Ley N* 18.996 
de 7 de noviembre de 2012 


Reglamentada por Decreto N* 103/013 de 2 de abril de 2013. 


RENDICIÓN DE CUENTAS Y BALANCE DE EJECUCIÓN PRESUPUESTAL 
EJERCICIO 2011 


SECCIÓN IV 
INCISOS DE LA ADMINISTRACIÓN CENTRAL 


INCISO 11 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA 


Artículo 189.- Créanse en el Inciso 11 "Ministerio de Educación y 
Cultura", unidad ejecutora 019 "Fiscalia de Corte y Procuraduría General de la 
Nación”, programa 200 "Asesoramiento, Cooperación y Representación”, los 
siguientes cargos: 

- 1 cargo de Fiscal Letrado Inspector, escalafón "N", cuya remuneración 
mensual será equivalente, por todo concepto, a la que corresponde al cargo de 
Fiscal Letrado Nacional. 

- 1 cargo de Fiscal Letrado Suplente Departamental, escalafón "N”, cuya 
remuneración mensual será equivalente a la del cargo ya existente. 

- 48 cargos de Fiscal Adscripto, escalafón "N", cuya remuneración mensual 
será equivalente, a la del cargo de Secretario Letrado, escalatón "A", Serie 
Abogado o Escribano. y 

- 2 cargos de Asesor Contador, escalafón "A", grado 13, Serie Contador. . 

- 20 cargos de Administrativo Ill, escalafón "C", grado 06, Serie 
Administrativo. : 

- 3 cargos de Oficial !, Chofer, escalafón "F", grado 07, Serie Oficios. 

- 10 cargos de Auxiliar |, escalafón "F", grado 06, Serie Oficios. 

- 1 cargo. de Ingeniero de Sistemas, escalafón "A", grado 14, Serie 
Computación, cuya remuneración mensual será equivalente a la que, por todo 
concepto, corresponde al cargo de Jefe de Departamento, escalafón “A”, grado 
14, Serie Contador. : 

- 1 cargo de Asesor Informático, escalafón "R”, grado 13, Serie Computación, 
cuya remuneración mensual será equivalente a la de Asesor Letrado y para 
cuya financiación se utilizarán los créditos presupuestales correspondientes a 
la Función Contratada de Alta Especialización, Vinculo Laboral 1824, que se 
elimina a tales efectos. a e 

- 1 cargo de Analista de Sistemas y 1 cargo de Analista Programador, 
escalafón “R”, grado 12, Serie Computación, cuyas remuneraciones mensuales 
serán equivalentes a la del cargo de Jefe de Departamento, escalafón "C”, 
grado 12, Serie Administrativo. ' : ; 

- 4 cargos de Técnico en Hardware, escalafón "R", grado 11, Serie 
Computación, cuyas remuneraciones mensuales serán equivaléntes a la del 
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cargo de Subjefe de Departamento, escalafón "C”, grado 11, Serie 
Administrativo. ' 

A efectos de la creación de los cargos establecidos en la presente norma, 
increméntase el grupo O "Retribuciones Personales”, Financiación 1.1 "Rentas 
Generales”, en $ 57.835.620 (cincuenta y siete millones ochocientos treinta y 
cinco mil seiscientos veinte pesos uruguayos) incluidos aguinaldo y cargas 
legales. : 


Increméntase, asimismo, con la Financiación 1.2 "Recursos con Afectación 
Especial", el grupo O "Retribuciones Personales", en $ 3.368.450 (tres millones 
trescientos sesenta y ocho mil cuatrocientos cincuenta pesos uruguayos) 
incluidos aguinaldo y cargas legales a efectos de atender la distribución 
prevista en el literal B) del artículo 368 de la Ley N” 16.736, de 5 de enero de 
1996, en la redacción dada por el artículo 520 de la Ley N” 18.719, de 27 de 
diciembre de 2010. Los créditos autorizados en el presente inciso serán 
atendidos con la Financiación 1.1 "Rentas Generales", una vez dictada la 
reglamentación establecida en el inciso final de la referida norma. Los cargos 
de Fiscal Letrado Inspector, Fiscal Letrado Suplente Departamental y Fiscales 
Adscriptos serán destinados preferentemente al interior del país y comunicada 
su designación a la Asamblea Genera!. 
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Decreto N* 103/013 
de 2 de abril de 2013 


Reglamentario de la Loy N' 18.996 de 7 de noviembre de 2012, artículo 189. 
' 


VISTO: Lo dispuesto por el art. 189 de la ley 18.996, de 7 de noviembre de 
2012 (Ley de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal). 


RESULTANDO: Que dicha norma creó el cargo de Fiscal Letrado inspector, 
escalafón "N" y estableció que su remuneración mensual será equivalente a la 
que corresponde al cargo de Fiscal Letrado Nacional, 

. | 


CONSIDERANDO: 1) Que la mencionada disposición legal no estableció la 
competencia, potestades y obligaciones del cargo creado por lo que 
corresponde reglamentar $ mismas. 


11) Que a tales efectos se tomó como base las reglamentaciones de cargos 
similares en el derecho comparado. 


ATENTO: A lo expuesto y a lo dispuesto en artículo 168 numeral 13” de la 
Constitución de la República y en el Decreto Ley 15.365 (Ley Orgánica del 
Ministerio Público Fiscal); 


EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 
DECRETA: 


Articulo 1%.- El Fiscal Letrado Inspector será designado por el Poder 
Ejecutivo, a propuesta del Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, 
previa venia del Senado de la República o de la Comisión Permanente, en su 
caso, otorgada por tres quintos del total de componentes (arts. 168 numeral 13* 
de la Constitución de la Répública y 7? numeral 5 del Decreto Ley 15,365). 


Artículo 2”.- El Fiscal Letrado Inspector tendrá la misma categoría y estará 
equiparado a todos los e tos al Fiscal Letrado Nacional. 


Artículo 3*- El Fiscal Letrado Inspector tendrá competencia nacional, 
actuará asistido de un Fiscal Letrado Adjunto y de uno o más Fiscales 
Adscriptos. Dispondrá asimismo del personal administrativo que la Fiscalía de 
Corte y Procuraduría ral de la Nación determine. 


Artículo 4”.- El Fiscal Letrado Inspector servirá los intereses generales del 
Ministerio Público y Fiscal, con sometimiento pleno al derecho y actuará con los 
siguientes principios generales: 

a) imparcialidad; 


b) Legalidad objetiva; 
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o) Economia, celeridad y eficacia; 

d) Flexibilidad y ausencia de ritualismos formales; 
e) Debido procedimiento; 

f)- Buena fe y lealtad; 

9) Motivación de sus informes; - 

h) Confidencialidad; 


I)' Complementariedad, coordinación y mutua colaboración con los 
restantes integrantes del Ministerio Público y Fiscal. 


Artículo 5% - Competehcia Funcional del Fiscal Letrado Inspector: 


a) Controlar la regularidad con que funcionan las oficinas del Ministerio 
Público. 


| 
b) Verificar el cumplimiento por parte de los Fiscales Letrados de los 
deberes funcionales impuestos por el artículo 33 del Decreto Ley 15.365 
(Ley Orgánica del Ministerio Público y Fiscal) 


c) Examinar las prácticas generales que siguen las Fiscalías para el 
despacho de expedientes y actuación funcional en los procesos en que 
deba intervenir el Ministerio Público y Fiscal. : 


d) Analizar la distribución del trabajo y la organización del servicio de cada 
Fiscalia y supervisar el cumplimiento de las Circulares y Resoluciones 
de la Fiscalía de Córte y Procuraduría General de la Nación. 

e) Recibir quejas de profesionales y particulares sobre el modo de proceder 

de los Fiscales dos y de otros funcionarios del Ministerio Público y 

¡ información de urgencia y poner la denuncia y la 

información de urgencia en conocimiento del Fiscal de Corte y 

Procurador General de la Nación, sin perjuicio de la comunicación 

del hecho así lo justificare, 


e 


Nación .las irregularidades que compruebe en el proceder de los 

integrantes del Ministerio Público y Fiscal y todas aquellas conductas 

sue A comprometer el honor, la delicadeza o la dignidad de la 
ción. ES 


g) Remitir informes mensuales y un informe anual al Fiscal de Corte y 
Procurador General de la Nación, sobre la regularidad del servicio y los 
resultados de la labor inspectiva. 
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h) Instruir las investig 
sumarios administrativos seguidos contra los Fiscales Letrados, con 
excepción de aquéllos casos que hubieran sido denunciados por el 


> pertinentes. 


j) Proponer al Centro de Formación del Ministerio Público y Fiscal aquellos 
- aspectos de la actuación funcional que deberían ser objeto de especial 
atención en la formación y capacitación de los integrantes del cuerpo. 


k) Evacuar consultas de los integrantes del Ministerio Público y Fiscal 
relativos al funcionamiento del servicio. 


l) Asesorar al Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación en todos 
los aspectos relacionados con el correcto funcionamiento del servicio, 
respecto de los cuales éste requiera su opinión. 


Artículo 6* - Potestades del Fiscal Letrado Inspector: 


a) Visitar las Sedés de las Fiscalías Letradas Nacionales y 
Departamentales y|las Oficinas Administrativas del Ministerio Público y 
Fiscal. 


b) Revisar los libros y visteros de las Fiscalías. 


c) Comunicarse y entrevistarse con jerarquías de otros organismos 
públicos, con integrantes de los Colegios de Abogados, Asociaciones de 
Escribanos y con integrantes de cualquier otra organización pública o 
privada, así como 


d) Requerir de otras| autoridades, funcionarios y particulares datos y/o 
informes que se estimen necesarios o convenientes. 


€) Comunicar al Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación las 


observaciones y mendaciones que entienda pertinente realizar a los 
Fiscales Letrados p9e al puntual y más acertado cumplimiento de 


respecto al orden, [custodia y conservación de los documentos, libros y 
expedientes de la 


Artículo 7”.- Obligaciónes del Fiscal Letrado Inspector. 
a) Asistir regularmente a su despacho. 


ciones administrativas en las sedes fiscales y los 


109-C.S. 


110-C.S. 


b) 


c) 


d) 


e) 


_ 


CÁMARA DE SENADORES 


21 de mayo de 2013 


Cumplir las obligaciones inherentes al cargo y hacerlas cumplir a sus - 


subordinados. 


Visitar las. sed de - las Fiscalías Letradas Nacionales y 
- o y llas Oficinas Administrativas del Ministerio Público y 
iscal. 


Las visitas serán ordinarias y extraordinarias: el Fiscal Letrado Inspector 
deberá visitar por ló menos una vez al año cada Fiscalía Letrada, éstas 
se efectuarán pr comunicación con los jerarcas de las respectivas 
Fiscalías. Se realizarán también las visitas extraordinarias que se 
estimen necesarias a los fines del cumplimiento de los cometidos de la 
inspección. - 


Efectuar las visitas sin perjudicar ni entorpecer el funcionamiento 
habitual de las Sedés. 


Redactar, luego de ¡cada visita -dentro del término de cinco dias hábiles- 
un Informe de Visita, el cual contendrá las resultancias de la misma, las 
observaciones realizadas y las recomendaciones para la mejora del 
servicio. 


Transmitir reservadamente al Fiscal de Corte y Procurador General de la 


Nación aquellas observaciones que por'su índole asi lo requieran, 
relativas a la id dad, condiciones y concepto del Fiscal o funcionario 
inspeccionado, y denunciar en todos los casos los incumplimientos que 


- constatare de los deberes funcionales. 


h 


—e 


Elevar al Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación los informes 
mensuales y el informe anual previstos en el art. 5” literal g) del 
presente. 


Respetar la independencia técnica de los Magistrados integrantes del 
Ministerio Público y Fiscal. 


Abstenerse de dar|a publicidad el contenido de sus informes de visita o 
de sus informes mensuales o anuales al Fiscal de Corte y Procurador 
General de la Nación así como de hacer públicos juicios o censuras - 
manifiestos o encubiertos -, sobre los Fiscales Letrados o funcionarios 
del servicio. 


Artículo 8?.- Dere del Fiscal Letrado Inspector: 


1) Gozará de licencia |ordinaria durante las Ferias Judiciales. 


2) Tendrá derecho a percibir viáticos para atender los gastos de traslado y 


estadía para la realización de las visitas ordinarias o extraordinarias a 
las Fiscalias Le s Departamentales. 


Artículo 9”.- Dése cuenta a la Asamblea General. 
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Docroto Loy N* 15.365, 
de 30 de diciembre de 1982 


MINISTERIO PÚBLICO Y FISCAL 


SE APRUEBA LA LEY ORGANICA 


CAPÍTULO | - OBJETO Y ORGANIZACIÓN 


Artículo 1%- (Concepto orgánico. Objetivos). El Ministerio Público y Fiscal 
constituye un cuerpo técnico-administrativo jerarquizado al Poder Ejecutivo por 
intermedio del Ministerio de Educación y Cultura, bajo la jefatura directa del Fiscal de 
Corte. y Procurador General de la Nación, integrado por la Fiscalía de Corte y 
Procuraduria General de la Nación, Fiscalias Letradas Nacionales, Fiscalía Adjunta de 
Corte, Fiscalia Letrada Suplente, Fiscalías Letradas Departamentales y Fiscalias 
Letradas Adjuntas, que tiene como objetivos la defensa de la sociedad, la defensa y 
representación del Estado en el ámbito que las leyes le asignen y el asesoramiento al 
Poder Ejecutivo y a la Justicia cuando le sea requerido. 


Fuente: Loy N* 16 170 de 28 de diciembre de 1990 artículo 3€4. 


Artículo 4% - (Estructura orgánica). El Ministerio Público y Fiscal cumplirá sus 
objetivos y funciones por medio de la siguiente estructura orgánica jerárquicamente 
ordenada: 


1) Fiscalia de Corte y Procuraduría General de la Nación, 

2) Fiscalias Letradas Nacionales de lo Civil, de lo Penal, de Hacienda y de Aduana. 
3) Fiscalía Adjunta de Corte. 

4) Fiscalía Letrada Suplente. 

5) Fiscalias Letradas Departamentales. 

6) Fiscalias Letradas Adjuntas. 


Fuente: Numaral 22): Docroto Lay N* 15.648 do 22 de octubro de 1984, artículo 4. 


í 7”.- Competencia funcional en el orden administrativo). Al Fiscal de 
Corte y Procurador General de la Nación, en el orden administrativo, corresponde: 


1) Ejercer la jefatura directa e integral del Ministerio Público y Fiscal con facultades de 
vigilancia y superintendencia directiva, correctiva, consultiva e instructiva de sus 
integrantes. 

2) Solicitar, de cualquier dependencia del Poder Ejecutivo, las informaciones que 
estimare necesarias para el mejor cumplimiento de sus cometidos y requerir 
directamente en el ejercicio de sus funciones, al igual que los demás miembros del 


. Ministerio Público, el auxilio de la fuerza pública. 


3) Dirimir contiendas de competencia entabladas entre Fiscales. 

4) Proponer al Poder Ejecutivo, en su oportunidad, la designación de los Fiscales que 
deberán actuar en lo nacional y en lo departamental durante el periodo de vacaciones 
judiciales, y el de sus respectivos subrogantes. 

5) Proponer al Poder Ejecutivo la designación, el traslado y la promoción de los 
magistrados integrantes del Ministerio Público y Fiscal. 

6) Disponer, cuando corresponda, las subrogaciones de los magistrados del Ministerio 
Público y Fiscal, ciñéndose al régimen legal y reglamentario que las determinen. 
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7) Disponer los traslados de funcionarios del organismo de un despacho a otro de las 
unidades con sede en la Capital, y proponer su redistribución entre las sedes 
departamentales y de la Capital hacia ellas o viceversa cuando razones atinentes a la 
mejor marcha del servicio así lo aconsejen; 

8) Poner en conocimiento del Ministerio de Educación y Cultura las circunstancias que 
a su juicio aconsejen modificar las disposiciones que rigen el servicio y sugerir la 
adopción de las medidas o la promoción de las gestiones que crea corresponder. 

9) Cometer al Fiscal Adjunto de Corte, al Fiscal Letrado Suplente y a los Secretarios 
Letrados de la Fiscalia de Corte y Procuraduría General de la Nación, las tareas 
técnicas y administrativas que considere convenientes y acordes, respectivamente, 


con sus jerarquías. 
10) Elevar al Ministerio de Educación y Cultura, dentro de los seis meses de cada 


ejercicio, la memoria anual del Ministerio Público y Fiscal. 


Fuentes: Numeral 7): Decreto Ley N* 15.648 de 22 de octubre de 1984, artículo 4. 
Numeralos 8) y 10): Loy N* 16,170 do 28 de diciembre de 1990, articulo 364. 


CAPÍTULO V - DE LAS FISCALÍAS LETRADAS DEPARTAMENTALES 


- Aticulo 17.- (Objetivos y competencia funcional en el orden judicial). A los 
Fiscales Letrados Departamentales, conforme a lo que la ley establezca, compete: 


1) Ejercer las funciones especificadas para el Ministerio Público en lo Civil de la 
' Capital, dentro de la jurisdicción que le fuere asignada. 

2) Hacer lo propio con las detalladas para los del Ministerio Público en lo Penal en los 

apartados 1), 2) y 4) del artículo 12 de esta ley, dentro de la jurisdicción criminal que 


para los órganos de la justicia ordinaria delimita el Código del Proceso Penal. 
3) Ejercer el Ministerio Fiscal dentro de su jurisdicción en todo asunto respecto al cual 


la lay prescriba expresamente su intervención. 
Fuente: Numeral 3): Decreto Ley N".15.648 de 22 de octubre de 1984, artículo 4, 


CAPÍTULO VII - DISPOSICIONES GENERALES QUE REGULAN LA 
ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL 
MINISTERIO PÚBLICO Y FISCAL 


SECCIÓN II - NOMBRAMIENTO 


Artículo _21.- (Nombramiento de los Fiscales Letrados Nacionales, Fiscal 
Adjunto de Corte y Fiscal Letrado Suplente). Para ser designado Fiscal Letrado 
Nacional, Fiscal Adjunto de Corte o Fiscal Letrado Suplente, se requiere: 


1) Cinco años de actuación en el Ministerio Público o Fiscal, 
2) Ciudadanía natural o legal con cinco años de ejercicio, 


Artículo_22.- (Nombramiento de los Fiscales Letrados Departamentales y 
Fiscales Letrados Adjuntos). Para ser designado Fiscal Letrado Departamenta! y Fiscal 


Letrado Adjunto, se requiere: 
1) Titulo de abogado. 


2) Ciudadania natural o legal con tres años de ejercicio. 
3) Habilitación psíquica, fisica y moral para el desempeño del cargo. 


Es impedimento psico-físico el que resulta de enfermedades crónicas o 
permanentes que afecten gravemente la actividad de la personalidad física o psíquica. 
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Es impedimento moral el generado por el comportamiento socialmente 
degradante o por las condenaciones de carácter penal. ; 


No puede ser nombrado Fiscal quien esté procesado por delito perseguible 
mediante acción pública. : 


CAPÍTULO VII - DISPOSICIONES GENERALES QUE REGULAN LA 
ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL. 
MINISTERIO PÚBLICO Y FISCAL 


SECCIÓ N lll - RÉGIMEN ESTATUTARIO 


Artículo 31.- (Ingreso y carrera del Ministerio Público y Fiscal). El ingreso al 
Ministerio Público y Fiscal se hará por el cargo de menor jerarquía. 
El régimen-normal de ascensos en el Ministerio Público y Fiscal se ajustará a los 
principios de la carrera administrativa, según el orden establecido en el artículo 4*. 
Sólo será admisible apartarse de estos principios en casos excepcionales, cuando asi 
lo solicite el Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación fundándose en el 


interés del servicio. 


Artículo 32.- (Normas que regulan la carrera de los magistrados del Ministerio 
Público y Fiscal). El traslado de los Fiscales Letrados Departamentales a las sedes 
homólogas conceptuadas como de ascenso se hará de acuerdo a pautas de 
antigúedad calificada, sin perjuicio de dar prevalencia, en todo caso, a la especial 
aptitud funcional o a la versación cientifico-jurídica: La calificación de- Fiscalía Letrada 
Departamental de ascenso se hará atendiendo exclusivamente a los principios que 
establecerá la reglamentación, con la finalidad de adecuar la calidad y cantidad de 
a de cada sede, con la proximidad de su radicación a la capital de la 

epública. 


La misma norma regirá, en lo pertinente, el ascenso de los Fiscales Adjuntos a las 
Fiscalías Letradas Departamentales; la de los Fiscales Letrados Departamentales a la 
Fiscalía Adjunta de Corte y, sucesivamente, la promoción a los cargos de superior 
jerarquía de acuerdo al orden establecido en el artículo 4”. 


Artículo 33.- (Deberes funcionales). El Fiscal de Corte y Procurador General de 
la Nación, los Fiscales Letrados Nacionales, el Fiscal Adjunto de Cone, el Fiscal 
Letrado Suplente, los Fiscales Letrados Departamentales y los Fiscales Letrados 
Adjuntos quedan sujetos a las siguientes obligaciones: 


1) Residir en el lugar donde tenga su asiento la Fiscalía correspondiente. En casos 
especiales de imposibilidad debidamente justificados, el Fiscal de Corte y Procurador 
General de la Nación podrá conceder a dichos magistrados autorización temporal para 


residir en otro lugar, comunicándolo al Ministerio de Justicia, estándose a lo que éste 
. en definitiva resuelva. 


2) Asistir diariamente a su despacho. : 

3) Cumplir las obligaciones inherentes a su cargo y hacerlas cumplir a sus 
subordinados. 

4) pal sus dictámenes dentro de los términos fijados por las disposiciones 
vigentes. 

5) Abstenerse de emitir y hacer públicos juicios o censuras, manifiestos o encubiertos, 
en sus dictámenes o por cualquier otro medio, sobre gobernantes o jerarcas del 
servicio; dar a publicidad o facilitar de cualquier modo la difusión de antecedentes e 
informaciones sobre cuestiones o asuntos de cualquier naturaleza de que conozcan, o 
en que intervengan o hubieran intervenido en razón de sus funciones; promover 
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gestiones relativas a la organización o funcionamiento del servicio a su cargo o de su 
situación administrativa o de la de sus funcionarios, de otro modo que por escrito y 
ante el jerarca respectivo. 
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Comisión de Asuntos Administrativos 
ACTA n.* 64 


En Montevideo, el día quince del mes de mayo 
del año dos mil trece, a la hora once, en la Sala Dr. 
Martín C. Martínez se reúne la Comisión de Asuntos 
Administrativos de la Cámara de Senadores. 

Asisten sus miembros, señora Senadora Lucía 
Topolansky y señores Senadores Milton Antognazza, 
Pedro Bordaberry, Rodolfo Nin Novoa y Gustavo Pe- 
nadés. 

Preside su titular, señora Senadora Lucía 
Topolansky. 

Actúan en Secretaría la Secretaria de la Comisión, 
señora María Celia Desalvo y la Prosecretaria, señora 
Gloria Mederos. 

Concurren por haber solicitado audiencia, por el 
Colegio de Abogados del Uruguay: doctores Bernar- 
dino Real (Presidente), Ricardo Mezzera (Vicepresi- 
dente) y Martín Risso y Daniel Ochs (integrantes del 
Directorio). 

Abierto el acto, por Secretaría se da cuenta de los 
siguientes asuntos entrados: 

1) Carpeta n.* 1193/2013. Mensaje del Poder Eje- 
cutivo por el que solicita la venia correspondiente 
para designar en el cargo de Fiscal Letrado Departa- 
mental de Chuy, Escalafón “N”, al doctor José Martín 
Galliazzi Curbelo. Distribuido n.” 2050/2013. 

Pasa a estudio del señor Senador Gustavo Pena- 
dés. 

2) Carpeta n.* 1194/2013. Mensaje del Poder Eje- 
cutivo por el que solicita la venia correspondiente para 
designar en el cargo de Fiscal Letrado Suplente De- 
partamental, Escalafón “N”, a la doctora Silvana Ana 
Pedulla Bellomusto (Distribuido n.” 2051/2013). 

Pasa a estudio del señor Senador Pedro Bordaberry. 

Acto seguido se procede a considerar los siguien- 
tes asuntos a estudio: 

- Carpeta n.* 1158/2013. Mensaje del Poder Eje- 
cutivo por el que solicita venia para destituir de su 
cargo, por la causal de omisión a los deberes del car- 
go, a un funcionario perteneciente al Inciso 05 “Mi- 
nisterio de Economía y Finanzas”, Unidad Ejecutora 
005 “Dirección General Impositiva” (Distribuido n.” 
1980/2013). 

— La Comisión adopta resolución. Se designa 
miembro informante al señor Senador Rodolfo Nin 
Novoa (Informe verbal). 

- Carpeta n.” 1166/2013. Mensaje del Poder Ejecu- 
tivo por el que solicita venia para destituir de su car- 
go, por la causal de ineptitud física, a un funcionario 
perteneciente al Inciso 08 “Ministerio de Industria, 
Energía y Minería”, Unidad Ejecutora 008 “Dirección 
Nacional de Energía” (Distribuido n.* 1996/2013). 
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La Comisión adopta resolución. Se designa miem- 
bro informante a la señora Senadora Lucía Topolans- 
ky (Informe verbal). 

- Carpeta n.* 1169/2013. Mensaje del Poder Eje- 
cutivo por el que solicita venia para destituir de su 
cargo, por la causal de ineptitud para el desempeño 
del cargo, a un funcionario perteneciente al Inciso 07 
“Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca”, Uni- 
dad Ejecutora 005 “Dirección General de Servicios 
Ganaderos” (Distribuido n.* 2005/2013). 

La Comisión adopta resolución. Se designa miem- 
bro informante al señor Senador Milton Antognazza 
(Informe verbal). 

- Carpeta n.” 1171/2013. Mensaje del Po- 
der Ejecutivo por el que solicita venia para 
designar en el cargo de Fiscal Letrado Ins- 
pector, Escalafón “N”, al doctor Luis Antonio Pa- 
checo Carve (Distribuido n.* 2023/2013). 

La Comisión adopta resolución. Se vota: 5 en 5. Afir- 
mativa. UNANIMIDAD. 

Se designa miembro informante al señor Senador 
Milton Antognazza (Informe verbal). 

La Comisión pasa a cuarto intermedio hasta la 
hora trece y treinta minutos. 

Siendo la hora trece y treinta y cinco minutos, 
se recibe a la delegación invitada, quienes funda- 
mentan una propuesta para reglamentar los pro- 
cedimientos previstos constitucionalmente para la 
designación de los Ministros de la Suprema Corte 
de Justicia y del Tribunal de lo Contencioso Admi- 
nistrativo. 

Finalmente, se adoptan las siguientes resoluciones: 

1. Incluir la solicitud de venia para designar en 
el cargo de Fiscal Letrado Inspector, Escalafón “N” 
al doctor Luis Antonio Pacheco Carve, en la primera 
sesión extraordinaria que realice el Senado. 

2. Poner en conocimiento de la Suprema Corte de 
Justicia de la visita del Colegio de Abogados a esta 
asesora y remitirle una copia del texto de la propuesta 
presentada. 

De lo actuado se toma versión taquigráfica 
cuya copia dactilografiada luce en el Distribuido 
n.? 2075/2013 que integra este documento. 

A la hora catorce y doce minutos, se levanta la 
sesión. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una 
vez aprobada, firman la señora Presidenta y la señora 
Secretaria de la Comisión. 


Lucía Topolansky, Presidenta; María Celia 
Desalvo, Secretaria». 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor Se- 
nador Antognazza. 


SEÑOR ANTOGNAZZA.- Señor Presidente: el 
Poder Ejecutivo, de acuerdo con lo establecido en el 
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artículo 168, numeral 13, de la Constitución de la 
República, solicita la venia requerida de la Cámara 
de Senadores para la designación del doctor Luis An- 
tonio Pacheco Carve para el cargo de Fiscal Letrado 
Inspector, Escalafón “N”, Magistrado. 


La Ley n.” 18.996, de Rendición de Cuentas y 
Balance de Ejecución Presupuestal, de fecha 7 de 
noviembre de 2012, en su artículo 189 —entre otros— 
crea un cargo de Fiscal Letrado Inspector, Escalafón 
“N”, con una remuneración mensual equivalente por 
todo concepto, a lo que corresponde a un cargo de 
Fiscal Letrado Nacional, Escalafón “N”. 


La creación de dicho cargo responde a la necesi- 
dad de controlar la gestión que desarrollan las distin- 
tas sedes fiscales y el cumplimiento de las obligacio- 
nes que se imponen a sus titulares, sin perjuicio de 
respetar su independencia técnica. 


Con la tarea inspectiva se trata de detectar, en lo 
posible, la existencia de eventuales atrasos o dilacio- 
nes que se puedan producir en las sedes inspeccio- 
nadas. 


El Fiscal Letrado Inspector tendrá la competen- 
cia, potestad y obligaciones establecidas en el Decreto 
n.* 103/2013, de 2 de abril de 2013, del Poder Eje- 
cutivo. 


La necesidad de contralor en las sedes, ha sido 
señalada por la Auditoría Interna de la Nación, por 
entender insuficientes los mecanismos actualmente 
existentes. 


En virtud de lo expuesto, el señor Fiscal de Cor- 
te y Procurador General de la Nación, doctor Jorge 
Díaz, propone la designación por vía de ascenso, del 
señor Fiscal Letrado Departamental de Maldonado 
de Primer Turno, doctor Luis Antonio Pacheco Car- 
ve, para ocupar la titularidad del cargo actualmente 
vacante de Fiscal Letrado Inspector, Escalafón “N”, 
por ser el Magistrado que a su juicio reúne el perfil 
adecuado. 


A esos efectos, el Fiscal de Corte y Procurador Ge- 
neral de la Nación, doctor Jorge Díaz, elevó a consi- 
deración del Ministerio de Educación y Cultura, en el 
marco de su competencia, el nombre de dicho Magis- 
trado, según los argumentos que expone y que cons- 
tan en el Distribuido n.* 2023/2013, de 12 de abril del 
corriente, Carpeta n.* 1171/2013. 


El doctor Luis Antonio Pacheco Carve, ingresó al 
Ministerio Público y Fiscal por resolución del Poder 
Ejecutivo, con fecha 15 de setiembre de 1993, ocu- 
pando el cargo de Asesor I — Abogado, Escalafón “A”, 
en la Fiscalía Letrada Departamental de Canelones. 
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Por resolución de la Fiscalía de Corte y Procuradu- 
ría General de la Nación, n.* 127/97, de 24 de febrero 
de 1997, es redistribuido a la Fiscalía Letrada Depar- 
tamental de Pando de 1.* y 2.” Turno. Por resolución 
del Poder Ejecutivo E/C 605, de 12 de diciembre de 
1997, es designado por vía de ascenso, en el cargo de 
Fiscal Letrado Departamental de Bella Unión. 


Posteriormente, por resolución del Ministerio de 
Educación y Cultura de 11 de febrero de 1999, es 
trasladado a la Fiscalía Letrada Departamental de 
Cerro Largo de 2.” Turno, donde se desempeña hasta 
el 20 de diciembre de 2007, momento en que es tras- 
ladado a la Fiscalía Letrada Departamental de Mal- 
donado de Primer Turno, donde actualmente cumple 
funciones. 


Según surge de la documentación adjunta y con 
el fin de evaluar la idoneidad técnica y la especial 
aptitud funcional del doctor Pacheco Carve, se ha 
efectuado un detallado examen de sus dictámenes, el 
examen de consulta, la participación en los eventos 
de formación técnica, el relevamiento de sus antece- 
dentes funcionales y la inexistencia de procedimien- 
tos administrativos disciplinarios en el ejercicio de su 
función. 


Todo ello surge, en forma pormenorizada, del Ofi- 
cio n.” 504/2013, que fue agregado al Mensaje n.” 
6/2013 del Ministerio de Educación y Cultura, de 2 
de abril de 2013, fojas 1 a 32. Asimismo, para una 
mejor ilustración, se adjunta un resumen del legajo 
funcional del Fiscal propuesto que contiene referen- 
cias personales y una síntesis de su carrera en el Mi- 
nisterio Público y Fiscal. 


Por lo expuesto, entiendo que el señor Magistrado 
propuesto reúne las condiciones necesarias para des- 
empeñar el cargo de Fiscal Letrado Inspector. 


Es cuanto considero necesario informar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lamentablemente no 
estamos en condiciones de votar la venia propuesta, 
ya que se requieren tres quintos de componentes del 
Senado, esto es, 19 votos, por lo que su considera- 
ción podría tener lugar luego de retornar de la se- 
sión secreta y si en ese momento no se contase con el 
quórum necesario, el punto será incluido en el Orden 
del Día de la próxima sesión. 


16) SOLICITUDES DE VENIA DEL PODER EJE- 
CUTIVO PARA DESTITUIR DE SUS CARGOS 
A VARIOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde que el Se- 
nado pase a sesión secreta para considerar el asunto 
que figura en sexto término del Orden del Día. So- 
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licito a los señores Senadores que mantengamos el 
quórum para tratar este punto. 


(Así se hace. Es la hora 14 y 36 minutos). 
(En sesión pública). 

—Habiendo número, se reanuda la sesión. 

(Es la hora 14 y 51 minutos). 

—Dese cuenta de lo actuado en sesión secreta. 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- El Senado, en sesión secreta, concedió al Poder 
Ejecutivo la venia solicitada para destituir de su cargo 
a un funcionario del Ministerio de Economía y Fi- 
nanzas, a un funcionario del Ministerio de Industria, 
Energía y Minería y a un funcionario del Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se realizarán las comu- 
nicaciones pertinentes. 


17) PROYECTOS PRESENTADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un pro- 
yecto presentado. 


(Se da del siguiente:) 


SEÑOR PROSECRETARIO (Miguel Sejas).- “El 
señor Senador Jorge Larrañaga presenta, con exposi- 
ción de motivos, un proyecto de resolución por el cual 
solicita al Poder Ejecutivo se sirva remitir al Poder 
Legislativo un proyecto de ley por el que se incremen- 
te la deducción de IRPF establecida por el literal D 
del artículo 38 del Texto Ordenado 1996. 

-A LA COMISIÓN DE HACIENDA”. 


(Texto del proyecto de resolución presentado:) 
“Montevideo, 2 de mayo de 2013. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 


Presente 


Por este medio dirijo el proyecto de resolución a 
efectos de su traslado al Poder Ejecutivo, Ministerio 
de Economía y Finanzas a efectos de que el mismo 
remita al Parlamento Nacional un proyecto de ley con 
las características que se señalan por ser materia pri- 
vativa del Poder Ejecutivo. 


Jorge Larrañaga. Senador. 
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MINUTA IRPF 


ESTÍMULO AL PROGRESO EDUCATIVO - DE- 
DUCCIÓN INCREMENTADA 


Exposición de motivos 


Apreciadas las dificultades notorias por las que 
atraviesa el sistema educativo uruguayo y la situación 
de atraso educativo que esto genera en los niños y 
adolescentes que la padecen y que compromete se- 
riamente el futuro de estas generaciones y del país 
en su conjunto. 


Asimismo, visto el bajo rendimiento registrado por 
los estudiantes, informado recientemente en estudios 
y pruebas nacionales e internacionales (PISA). Así 
como los niveles actuales de deserción en el sistema 
educativo y la creciente tasa de repetición que se tor- 
na alarmante en el nivel secundario donde 1 de cada 
3 repite primer año de liceo. 


Considerando los niveles de recaudación que 
ha registrado el IRPF en el último año 2012 que 
ascendió a U$S 1.260:000.000 (mil doscientos se- 
senta millones de dólares americanos), la recau- 
dación total anual de la DGI que ascendió a U$S 
9.500:000.000 (nueve mil quinientos millones de 
dólares) ubicando al IRPF en segundo lugar en re- 
caudación por debajo del IVA y por encima del IRAE 
y del IMESTI respectivamente, así como las escasas 
deducciones actualmente vigentes para el IRPF (ca- 
tegoría II): personas a cargo (hijos menores y con 
discapacidad), fondo de solidaridad, aportes a la se- 
guridad social y cuota hipotecaria, y el escaso valor 
de la deducción por hijo ubicada en 13 BPC anuales 
($ 2.815 mensual) y su reducido impacto como con- 
secuencia de la aplicación de las escalas vigentes en 
materia de deducciones; así como la ausencia de es- 
tímulos tributarios a la educación -en efecto, si bien 
la deducción por hijo obedece a los gastos en salud 
y educación, la misma no guarda relación alguna 
con el progreso o avance del niño o adolescente en 
el sistema educativo-. 


Conforme a lo expresado se propone como medi- 
da tributaria la incorporación a la deducción por hijo 
actualmente vigente para el IRPF (categoría Il) un 
régimen de deducción incrementada que conecte la 
deducción referida al avance o progreso educativo de 
los educandos en función a su ubicación en los dis- 
tintos niveles de la educación formal reconocidos en 
la Ley n.* 18.437. 
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Nivel 0 | Educación Inicial 


3,4 y 5 años 


Nivel 1 
Nivel 2 


Nivel 3 


Por lo expuesto la deducción por hijo actualmente 
prevista en el régimen general se duplicará para los 
hijos menores de edad inscriptos en el nivel 1, será de 
dos veces y media para los inscriptos en el nivel 2 y se 
triplicará para aquellos hijos menores de edad que se 
ubiquen en el nivel 3. 


COSTO Y BENEFICIO: El costo de la medida pro- 
puesta es mínimo en lo que respecta a la recaudación 
del IRPF generando una renuncia tributaria de 4 % 
de la recaudación del impuesto. 


La razón de este reducido impacto obedece a la 
progresividad de la propia medida y a la aplicación de 
escalas, a las deducciones incrementadas propuestas, 
las que se mantienen vigentes. 


Corresponde señalar que la deducción incremen- 
tada propuesta es general pues beneficia por igual 
tanto a los que trabajadores que envían a sus hijos al 
sistema educativo público como privado. 


Por último la medida propuesta tendrá un impacto 
inmediato por cuanto la medida entrará en vigor des- 
de el 1.* de enero de 2014. 


CONTROL: El IRPF funciona acorde con el sis- 
tema de declaraciones juradas. El beneficio podrá 
controlarse adecuadamente ya sea por cruzamiento 
de datos con el sistema educativo público y/o priva- 
do o en su caso por fiscalización y/o inspección. En 
caso de haberse utilizado indebidamente el beneficio 
previsto incumpliéndose las condiciones a las que se 
encuentra sujeto el contribuyente y/o responsable tri- 
butario será pasible de infracciones por contraven- 
ción y/o defraudación castigadas con multa. 


Obligaciones formales: el proyecto deberá prever 
la obligación formal de las autoridades del sistema 
educativo privado y público de comunicar mensual- 
mente a la DGI los nombres y cédulas de los niños y 
adolescentes a los efectos de verificar en qué nivel dé 
la estructura se encuentran. 


En conclusión: La deducción incrementada pro- 
puesta constituye un estímulo tributario directo que 
conecta el sistema tributario con el sistema educativo 
mediante la incorporación de un beneficio tributario 
concreto consistente en el incremento progresivo de 
la deducción por hijo prevista en el IRPF (trabajo de- 


Educación Primaria 


Educación Media — Ciclo Básico 


Educación Media — Superior 


de 1? a6.* año 
de 1% a 3. año 


de 4? a6.” año 


pendiente e independiente -categoría II-) acorde con 
el avance o progreso que registra el niño o adolescen- 
te en su camino educativo (público/privado). 


La situación actual del sistema educativo y el dise- 
ño actual del IRPF (un diseño que, a nuestro juicio, 
no contempla debidamente los gastos que realiza el 
trabajador para generar la renta gravada) justifican, 
ambos, una medida como la propuesta (deducción 
incrementada) cuyo costo, beneficio y control, no ha- 
cen sino justificar su mérito y oportunidad así como 
su pronta incorporación al régimen tributario vigente. 


Proyecto 


Artículo 1.”. Sustitúyese a partir del 1.? de enero 
de 2014 el literal D del artículo 38 del Título 7 del 
Texto Ordenado de 1996 por el siguiente: 


Artículo 38 Literal D) “Por gastos de educación, 
alimentación, vivienda y salud no amparados por el 
FONASA, de hijos menores de edad a cargo del con- 
tribuyente 13 BPC (trece Bases de Prestaciones y 
Contribuciones) anuales por hijo. 


La presente deducción se duplicará en caso de hi- 
jos menores de edad que se encuentren inscriptos en 
la Educación Primaria, se duplicará dos veces y me- 
dia para los hijos menores de edad que se encuentren 
inscriptos en el ciclo básico de la Educación Media 
y se triplicará para los hijos menores de edad que se 
encuentren inscriptos en la Educación Media Supe- 
rior (Ley n.* 18.347). 


Las autoridades del sistema educativo público y 
privado deberán comunicar mensualmente a la DGI 
los nombres y cédulas de los niños y adolescentes a 
los efectos de verificar en qué nivel de la estructura 
educativa se encuentran los hijos menores de edad a 
que refiere el inciso anterior”. 


La deducción a que refiere el inciso primero se 
triplicará en caso de hijos mayores o menores, legal- 
mente declarados incapaces, así como aquellos que 
sufran discapacidades graves, de acuerdo a los cri- 
terios que establezca el Banco de Previsión Social. 
Idénticas deducciones se aplicarán en caso de perso- 
nas bajo régimen de tutela y curatela. 


Jorge Larrañaga. Senador”. 
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18) DOCTOR LUIS ANTONIO PACHECO CARVE. 
DESIGNACIÓN COMO FISCAL LETRADO 
INSPECTOR 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado está en condi- 
ciones de pronunciarse sobre la venia solicitada para 
designar al doctor Luis Antonio Pacheco Carve en el 
cargo de Fiscal Letrado Inspector. 


Léase el proyecto de resolución. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- «Concédese al Poder Ejecutivo la venia solicitada 
para designar en el cargo de Fiscal Letrado Inspector, 
Escalafón “N”, al doctor Luis Antonio Pacheco Car- 
ve». 


SEÑOR PRESIDENTE.- El informe correspon- 
diente ya ha sido presentado por el señor Senador 
Antognazza. 
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Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se hará la comunicación pertinente. 


19) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asun- 
tos, se levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 14 y 53 minutos, presidien- 
do el señor Danilo Astori y estando presentes los 
señores Senadores Abdala, Agazzi, Antognazza, 
Baráibar, Bayardi, Bordaberry, Conde, Couriel, 
Da Rosa, Fernández, Gallinal, Gallo Imperiale, 
Heber, Michelini, Nin Novoa, Pasquet, Rosadi- 
lla, Solari, Tajam y Topolansky). 
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